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Introducción 

Una iniciación a la historia americana desde los comienzos del 
movimiento de independencia, basado en el nivel actual de las in­
vestigaciones, no precisa de ninguna justificación especial. Puede 
parecer más necesario aclarar por qué, dentro de una historia 
mundial en varios tomos, se han escogido dos Estados nacionales, 
los Estados Unidos de América y Rusia, y se les dedica a cada uno 
de ellos un tomo independiente, ceñido a su propia historia nacio­
nal. Otro tomo de la serie que trata de la evolución europea de 
forma global, ha sido criticado por no aclarar suficientemente las 
«dependencias intercontinentales» y porque deja sin resolver el 
«programa histórico un ive r sa l»Tampoco este tomo puede esgri­
mir la pretensión de ajustarse al alto nivel de la perspectiva histó­
rica mundial. Pero, cuando menos, puede ayudar a superar a este 
lado del Atlántico el eurocentrismo de la conciencia histórica, lo 
cual es asimismo un objetivo declarado de toda la serie. Intenta 
igualmente, a pesar de que su contenido es una historia nacional, 
evitar algunas de las debilidades de la historiografía nacional, en-
quistada en un relato canónico de acontecimientos: no se trata 
de una autointerpretación americana, sino que ha sido escrito des­
de una perspectiva europea más bien comparativa, con la espe­
ranza de que de esta forma se corrigiera también un poco, al 
mismo tiempo, el americentrismo histórico. 

El desmontaje de una imagen eurocéntrica del mundo solamen­
te puede realizarse teniendo en cuenta los intereses y la capaci­
dad de asimilación de los lectores europeos. Por ello, nuestro obje­
tivo ha sido escribir una iniciación a la historia americana que sea 
comprensible a europeos sin ningún conocimiento previo. Para 
facilitar las comparaciones aclaratorias fue necesario adoptar una 
postura conflictiva. Las interpretaciones controvertidas se mencio­
nan y se valoran como tales. Ninguno de nosotros encontró con­
vincentes las interpretaciones exclusivas del desarrollo de la socie­
dad americana, tales como su reducción al despliegue del espíritu 
de libertad, al avance de la frontier (la frontera colonial), la ri­
queza natural del país o la ausencia de una fase de feudalismo. 

La limitación del volumen obligó a penosas omisiones. La histo­
ria diplomática y bélica fue relegada o reducida en favor de la 
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historia social y económica. (Para las relaciones internacionales a 
partir de 1918 véase también el volumen 34 de esta Historia Uni­
versal.) Desde una perspectiva histórica mundial, es de lamentar 
especialmente que no se haya podido tratar más ampliamente la 
persecución y exterminio de los indios. Para la historia colonial en 
el siglo xvn y principios del xvm, especialmente en su contexto 
histórico mundial, nos remitimos al tomo 29 de esta Historia Uni­
versal. 

Los nueve capítulos han sido concebidos como unidades inde­
pendientes y de un tamaño apropiado para ser utilizados en cole­
gios y universidades como tema de estudio. Aunque el volumen 
forma un conjunto completo, los distintos capítulos pueden tomar­
se por separado. Por ello, además del índice bibliográfico general 
cada capítulo tiene también sus propias referencias bibliográficas 
para ampliación de conocimientos. 

El primer capítulo (1763-1815) se inicia con el fin de la guerra 
de los Siete Años, la cual había decidido a favor de Gran Bretaña 
la rivalidad franco-británica por la supremacía en Norteamérica y 
había ampliado con ello las posibilidades de conflicto entre la 
metrópoli británica y los colonos británicos. En él se relata la 
autoafirmación nacional de la mayor parte del «fragmento europeo» 
en Norteamérica. Ya que, en la revolución americana, a diferencia 
de los movimientos anticolonialistas posteriores, no luchaban por 
su autodeterminación política y económica los indígenes oprimidos, 
sino europeos aclimatados, con el apoyo de otros europeos. No 
fue un levantamiento de los explotados, sino el perfeccionamiento 
de un derecho ya garantizado parcialmente con anterioridad a su 
autoadministración de la primera sociedad «moderna», próspera, 
ampliamente alfabetizada, políticamente bien organizada y estable, 
de europeos fuera de Europa. El reconocimiento de los valores, 
basados en la revelación y en el derecho natural, de la libertad 
ciudadana, la igualdad y el derecho a la propiedad ilimitada, for­
maron parte de la fundación del Estado. Estos valores encontraron 
su expresión en la Declaración de Independencia y en las declara­
ciones de derechos fundamentales y las constituciones de los dis­
tintos Estados. Con la adopción de la Constitución federal de 
1877-78 se completó la fundación de la República federal. El ca­
pítulo termina con el intento infructuoso de los ex colonos, en la 
guerra de 1812-15, de obligar a su ex metrópoli a añadir al reco­
nocimiento de la independencia también el reconocimiento de la 
soberanía económica, en el sentido de eliminar todas las limitacio­
nes mercantilistas a las exportaciones hacia Inglaterra. 

El capítulo segundo (1815-1877) sitúa el movimiento antiesclavis­
ta, de motivaciones morales, dentro del contexto de los crecientes 
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enfrentamientos entre los grandes intereses regionales. La esclavi­
tud no era una institución del Viejo Sur fácilmente intercambia­
ble, sino la base de su estructura social. Además, el Sur agrario se 
sentía relegado a una posición defensiva por un Norte y un Oeste 
en rápido crecimiento industrial y demográfico y temía una inme­
diata y total superioridad política y económica de las otras regio­
nes. La cuestión, que finalmente sólo pudo resolver una guerra 
civil, era si los estados que se sentían amenazados podían invalidar 
su ingreso en la Federación, formalizado en 1787-88. Solamente 
después de la victoria del Norte (1865) se inició, junto con la 
reconstruction (la reconstrucción económica y la reintegración po­
lítica del Sur) la larga lucha —hasta hoy inconclusa— de los ne­
gros, como grupo minoritario, por la igualdad de trato y de opor­
tunidades, tanto en las ciudades del Norte como en el Sur. 

El capítulo tercero investiga una de las cuestiones más fascinan­
tes de la moderna historia económica: las causas y la evolución de 
la revolución industrial en América. En los cien años transcurri­
dos entre 1810 y 1910, aquella sociedad agraria se transformó en 
una potencia industrial sin competidor equiparable. La determina­
ción de factores que desempeñaron un papel importante en este 
proceso, que ha marcado al mundo moderno como pocos otros, es 
todavía hoy objeto de discusión científica. Lo cierto es que la ri­
queza de las reservas del suelo y la apertura al tráfico del conti­
nente constituyeron una premisa esencial; que la colonización del 
Oeste y la expansión de la agricultura no se enfrentaron a la indus­
trialización, sino que en conjunto sirvieron de estímulo al proceso 
económico; que la industrialización y la urbanización fueron de la 
mano, sobre todo en el Nordeste, mientras que el sistema de plan­
taciones impidió en el Sur la aparición de centros urbanos. Tam­
bién es cierto que el crecimiento de la población, multiplicado por 
la inmigración masiva, y el desarrollo industrial se estimularon mu­
tuamente, de forma que un número cada vez mayor de personas 
participaba de un producto social en crecimiento. El nivel de vida, 
definido estadísticamente, también aumentó. La escasez de mano 
de obra característica del mercado de trabajo americano exigió des­
de el principio el uso de una tecnología capaz de ahorrar mano de 
obra, que alcanzó su mayor triunfo mundial en 1913 con la ca­
dena de montaje de Henry Ford. El mercado privado de capitales 
y sus instituciones, características del sistema económico capitalista, 
se desarrollaron desde la primera gran crisis bancaria de 1819-20 
de acuerdo con las nuevas necesidades, y se completaron provisio­
nalmente con la situación de la bolsa de Nueva York a la cabeza 
de las bolsas de valores del mundo. La concentración del poder 
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económico en unas pocas grandes empresas y bancos ya se había 
consumado totalmente al inicio de la primera guerra mundial. 

Frente a ello, las causas de las oscilaciones coyunturales, los 
efectos económicos positivos y negativos de la guerra civil y la for­
ma en que influyeron las distintas situaciones políticas, económicas 
y sociales de Europa en la evolución de la agricultura y la industria 
americanas resultan mucho menos decisivas. También la postura del 
gobierno federal y de los gobiernos de cada Estado en particular 
frente a la economía y la envergadura de sus intervenciones preci­
san de una determinación más exacta que la repetición de la con­
signa del laissez faire, que no ha representado en ningún momento 
la envergadura real de la intervención estatal en la economía. Ni 
siquiera la realidad americana ha correspondido nunca al modelo 
de «Estado policía». 

El cuarto capítulo nos aporta una visión del mayor movimiento 
migratorio de la historia moderna. Aproximadamente 46 millones 
de personas emigraron a los Estados Unidos entre 1815 y 1970 e 
hicieron posible con ello, entre otras cosas, la colonización e indus­
trialización del continente en un plazo de tiempo tan corto. Tanto 
si el impulso inicial en cada caso venía dado por la fuerza de atrac­
ción del nuevo país o por los efectos de rechazo de las condiciones 
de vida en el país de origen, el que emigraba esperaba encontrar 
en el Nuevo Mundo las oportunidades en las que ya no creía en 
su tierra. La mayoría de ellos buscaban una mayor seguridad mate­
rial. El porcentaje de decepciones y de realización de los sueños 
resulta difícil de medir. En todo caso, el número de los recién 
llegados aumentó hasta alcanzar su máximo en 1907 con un total 
de 1.208.000 personas en un solo año. Con la primera Ley de 
Cuotas, que asignaba cifras máximas anuales de inmigración a los 
países europeos según un criterio racista-económico, se acabó, en 
1921, la era de una inmigración prácticamente ilimitada para los 
europeos. Los problemas de los recién llegados resultan fáciles de 
determinar: el primer alojamiento, que encontraban generalmente 
en el ghetto de sus paisanos; el primer puesto de trabajo, con una 
actividad generalmente física, sencilla, adecuada a la deficiente for­
mación y escasos conocimientos del idioma y a merced de la explo­
tación en casi todos los sectores de la economía, desde el trabajo a 
domicilio pasando por tareas sencillas, hasta la agricultura, la mi­
nería y el trabajo en la fábrica; y finalmente el perpetuo problema 
de la asimilación, integración o adaptación a la nueva sociedad, 
la cual les presentaba como un ideal la «americanización» en el 
sentido de la total asimilación, mientras les demostraba a diario 
que su condición se hallaba para siempre determinada por su ori­
gen y su relación diaria con otros inmigrantes. Los superpatriotas. 
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natwists, que temían la variedad y la competencia, desconfiaban 
de la lealtad de los recién llegados y les exigían un «angloconfor-
mismo» cultural. Las diversas reacciones de los distintos grupos in­
migrantes frente a estas presiones para su adaptación y frente a las 
oportunidades reales de adaptación, determinan, hasta hoy, una 
gran parte de la realidad social de Norteamérica, desde la elección 
de pareja y la elección de residencia, hasta la toma de partido en 
las elecciones. Desde que el idioma, la concepción del mundo y las 
pautas de comportamiento de los WASP (blancos, anglosajones y 
protestantes) se establecieron firmemente como norma, en lugar de 
la inhumana metáfora del «crisol» apareció un concepto tolerante 
del pluralismo étnico y cultural. 

£1 capítulo quinto está dedicado a estudiar las relaciones socia­
les er. la Norteamérica industrializada y a su entrada en la política 
mundial en la era del imperialismo y en la primera guerra mundial 
(1890-1920). Millones de personas, tanto en el campo como en la 
ciudad, seguían viviendo en la pobreza. El que perdía la salud o el 
puesto de trabajo, no se hallaba protegido por ninguna legislación 
social y estaba condenado a la miseria. Las condiciones de traba­
jo en la industria y en la minería eran a menudo nocivas para la 
salud y frecuentemente peligrosas. La semana de sesenta horas y 
el trabajo infantil eran cosa frecuente. Al menos una parte de la 
violencia, del comportamiento racista y también de la huida hacia 
el deporte y la diversión de la clase trabajadora americana en estos 
decenios se puede entender como una reacción emocional a su des­
contento frente a estas condiciones. Los blancos pobres, cuya situa­
ción era inestable, tendían más que los ciudadanos de clase media, 
que se sentían seguros, a declarar inferiores a los negros que tam­
bién luchaban por un sustento y a tratarlos en consecuencia. Los 
sindicatos sólo pudieron empezar a organizarse gradualmente des­
pués de la guerra civil. El éxito relativo de la organización más 
importante y estable, la American Federation of Labour, fundada 
en 1886, se basaba en su renuncia a la actividad política directa 
y, con ello, a la formación de un partido político derivado del mo­
vimiento obrero a imagen, por ejemplo, del Labour Party inglés o 
del Sozialdemokratische Partei alemán. En este hecho reside en 
parte la respuesta a la cuestión, frecuentemente planteada, de 
por qué el movimiento socialista ha tenido tan poca influencia en 
los Estados Unidos. La pregunta que debemos plantearnos es por 
qué este tipo de sindicato pudo imponerse a los de origen político 
socialista en los tres decenios anteriores a 1914 y, además, por 
qué los perjudicados, ya fueran negros, granjeros, trabajadores no 
cualificados, mujeres y otros grupos reformistas ya en activo en esta 
época, no formaron una coalición. Sólo por un corto período de 
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tiempo, el movimiento populista pudo transformar, en la década de 
1890, una alianza de los sindicatos más radicales y de las organiza­
ciones de los pequeños granjeros del Oeste y el Sur olvidados por 
el gobierno federal, en una fuerza política. La postura política 
pura del Socialist Party of America, fundado en 1901, si bien 
aportó a las luchas electorales la abierta discusión de las ideas so­
cialistas y la presentación de candidatos íntegros, demostró no obs­
tante, al mismo tiempo, la inferioridad sin esperanzas de un parti­
do con una concepción rigurosa del mundo, dentro del complejo 
sistema de intereses de grupo de la política americana. Igualmente 
estéril resultó el intento anarquista. Solamente un movimiento re­
formista coordinado de forma más flexible, el llamado Progres 
sive Movement, que aceptaba el sistema político y económico en 
líneas generales, pudo alcanzar entre 1900 y 1917 el suficiente 
apoyo político para modificar gradualmente la realidad. 

Desde 1865, fin de la guerra civil, el comercio exterior ameri­
cano aumentó fuertemente, y en 1900 los Estados Unidos eran ya 
la tercera Potencia marítima del mundo. Los estrategas militares 
y comerciales norteamericanos se unieron a la carrera imperalista 
por la conquista de nuevos mercados y por la influencia en otras 
partes de la tierra, mientras que misioneros culturales, más o me­
nos convencidos religiosamente, predicaron la superioridad de la 
raza anglosajona y su misión mundial. El hecho de que el gobierno 
americano, después de la guerra con España en 1898, tuviera que 
administrar de facto territorios en ultramar como potencia colo­
nial, no fue en ningún caso un accidente de la historia norteame­
ricana. Latinoamérica se convirtió en un coto particular de las 
empresas americanas y el canal de Panamá, administrado de facto 
como territorio colonial, ratificó en 1903 el papel especial de los 
Estados Unidos en el continente sudamericano. El presidente y el 
Congreso de los Estados Unidos actuaron totalmente conscientes 
de su papel de potencia mundial al acordar la entrada de Norte­
américa en la primera guerra mundial, cuando con el potencial eco­
nómico americano decidieron el signo de la contienda y desempe­
ñaron un papel activo —que muchos europeos desilusionados juz­
garon insuficiente— en la regulación de la paz. No obstante, los 
límites a la disposición de asumir responsabilidades políticas en los 
difíciles años de la posguerra quedaron claros cuando el Senado de 
los Estados Unidos se opuso a ratificar la entrada de los Estados 
Unidos en la Sociedad de Naciones. 

El capítulo sexto traza un bosquejo de la sociedad americana 
en los años veinte y treinta de este siglo, en los cuales se des­
arrollaron totalmente, tal como los conocemos desde entonces, la 
fabricación y el consumo masivo de bienes, así como el tipo de in-
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dustria del espectáculo que nos es familiar. Los dirigentes políticos 
de esta época, a pesar de los crecientes intereses de la economía 
americana en Europa y en otras partes del mundo, se negaron a 
asumir un papel activo en la política internacional que fuera 
adecuado a la potencia económica de los Estados Unidos. Solamen­
te en este sentido puede decirse de ellos que fueron aislacionistas y 
no en el sentido de un total alejamiento del mundo exterior. La 
vida social de los triunfadores de los años veinte se hallaba carac­
terizada por un ambiente, ya proverbial, de frivolidad, «glamour», 
fiebre por la velocidad y desenfado, que generalmente se asocian 
con el concepto de jazz age. Estaban muy ocupados consigo mismos 
y con el milagro de una expansión económica que asombraba al 
mundo entero. El sistema económico capitalista y la mentalidad y 
el estilo de vida del hombre de negocios triunfador parecían impo­
nerse. El éxito transitorio de la lucha contra el alcohol, la vigilan­
cia intolerante de las costumbres y el robustecimiento de un fanáti­
co protestantismo fundamentalista, el cual llego a hacer prohibir 
en Tennessee la enseñanza de las teorías evolucionistas en las 
escuelas, todo ello, debe entenderse como una reacción negativa 
de una parte considerable de la población, sobre todo rural, frente 
a un estilo de vida que juzgaban amenazador. El problema más 
sobresaliente de esta época para el intérprete retrospectivo es el 
brusco fin del fenomenal boom con el crac de la bolsa en 1929 
y el total hundimiento posterior de la economía. Al juzgar este 
proceso es importante mantener perfectamente delimitados los con­
ceptos de crac de la bolsa y Gran Depresión, ya que, en realidad, 
se trató de dos procesos separados. El crac de la bolsa podemos 
considerarlo poco menos que inevitable debido a la pirámide espe­
culativa, carente de toda base económica, que había hecho su apa­
rición poco tiempo antes. Sin embargo, las consecuencias posterio­
res no eran ningún destino fatalmente marcado. Había opciones 
políticas y lo que creó la imagen reformista y activa de Franklin 
Roosevelt con su New Deal fue, a diferencia de sus predecesores 
en el cargo, el aprovechamiento extensivo y bien presentado públi­
camente, de toda su capacidad de maniobra. Mientras que en Ale­
mania la crisis económica, en unión de otros factores, condujo al 
cambio de sistema, en Norteamérica solamente provocó una refor­
ma del mismo. La miseria social que acompañó a la transición 
económica (en 1933 uno de cada cinco trabajadores habituales 
estaba en paro) no llevó a una peligrosa pérdida de legitimación 
del sistema político. La participación en las elecciones presiden­
ciales no fue menor que de costumbre (1932: 49,7 por 100; 1936: 
53,5 por 100). De los votos registrados en 1932, el 97,1 por 100 
fue para Roosevelt o Hoover, y el restante 2,9 por 100 se repartió 
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entre los candidatos de los demás partidos, incluidos socialistas y 
comunistas. Las transformaciones fueron especialmente notables en 
cuatro sectores: 1) La organización del proceso federal de toma de 
decisiones se decantó finalmente a favor del Distrito Federal 
2) A nivel federal, el presidente consiguió frente al legislativo una 
supremacía creciente desde entonces. 3) El acatamiento general de 
una legislación reguladora de la economía, y 4) La legislación social 
como tarea prioritaria del gobierno federal marcaron claramente el 
abandono del antiguo concepto social-darwinista de la libre compe­
tencia y la autodefensa individual. La ley sobre seguridad social de 
1935 señaló la entrada tardía de los Estados Unidos en la era del 
Estado social. El éxito relativo de la política económica del New 
Deal, que se basaba en el principio de la acción concertada (con-
certed action, 1935) de todos los sectores económicos y de em­
presarios y trabajadores, bajo la supervisión del gobierno, puede 
calificarse también de victoria y consolidación del capitalismo «or­
ganizado». La respuesta a la cuestión de si estas medidas, junto 
con los presupuestos deficitarios de municipios, estados y gobierno 
federal, hubieran podido superar totalmente esa crisis, de no ha­
bérsele añadido la fabricación de armamento para la segunda gue­
rra mundial, seguirá perteneciendo al terreno de lo especulativo. 

El capítulo séptimo arguye que de la segunda guerra mundial, 
algunos de estos procesos salieron reforzados y complementados 
por otros, de modo que debe considerarse a esta guerra, a pesar 
de que no se desarrolló en suelo americano, como factor esencial 
en la transformación de la sociedad americana en nuestro siglo 
tanto como la crisis económico mundial y el New Deal de Roose-
velt. Las necesidades impuestas por la dirección de la guerra y por 
la economía de guerra le dieron al gobierno federal más compe­
tencias que nunca para intervenir en la vida del individuo y en 
la economía. Los industriales ya no estaban sentados como fra­
casados en el banquillo de los acusados, sino que se mostraban 
como patriotas insustituibles. El complejo «militar-industrial», que 
de ninguna manera se disolvió con el fin de la guerra, siguió to­
mando cuerpo. Cierto que las reformas sociales dejaron de desa­
rrollarse activamente y que los sindicatos perdieron influencia, 
pero la disminución del paro y los aumentos salariales resolvie­
ron o atenuaron toda una serie de problemas sociales y los vete­
ranos de guerra fueron atendidos mucho mejor que en guerras 
anteriores. Las minorías étnicas y raciales, sobre todo los negros 
y los más recientes inmigrados desde México, así como las mu­
jeres que luchaban por una mayor igualdad e independencia, pu­
dieron conseguir algunos éxitos al mejorar su situación durante el 
período de guerra. No se llegó a la temida depresión de posgue-
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rra como en 1920-21 pero sí a una psicosis de pánico frente a la 
subversión comunista que recordaba el red scare de 1919-20. Esta 
alcanzó su punto culminante en la campaña histérica y, para la 
mayoría de los afectados, calumniadora del senador Joseph Mc-
Carthy (1950-54) cuyo consentimiento y apoyo parcial por la opi­
nión pública americana marcaron el punto más bajo de respeto 
de los derechos y libertades individuales. La presidencia del re­
publicano Eisenhower (1953-61) se caracterizó por un mayor con­
servadurismo, en el sentido de una menor iniciativa presidencial, 
un menor uso de las competencias federales y un mayor respeto 
de los intereses de las empresas. Sin apoyo de la Casa Blanca se 
organizó en los años cincuenta el movimiento pro Derechos Ci­
viles. El Tribunal Supremo, tercer órgano de gobierno de la na 
ción, suministró, entonces, con su decisión de 1954 de declarar 
anticonstitucional la separación racial en las escuelas públicas, la 
chispa que encendió una nueva fase del conflicto racial. A partir 
de entonces, los dirigentes ideológicos negros tomaron cada vez 
más la iniciativa y pusieron en marcha, con acciones de protesta 
pacífica, la «revolución negra» que dura hasta nuestros días. 

Tal como se afirma en el capítulo octavo, de los presidentes 
demócratas Kennedy y Johnson partieron nuevos impulsos refor 
mistas. La recesión de 1960-61 trajo a la memoria los problemas 
aún no resueltos de la dirección de la economía, el crecimiento 
económico, la inflación, el paro y la miseria. La administración 
Kennedy preparó una serie de leyes sociales que fueron converti­
das en realidad finalmente por su sucesor, bajo el título progra­
mático de Great Society y War on Poverty. La Ley de Derechos 
Civiles de 1964 se convirtió en un hito en la lucha de los gru­
pos minoritarios por lograr la igualdad de oportunidades. Estas 
medidas tardías no pudieron impedir que lá desesperación y la 
amargura de muchos habitantes de los ghettos se exteriorizaran, 
especialmente entre 1966 y 1968, en sangrientos desórdenes ra­
cistas. La política exterior de los años sesenta y principios de los 
setenta estuvo presidida por el acuerdo con la otra superpotencia, 
en el sentido del respeto mutuo de las zonas de influencia y la 
consulta sobre limitaciones de armamento, por la intervención 
masiva del ejército americano en la guerra anticolonialista de Ho 
Chi Minh y finalmente por el abandono de la política aislacionista 
frente a la República Popular China. La guerra de Vietnam se 
saldó con una derrota militar, consecuencias desoladoras para los 
directamente afectados y un debilitamiento de la anterior lógica 
de las aspiraciones americanas al liderazgo, sobre todo frente a 
sus aliados de Europa occidental. El abuso del poder presidencial 
por Richard Nixon, que finalizó en 1974 con la primera dimisión 
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de un presidente en la historia americana, acentuó posiblemente 
esta tendencia. En los propios Estados Unidos, la guerra de Viet-
nam desató fuertes controversias. El fértil movimiento antibeli­
cista fue impulsado sobre todo por la juventud estudiantil, por 
los intelectuales liberales y por una «contracultura» motivada en 
la crítica a las bases de la sociedad americana. 

En 1976, doscientos años después de la Declaración de Inde­
pendencia, los cronistas de la historia nacional americana pueden 
alegrarse justamente de la estabilidad de aquella fundación. Esta 
ha sobrevivido porque admitía su propia transformación, tanto 
en el sentido de la ampliación del territorio del Estado dentro 
del continente como en el de su capacidad de transformación 
del orden político por medio de enmiendas, totalmente constitu­
cionales, a la Constitución. Pero ¿qué capacidad de aprendizaje 
tendrá el sistema político de los Estados Unidos en el futuro? 
Grandes problemas, cuya solución exige nuevos caminos, no fal­
tan. El ideal democrático de la participación de los administra­
dos en el proceso de toma de decisiones está amenazado por la 
creciente concentración del poder económico y político. El ideal 
de la libertad del individuo hay que defenderlo con dificultad 
frente a una técnica que permite un control y una vigilancia 
cada vez más fáciles. El ideal de la seguridad material y la pursuit 
of happiness tropieza con el paro y la pobreza, las ciudades en 
ruinas, el miedo a una pensión insuficiente por vejez o enfer­
medad, el miedo a la delincuencia y la degradación del medio 
ambiente y la naturaleza, para mencionar sólo algunos de los 
temas que movilizaron a la opinión pública americana en el año 
de los festejos de su bicentenario. Las dos tareas quizá más ur­
gentes, el impedir una guerra mundial con armamento nuclear 
y la dirección de la economía, a la que pertenece también el su­
ministro energético, ponen de manifiesto claramente cada día 
que, para su solución, el marco nacional es solamente una unidad 
subordinada. 

El autor 
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1. Revolución y fundación 
del Estado nacional, 1763-1815 

Los hechos conocidos llevan casi necesariamente a la con­
clusión de que los colonos americanos no se rebelaron por 
un nuevo orden social, sino para sacudirse de encima la 
intervención del gobierno de Gran Bretaña. 

Sin embargo, de la revolución y de la guerra por la in­
dependencia americana resultaron necesariamente reformas 
y diversos cambios sociales, económicos y políticos; entre 
otros, aquellos que implica todo movimiento revoluciona­
rio. Pues no puede haber ninguna revolución sin contro­
versias intelectuales generadoras de opiniones y argumen­
tos, sin los que es imposible justificar tal cambio radical 
en la vida de un pueblo. 

Lawrence Henry Gipson, 1967. 

I. ¿ H U B O UNA « R E V O L U C I Ó N » AMERICANA? 

Junto a la revolución francesa, la fundación del Estado nacional 
americano fue el acontecimiento más trascendental en la historia 
política de la región europeo-americana del siglo xvin. La inde­
pendencia estatal de los americanos se basó en el desarrollo eco­
nómico, social y —en el sentido más rígido de la palabra— 
político de Europa. Desde los primeros asentamientos de los 
europeos hasta la Independencia —y más allá aún—, la sociedad 
de los blancos de Norteamérica fue fundamentalmente, por utilizar 
la precisa expresión de Louis Hartz, «.un fragmento de Europa» 1 . 
Las inversiones europeas, el deseo de los europeos de asentarse 
en el nuevo continente, y el éxito de la autoafirmación de los co­
lonos en el seno del imperio comercial británico hicieron que los 
europeos desarrollasen en América, en el curso de siglo y medio, 
una sociedad que, para asombro de los coetáneos, pronto creó 
un Estado nacional duradero. La base de su creciente prosperidad 
fue la necesidad continua de los productos americanos en toda 
Europa. Y, finalmente, las rivalidades entre las grandes poten­
cias europeas —sobre todo la competencia entre Francia e Ingla­
terra por el predominio en el continente norteamericano— hi-
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cieron posible la afirmación militar y diplomática de la indepen­
dencia. En 1763, con la firma del tratado de paz tras la guerra 
de los Siete Años, Francia tuvo que cederle a la Gran Bretaña 
sus territorios norteamericanos hasta el Misisipí. Con el fin de 
arrancarle de nuevo al gran rival un trozo de su imperio, Luis XVI 
apoyó a los colones rebeldes —en forma secreta, a partir de 1775: 
y abiertamente, a partir de 1778— mediante envíos de armas v 
préstamos, y, finalmente, con la intervención de la flota francesa 
Sólo gracias a esa ayuda pudieron los rebeldes oponer resistencia 
a la supremacía de la marina de guerra británica. 

Resulta evidente la diferencia estructural entre la guerra de In­
dependencia americana y la mayoría de los posteriores movimien­
tos independentistas anticolonialistas de Asia y África. En Amé­
rica lucharon emigrantes europeos por su autodeterminación, con 
el apoyo militar de varias potencias europeas. Su voluntad de re­
sistencia fue, por tanto, parte de la decisión de una emplia y prós­
pera clase media nativa de defender el libre desarrollo ulterior 
de su prosperidad. Lo singular de la «privación relativa» de la 
amplia clase media colonial a partir de 1763 —que habría de 
conducir a la revolución— era que todavía no la había sufrido, 
sino que únicamente la temía, como consecuencia de la estricta 
e incipiente política colonial británica. La resistencia contra la 
ley del timbre y los impuestos sobre el azúcar de 1764-1765 —que 
tenía que parecerle violenta a un inglés, acostumbrado a pagar 
contribuciones— mostró que una gran parte de los comerciantes, 
los políticos y amplias capas de la población no estaban dispues­
tos a someterse por más tiempo a los intereses económicos de la 
metrópoli. No existía en las colonias una auténtica clase noble 
capaz de identificar su destino con el de la inglesa. La revolu-
toma del poder violenta por una gran parte de las capas altas y 
ción americana fue una revolución burguesa por excelencia: la 
inedias de la burguesía colonial europea en contra de la preten­
sión de dominio de una monarquía constitucional. De ahí que 
la lucha por la independencia no condujera a un derrumbamiento 
del orden social ni a una transformación social. 

¿Resulta entonces lícito hablar hoy de una «revolución» ame­
ricana? La pregunta se plantea con frecuencia fuera del ámbito 
angloparlante. Un acuerdo conceptual que se basase, por ejemplo, 
en el término «guerra de Independencia» sólo tendría sentido si 
entre tanto la palabra «revolución» hubiese sido precisada desde 
el punto de vista analítico de las ciencias sociales y su utilización 
pudiese ser falsa porque provocase previsibles incomprensiones. 
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Pero, hasta el día de hoy, no existe ninguna imperiosa razón 
para no incluir al movimiento independentista y a la fundación 
del Estado americano en las dos revoluciones —de tipo muy di 
verso— que, en la segunda mitad del siglo xvn, iniciaron la épo­
ca de las luchas por la institucionalización de la soberanía del 
pueblo en el moderno Estado constitucional. Tampoco es en 
modo alguno confuso hablar de revolutions for independence, 
como hace John Lynch en su exposición de los movimientos in 
dependentistas latinoamericanos 2. Los coetáneos que estaban por 
el rey y el parlamento hablaban de la «rebelión» de ofuscados 
colonos. Los patriotas americanos, sin embargo, comparaban su 
resistencia con la ofrecida contra Jacobo I I en la glorificada «re­
volución» de 1668-1689 y hablaban de su no menos justificada 
«revolución». La guerra de Independencia (1775-1781) era para 
ellos solamente parte de la misma. John Adams, quien tuvo una 
destacada participación, opinaba en un análisis retrospectivo: «La 
revolución estaba en la mente del pueblo. Y esto sucedió en los 
quince años que van de 1760 a 1775, antes de que se hubiera 
derramado en Lexington una sola gota de sangre». El médico y 
político Benjamín Rush, por el contrarío, prevenía en 1787 contra 
la confusión entre las denominaciones «revolución americana» y 
«guerra americana»: «La guerra americana ya ha pasado», expli­
caba. «Pero esto no le atañe en modo alguno a la revolución 
americana. Por el contrario, sólo ha concluido el primer acto del 
gran drama» 3 . 

La historiografía nacional americana, que inmediatamente tomó 
cartas en el asunto, incluyó también a la guerra de Independencia 
dentro del amplio proceso de la fundación del Estado. En la con­
ciencia de una gran parte de la capa política dirigente, la insurrec­
ción contra el poder colonial terminó en 1787-1789, con el acuer­
do sobre la nueva Constitución federal y el establecimiento de 
las nuevas instituciones centrales: el presidente, la Cámara de Re­
presentantes y el Senado, y la judicatura de la federación. La 
Constitución federal abolió, de un modo anticonstitucional, los 
Articles of Confederaron, acordados en 1781 en la primera Cons­
titución de la federación estatal, es decir, violando la disposición 
constitucional según la cual los cambios en la Constitución sólo 
eran posibles por unanimidad. Ese hecho, ampliamente aprobado 
por los coetáneos, le fue suficiente a algunos intérpretes para va­
lorar como una «segunda revolución» el paso de la Confedera­
ción estatal al Estado federal. 

Los políticos y publicistas que estaban descontentos con la laxa 
Confederación estatal de 1781, con el fin de ganarse simpatías 
para la Constitución de 1787 habían hecho propaganda a favor 
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de una gran república comercial expansiva, interlocutor comercial 
de todo el mundo, que, para su autoafirmación, necesitaba ahora 
también un gobierno federal, capacitado para la acción y compe­
tente para la coordinación. Después de 1790, los americanos tra­
taron de desempeñar, con relativo éxito, durante dos décadas y 
media, el ventajoso papel de socio comercial neutral con todas 
las partes beligerantes en Europa. Pero incluso los mismos re­
publicanos franceses no les. permitieron esa función, y sólo gracias 
al frío racionalismo del presidente John Adams pudo ser evitada 
una guerra de los Estados Unidos en contra de Francia, en 
la última década del siglo xvm. No obstante, bajo el presidente 
Madison se llegó a una nueva guerra contra Inglaterra (1812¬ 
1815). Acabó en un compromiso y no aportó, al igual que el an­
terior embargo voluntario de 1807, el reconocimiento ilimitado 
de la neutralidad comercial por parte de la Gran Bretaña, que 
seguía siendo la primera potencia naval de la época. 

Los acuerdos de paz europeos de 1815 pusieron fin a las extra­
ordinarias posibilidades de beneficio que había venido aprovechan­
do intensamente la flota mercante americana desde el comienzo 
de las guerras revolucionarias en Europa, en el año de 1793. El 
capital acumulado en ese período fue utilizado, entre otras cosas, 
para financiar la mecanización de las manufacturas, que comienza 
aproximadamente en 1810. 

De 1775 a 1815 el proceso de decisión política siguió en manos 
del sector de las capas superiores y medias que había rechazado 
el poderío colonial, pero que, con el nuevo orden político, no 
quería llevar a cabo una nueva distribución de la propiedad ni 
minar su influencia. Durante medio siglo permaneció homogénea 
la capa política dirigente que se constituyó a partir de la Decla­
ración de Independencia: el comandante en jefe de la revolución, 
George Washington fue elegido primer presidente (1789-1797); 
el portavoz más tenaz de la fracción independentista en el Con­
greso continental, John Adams, fue el segundo presidente (1797¬ 
1801); el autor de la Declaración de Independencia, Thomas 
Jefferson, fue el tercero (1801-1809); y el padre de la Constitu­
ción, James Madison, el cuarto presidente de los Estados Unidos 
(1809-1817). 

La revolución americana no fue, pues, el último acto desespe­
rado de resistencia de los colonos explotados, sino el primer acto 
de defensa de las posibilidades de desarrollo de una nueva eco­
nomía nacional. Una cadena de colonias europeas en ultramar se 
agrupaba para formar una comunidad económica cuyo centro 
de decisión, por vez primera, no se encontraba en Europa y cuya 
productividad no redundaba ya inmediatamente en beneficio de 
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una economía nacional europea. Antes que América del Sur, 
Australia y África del Sur, se constituía autónomamente en Ame­
rica del Norte el fragmento europeo de una unidad de acción po­
lítica. La emancipación económica y cultural, sin embargo, aunque 
proclamada al principio, sólo pudo ser alcanzada después lenta­
mente, mediante largas luchas. 

II . LA SOCIEDAD COLONIAL A COMIENZOS 

DE LA GUERRA DE INDEPENDENCIA 

Y LAS CAUSAS DE LA REVOLUCIÓN 

Las colonias y territorios británicos del continente americano se 
desarrollaron con extraordinaria rapidez —especialmente en com­
paración con los territorios españoles— en la primera mitad del 
siglo xvm. La superficie colonizada se triplicó. La población, las 
exportaciones y las importaciones crecieron en una medida hasta 
entonces desconocida. En la región de los Grandes Lagos, en 
el Norte, y en la Florida española, en el Sur, el número de habi­
tantes había pasado del millón hacia el año 1745, y en 1775 con­
taba con unos 2,5 millones. El primer censo del gobierno fede­
ral, de 1790, incluía a 3,5 millones de personas; y en 1815 vivían 
8,4 millones de personas en el territorio de los Estados Unidos. 
Con esa tasa de crecimiento se acercaban los colonos a la fórmu­
la maltusiana de la duplicación en veinticinco años. Para la con­
ciencia nacional y la voluntad de resistencia de los colonos no dejó 
de tener su importancia el conocimiento de su fuerza numérica. 
El número de habitantes de Inglaterra y del País de Gales aumen­
tó entre 1760 y 1780 sólo de 6,5 millones a 7,5 millones en nú­
meros redondos. Escocia tenía en 1700 cerca de 1,1 millones de 
habitantes; en 1800, cerca de 1,6 millones. O sea, que al comenzar 
la guerra de 1775, en las colonias rebeldes vivía por lo menos 
una cuarta parte de la población de la metrópoli. El tiempo, 
evidentemente, trabajaba a favor de las colonias. 

Las trece colonias que, como comunidades políticas en igualdad 
de derechos, coordinaron a partir de 1774 su resistencia en el 
Congreso continental, representaban a grandes grupos de pobla­
ción muy diversos y observaban con celo de vecinos sus diferen­
cias de fuerza en la unión. En 1775 habían consolidado ya su 
posición como potencias en sus correspondientes regiones. Vir­
ginia, con unos 500.000 habitantes aproximadamente; Massachu-
setts, con 339.000, y Pensilvania, con 270.000. Maryland y Caro­
lina del Norte contaban cada una con cerca de 250.000 habitantes. 
Connecticut se encontraba, por su superficie, entre las pequeñas 
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colonias; con sus 198.000 habitantes competía con su gran vecina, 
Nueva York (193.000). En Carolina del Sur vivían aproximada­
mente unas 170.000 personas; en Nueva Jersey, 130.000; en 
Nueva Hampshire, 80.000; en Rhode Island, 58.000; en Delaware, 
37.000; y en Georgia, solamente 33.000 4 . La conciencia regional 
se encontraba tan fuertemente arraigada como la conciencia de 
la comunidad de intereses frente al poder colonial. Entre los ha­
bitantes de las cuatro colonias de Nueva Inglaterra (Nueva Hamp­
shire, Massachusetts, Connecticut y Rhode Island), de las cuatro 
colonias centrales (Nueva York, Nueva Jersey, Pensilvania y De­
laware) y de las cinco colonias del sur (Maryland, Virginia, Ca­
rolina del Norte, Carolina del Sur y Georgia) se había desarrollado 
—o se encontraba al menos en plena gestación— una conciencia 
de sus propios intereses regionales. Las condiciones del suelo, el 
clima y la forma económica aportaron lo suyo. 

En Nueva Inglaterra, pese a sus tierras pobres y pedregosas, 
la mayoría de las personas vivía en el campo y del campo. La 
mayor parte de las fincas era explotada para cubrir las nece­
sidades de las familias de sus propietarios. Los métodos de cul­
tivo apenas se diferenciaban esencialmente en ninguna de las co­
lonias de los empleados en Europa durante los siglos x v m , xvi 
y xv. Una yunta de bueyes uncida al arado, que más rasgaba el 
suelo que lo rozaba, era todavía en 1775 el instrumento más im­
portante del agricultor del Nuevo Mundo. La disponibilidad de 
mano de obra esclava tampoco había conducido a implantar mé­
todos cualitativamente nuevos en la agricultura: más bien fomen­
taban unos métodos basados en una mano de obra intensiva y 
una explotación primitiva. Existía, sin embargo, una gran dife­
rencia con Europa en la relativa facilidad con que se adquiría la 
propiedad sobre la tierra. Adam Smith no hacía más que expre­
sar una opinión ampliamente difundida por Europa cuando, en 
1776, oponía a la dificultad de adquirir tierras en Europa las opor­
tunidades que tenían los colonos en América del Norte. De acuer­
do con sus informaciones, allí eran necesarias de 50 a 60 libras 
esterlinas para iniciar una plantation; la compra y la roturación 
de tierras eran allí «.the most profitable employment of the small-
est as well as of the greatest capitals». [«El empleo más prove­
choso tanto para los más pequeños capitales como para los más 
grandes»]. Según nuevos cálculos, en 1750 eran necesarias en 
Nueva York de 100 a 200 libras esterlinas para adquirir una plan­
tación con su equipo mínimo 5 . Tanto los precios como la falta de 
tierras cercanas a las costas habían aumentado sensiblemente, a 
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mediados de siglo, al menos en Nueva Inglaterra. Aquellos que 
carecían de capital y buscaban tierras tenían que irse a probar 
fortuna en el interior del país, en las baratas tierras fronterizas. 

En las colonias centrales y en Nueva Inglaterra la cosecha más 
codiciada era la del trigo. Pensilvania y algunos territorios ad­
yacentes tenían fama, hacia 1775, de ser los graneros de Amé­
rica. Cuando las tierras, no abonadas en su mayoría, no daban 
ya el suficiente trigo, ocupaban su puesto el maíz, el centeno y 
la avena. Una parte de las haciendas estaba compuesta todavía 
por bosques apenas talados que servían de pasto a las vacas, los 
caballos y los cerdos. La caza, con trampas o escopeta, era el 
complemento de la agricultura en el interior del país. 

En las colinas del Sur la agricultura se caracterizaba por la 
vecindad de las haciendas familiares y de las grandes plantacio­
nes. Las plantaciones producían ya, en forma de monocultivo, para 
el mercado europeo. En cuanto a sus necesidades de productos 
manufacturados, dependían de la predisposición a otorgar crédi­
tos por parte de las casas comerciales de Londres, Liverpool, 
Bristol o Glasgow. La región de la bahía de Chesapeake vivía 
especialmente del cultivo del tabaco. Las Carolinas se habían es­
pecializado en el cultivo del arroz y del añil. Una economía mixta, 
integrada por agricultura, ganadería y caza (pieles y carne), ca­
racterizaba a toda la región interior de las colonias del Sur, ex­
tendida hasta las crestas de los Apalaches. Ingleses y escoceses, 
irlandeses y galeses, alemanes y suizos se habían establecido all í 6 . 
La mayoría de los africanos, libres o esclavos, vivían en tres de 
las colonias del Sur: en Virginia se calculaban unos 270.000 ne­
gros, en Maryland y Carolina del Sur, unos 80.000 respectiva­
mente; en Nueva York, alrededor de 1775, unos 22.000 y en 
Massachusetts, unos 5.000 7 . En todo el territorio de lo que iba 
a ser después los Estados Unidos vivían, en 1770, unos 460.000 
negros. El porcentaje de la población de color permaneció casi 
invariable (de un 21 a un 23 por 100) entre 1770 y 1810. 

La capa de comerciantes era especialmente consciente de las 
posibilidades de desarrollo de toda la economía de las colonias, 
incluyendo la construcción de buques y el comercio mundial. Ella 
era el factor determinante en la vida de las ciudades costeras, en 
las colonias centrales y en Nueva Inglaterra. Se habían formado 
cinco grandes ciudades costeras que ejercían ya funciones de cen­
tros urbanos: eran centros comerciales, centros culturales y cen­
tros de poder político. 

La ciudad mayor, Filadelfia, con sus 24.000 habitantes, era 
una de las principales ciudades del imperio comercial británico 
en general. Londres, en comparación, tenía en 1760, 750.000 ba-
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hitantes y Bristol 60.000. Filadelfia se encontraba en el centro 
del comercio costero entre las colonias y era, con sus ricas tierras 
interiores, el punto natural de partida de las grandes rutas co­
merciales hacia las islas de las Indias Occidentales y hacia Euro­
pa. Desde allí se exportaba trigo y harina, madera, hierro y pieles; 
lo que se descargaba era ron y azúcar, vino y carruajes, y otros 
miles de artículos de lujo y de consumo provenientes de Europa 8 . 
Nueva York competía con Filadelfia en comercio y en población; 
antes de comenzar las hostilidades tenía unos 20.000 habitantes 
y todas las características de un centro comercial en expansión 
Boston tenía por la misma época 15.000 habitantes, Charleston 
14.000, y Newport, en Rhode Island, 9.000. Las ciudades coste­
ras se diferenciaban entre sí menos por su estructura que por 
sus correspondientes territorios interiores, por lo que podían ac­
tuar de manera especial como centros de comunicación e inte­
gración, sin lo que no hubiesen sido posibles un movimiento in-
dependentista coordinado y la fundación de un Estado duradero ' . 

Las diferencias en la distribución de bienes y la jerarquía so­
cial no eran tan crasas en las colonias como en Europa, pero exis­
tían y eran ampliamente aceptadas. En Filadelfia, por ejemplo, en 
1774, la capa superior, formada por el 10 por 100 de los contri­
buyentes, poseía el 89 por 100 de las propiedades sometidas a 
contribución. Ese grupo abarcaba a 498 hogares en una ciudad de 
unos 24.000 habitantes 1 0 . La distribución casi feudal de la tierra 
en algunas provincias de Nueva York y Carolina del Sur era 
comparable a las condiciones imperantes en Europa. En los fér­
tiles valles de la cuenca del Hudson se encontraban fincas de más 
de 100.000 acres (40.000 Ha) en manos de un solo propietario. 
Por el año de 1770, algunas pocas familias de terratenientes do­
minaban la política local de Nueva York. No obstante, las dispu­
tas entre ellas permitían que los representantes de las clases me­
dias tuviesen una base para llevar a cabo una oposición coronada 
por el éxito en las cámaras de diputados. En Carolina del Sur, 
los propietarios de las grandes plantaciones, auténticos emulado­
res de la aristocracia rural inglesa, pudieron mantener su influen­
cia política aun después de la Declaración de Independencia. 

Por lo general, sin embargo, nos encontramos con una amplia 
capa media que, tanto en las ciudades como en el campo, parti­
cipaba de un bienestar en aumento. La mayoría de la población 
se veía a sí misma como «the middling sort» o «the common 
people». Entre esas capas medias se contaban los artesanos —lla­
mados «mechantes» o «tradesmen»— y los agricultores. Su con­
ciencia política desempeñó un papel importante en la propaganda 
por la independencia y por las nuevas constituciones. Al «aristo-
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cratical junto*, que todavía en la primavera de 1776 apoyaba al 
dominio británico, replicaba, orgulloso de los éxitos logrados por 
la capa de artesanos, un partidario de la independencia: «¿No 
pertenece acaso la mitad de los bienes de Filadelfia a hombres 
que llevan mandil? [...] ¿Y no pertenece la otra mitad a hom­
bres cuyos padres o abuelos llevaron mandil?» Las continuas 
comparaciones con las condiciones de vida en Europa corrobo­
raban a las capas medias en la conciencia de sus éxitos. Incluso 
los jornales de los artesanos no independientes superaban por 
término medio en un 100 por 100 a los jornales que se pagaban 
en Inglaterra. 

En numerosos relatos de viaje se señala que en las colonias 
los más ricos no nadan en la misma abundancia que los ricos 
de Europa, pero tampoco los más pobres llevan la mísera vida 
de los pobres en Europa. Sin embargo, lo arraigada que se encon­
traba la conciencia general de una estructura de clases, también 
en la sociedad colonial, hacia 1776, lo muestran los conceptos fre­
cuentemente utilizados por los publicistas políticos: «tbe better 
sort» o «the gentry», para las clases pudientes; y «paupers», 
«the poor» o «the meaner sort*, para los que vivían con el mí­
nimo necesario para la existencia o por debajo de éste. Las tres 
clases, no obstante, compartían los valores de las capas medias, 
con sus ideales de laboriosidad, deseos de propiedad, esperanzas 
de un crecimiento económico ilimitado y firme creencia en la 
independencia de toda persona trabajadora y en la capacidad ge­
neral de mejora de las condiciones sociales. En las décadas ante­
riores, Benjamín Franklin, con sus populares artículos caricatu­
rescos (Poor Richard's dmanach, 1732-1757), había ofrecido la 
expresión periodística de la concepción del mundo que susten­
taba esa burguesía ilustrada. Algunos aspectos del primitivo pu­
ritanismo habían entrado a formar parte de las nuevas concep­
ciones, pero, en su manifestación pura, el calvinismo había perdi­
do influencia también en Nueva Inglaterra hacia 1760, teniendo 
que cederle el puesto a los valores de la Ilustración, que ya no 
tenían solamente una fundamentación religiosa. Ya habían pasa­
do los tiempos de los primeros asentamientos homogéneos. In 
cluso en Massachusetts, por ejemplo, la mitad de la población vi­
vía, en 1760, en comunidades con Iglesias disidentes, es decir no 
congregacionalistas, como anglicanos, cuáqueros o bautistas 1 2 . 

La definición que se dio de la «revolución» americana en el 
primer apartado encierra una interpretación de sus causas. No 
fue una opresión política del tipo de un ancien régime del con­
tinente europeo lo que impulsó a los americanos a la lucha por 
la «libertad» y la «república». No fue la ruina económica, pro-
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vocada por leyes relativas al comercio y al transporte marítimo, 
lo que convirtió en rebeldes a comerciantes y plantadores. La 
causa principal de la revolución consistió más bien en la con­
fluencia de dos tipos de desarrollo que se excluían mutuamente: 
la creciente autonomía económica y política de las sociedades 
coloniales y la política colonial imperialista que se implantó a 
partir de 1763. La nueva política colonial se orientaba menos ha­
cia el viejo principio mercantilista del fomento y dirección del 
comercio colonial en provecho de la metrópoli que hacia los nue­
vos principios imperialistas de la defensa de los territorios y el 
control administrativo de la población colonial. En una carica­
tura aparecida en Londres en febrero de 1776 se ridiculizaba la 
miopía de esa política: el incapaz gabinete contempla cómo el 
primer ministro mata al ganso cuyo provecho anterior se muestra 
en una cesta de huevos de oro colocada al fondo. 

La Ley del Timbre (Stamp Act) de 1765 imponía un puro im­
puesto sobre el consumo sin ninguna participación de las asam­
bleas de colonos. Estas protestaron violentamente por ese des­
precio a sus competencias. Declararon la ley anticonstitucional 
y exigieron para sí el derecho de todo ciudadano inglés a ser so­
metido a contribuciones solamente mediante una ley en cuya pro­
mulgación hubiera participado, al menos indirectamente, a través 
de representantes electos: «No taxation without representation!» 
sería, a partir de ese momento, la reivindicación que habrían de 
repetir una y otra vez. Las únicas asambleas representativas en 
cuyas elecciones podían participar los colonos eran sus Assemblies. 
En el Parlamento de Westminster ni siquiera estaban representa­
dos «virtualmente» o «verdaderamente», como se afirmaba en fo­
lletos adictos al gobierno. Tan sólo los delegados (agents) de las 
diversas colonias, en calidad de grupo de presión, trataban de 
ejercer influencia en Londres sobre las leyes y otras decisiones 
políticas. 

Después de una ola de fuertes protestas y violentas manifes­
taciones en las colonias, el parlamento anuló en 1766 la Ley del 
Timbre. Su mayoría, sin embargo, siguió sin darse exacta cuenta 
de las limitaciones reales que tenía el poder de la Corona y del 
Parlamento en las colonias. 

Ya en 1767, el Parlamento, bajo la dirección del ministro de 
finanzas, Townshend, trató de gravar de nuevo con impuestos los 
artículos de consumo diario en las colonias. Los comerciantes de 
las colonias reaccionaron de nuevo con acuerdos de no importa­
ción, y las asambleas con renovadas resoluciones de protesta. En 
1770 el Parlamento suspendió esos impuestos. Como señal de 
advertencia de su soberanía, mantuvo sólo el impuesto sobre el 
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té. Las tensiones que se produjeron entre la población civil y 
las tropas —hasta entonces ni siquiera conocidas en las plazas 
militares— condujeron en Boston, en marzo de 1770, a una san­
grienta batalla callejera entre grupos del pueblo y una unidad ar­
mada de casacas rojas. Los cinco ciudadanos de Boston que allí 
quedaron muertos se convirtieron en los primeros mártires de la 
revolución; el 5 de marzo pasó a ser el día conmemorativo de la 
«matanza de Boston». No se produjeron al principio actos de so­
lidaridad que estuviesen a la altura de este hecho. Pero, con in­
teligente previsión, los adversarios más decididos del régimen co­
lonial, bajo la dirección del tribuno del pueblo de Boston, Samuel 
Adams, organizaron a partir de 1772 en todas las colonias com-
mittees of correspondence, con el fin de informarse mutuamente 
y de influir sobre la opinión pública mediante la publicación de 
noticias adecuadas, cartas de lectores y panfletos. La provoca­
ción decisiva al poder colonial provino, en diciembre de 1773, de 
un grupo de ciudadanos de Boston, los cuales, disfrazados de in­
dios, asaltaron tres barcos que se encontraban en el puerto y, 
ante los ojos de una divertida multitud, arrojaron al agua 342 
cajas de té, con el fin de impedir la recaudación de impuestos 
que iría unida a su venta. A ese Tea Party en Boston reacciona­
ron en 1774 la Corona y el Parlamento con unas leyes que fue­
ron calificadas por los colonos de Intolerable Acts: el puerto de 
Boston fue clausurado hasta que la ciudad hubiese pagado daños 
y perjuicios; el derecho procesal fue cambiado de tal forma que 
un funcionario de la Corona que hubiese sido acusado de un 
grave delito en alguna de las colonias, sería juzgado en Inglate­
rra y no en la colonia correspondiente; el Senado electo de Mas­
sachusetts fue reemplazado por uno nombrado por la Corona, im­
poniéndose a las asambleas municipales la obligación de solicitar 
permiso para celebrar sus sesiones; el ejército recibió la autoriza­
ción de allanar ciertos edificios; las tropas en Boston recibieron 
refuerzos. Los colonos consideraron también como parte de esas 
medidas represivas la Ley de Quebec, promulgada en junio de 
1774, que tenía por fin establecer una nueva reglamentación de 
los derechos a la autoadministración de los franceses que habi­
taban en esa provincia adquirida en 1763. La integración a Que­
bec de todo el territorio comprendido entre el Ohio y los Gran­
des Lagos asustó a los especuladores en tierras, especialmente de 
Massachusetts, Connecticut y Virginia, quienes esperaban una ex­
pansión de esas colonias hacia el Oeste i las concesiones hechas a 
los privilegios de la Iglesia católica y la tolerancia del derecho 
romano francés en Quebec alimentaron la desconfianza de los 
combativos protestantes en las colonias costeras: ¿hacían ahora 

22 



causa común los enemigos de sus libertades políticas con los pa­
pistas para poder controlar mejor al resto de las colonias? Las 
nuevas medidas no trajeron por resultado el aislamiento que se 
pretendía del foco de disturbios. Una gran parte de influyentes 
comerciantes y políticos de las otras colonias del interior, hasta 
Carolina del Sur, se solidarizó con los de Massachusetts. Los co­
merciantes acordaron de nuevo boicots de importación y consu 
mo. Los contemporizadores antipatrióticos fueron sometidos a 
presión mediante acciones del populacho. Las compañías de mi 
licias comenzaron a realizar sus ejercicios con más frecuencia que 
antes. Algunos miembros de la House of Burgesses de Virginia 
exhortaron a las Assemblies de las otras colonias a enviar delega­
dos a un Continental Congress, con el fin de discutir una acti 
tud común. Ese primer Congreso continental se reunió en Fila 
delfia en septiembre y octubre de 1774. Desde Massachusetts has­
ta Carolina del Sur se encontraban representadas todas las coló 
nias; Georgia y las provincias canadienses no participaron. La 
asamblea dirigió encendidas declaraciones al rey, al parlamento, 
y al pueblo de la Gran Bretaña y a los habitantes de las coló 
nias y justificó la resistencia en contra de las leyes anticonstitu­
cionales: el Parlamento estaba autorizado a regular el comercio 
en el imperio, pero no podía imponerle tributos directamente a 
los colonos; sus vidas, sus libertades y sus propiedades se en­
contraban bajo la protección de la constitución inglesa, al igual 
que los derechos de sus otros subditos en Inglaterra. El Congreso 
llamó a los colonos a aplicar estrictamente el boicot a todas las 
mercancías de Inglaterra. 

En su desconocimiento, la mayoría parlamentaria y la adminis­
tración convirtieron cada vez más en una cuestión de principios 
el conflicto sobre los derechos que tenían los colonos a gober­
narse a sí mismos en el imperio. No trataron de enfrentarse a las 
tendencias independentistas, haciéndoles ver las ventajas que tenía 
el comercio bajo la protección del poderío naval británico. En lu­
gar de esto, le plantearon a los colonos, sin la menor perspectiva 
de un compromiso, la soberanía del king in parliament, repro­
chándoles más republicanismo y mayor decisión para la rebelión 
de lo que ellos mismos se atrevían a manifestar en esa fase del 
conflicto. 

De hecho, las ideas y los valores políticos desempeñaban un 
papel importante en la conducta política de los colonos, y, por 
tanto, la revolución tenía efectivamente bases ideológicas por am­
bas partes. Aquellos que defendían los intereses de los colonos 
se aprovecharon de las ideas y normas constitucionales de los 
wbigs, canonizadas ya en Inglaterra desde 1688. La doctrina con-
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tractual, tal como la defendiera John Locke, y las normas de la 
constitución mixta monárquica, tal como la comentara William 
Blackstone, ofrecieron buenos argumentos en contra de la polí­
tica del imperio. Y los escritos de los whigs, «radicales» o «com-
monwealthmen», quienes venían criticando desde hacía décadas 
en la metrópoli la pérdida de las libertades inglesas debido a una 
administración corrupta y a unos parlamentarios venales y ahora 
predecían el fin de la tan alabada Constitución inglesa, ayudaron 
a los colonos a ver las grandes concatenaciones de los diversos 
ataques del Parlamento: también en América, el poder político 
incontrolado empezaba a amenazar «vida, libertad y propiedad». 
La expansión en las colonias de las formas europeas del abuso 
del poder podía ser observada, por lo demás, en el éxito que 
tenía el patronato de cargos que ejercían los gobernadores. Los 
miembros de los consejos de gobernación, los jueces supremos y 
otros titulares de cargos bien remunerados de la Corona —en su 
mayoría designados por ésta a propuesta de los gobernadores— 
formaban, hacia 1750, una aristocracia nativa de funcionarios. A 
ella pertenecían también las familias de las cuales venían salien­
do desde hacía generaciones, en algunas colonias, los hombres 
que ocupaban cargos públicos bien remunerados e influyentes, 
incluidos los electivos. La frecuente reelección de estas personas 
daba pruebas de esa actitud —tan ampliamente difundida y sólo 
quebrantada después por la revolución— de deference, de respe­
tuosa sumisión ante los que tenían una posición social elevada. 
Por el contrario, ya en la época colonial era fuertemente criti­
cada y calificada de anómala la táctica de la representación des­
proporciona! que tenían en las asambleas las viejas comunidades 
de la costa en relación con las comunidades del interior del país, 
las cuales se desarrollaban rápidamente. De ahí que a la lucha 
por el borne rule se añadiese a partir de 1764 —con diversa in­
tensidad en las distintas localidades— también una lucha por el 
who should rule at borne. 

III . DECLARACIÓN DE INDEPENDENCIA, GUERRA 

Y ACUERDOS DE PAZ, 1775-1783 

Un intento de las tropas reales acantonadas en Boston por poner 
también bajo control el territorio que rodeaba la ciudad condu­
jo, en abril de 1775, a los primeros combates con la milicia na­
tiva, en las aldeas de Lexington y Concord. Los soldados del rey, 
después de haber sufrido duras pérdidas, tuvieron que batirse en 
retirada. Los comités de correspondencia, implantados en todas 
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las colonias, difundieron rápidamente la noticia, redactada en tér 
minos patrióticos y revolucionarios, hasta en los Estados del sur: 
cómo tuvo que huir la soldadesca ante los agricultores que defen­
dían la libertad, y cómo, al mismo tiempo, la ciudad de Boston 
era sitiada por un abigarrado ejército de voluntarios. En mayo 
de 1775 se celebró en Filadelfia el segundo Congreso continen­
tal de los delegados de doce colonias (Georgia no estaba repre 
sentada todavía); en él se proclamó la existencia de un ejército 
continental y se eligió a George Washington comandante en jefe 
En agosto de 1775 Jorge I I I declaraba que las colonias se en­
contraban en estado de rebelión. En enero de 1776, con la procla­
ma más ardiente de la revolución, Common sense, Thomas Paine 
exhortaba a los colonos a que luchasen abiertamente por la inde­
pendencia y a que se manifestasen por la forma de gobierno re­
publicana. Mientras tanto, la facción de los wbigs moderados, que 
confiaban todavía en que se llegara a un acuerdo, seguía oponien­
do resistencia, en el Congreso continental y en algunas de las 
asambleas, a la proclamación de la independencia. 

Fue en mayo de 1776 cuando los defensores de ese paso radi­
cal obtuvieron la mayoría en el Congreso; y el 2 de julio de 1776, 
finalmente, el Congreso continental establecía por unanimidad: 
«These United Colonies are, and of right ought to be, free and 
independent States» [«Estas colonias unidas son, y por derecho 
deben ser, Estados libres e independientes»]. Dos días más tarde 
la Declaración de Independencia, uno de los manifiestos políticos 
más importantes que hayan sido concebidos en la época de la 
Ilustración exponía los motivos que habían dado lugar a esa re­
solución. A la ruptura del tratado de soberanía añadía el Con­
greso toda una lista de casos en que el monarca no había cum­
plido con sus deberes. El mismo rey se había destituido de su 
cargo. Thomas Jefferson, autor del borrador, que sólo sufrió al­
gunos cambios, antepuso a la lista los famosos preámbulos, en los 
que se utilizaban categorías del derecho natural racional y se re­
curría a la libre posibilidad de desarrollo del individuo para jus­
tificar el fin, la forma y la legitimación del poder político: 

Consideramos evidentes las siguientes verdades: que todos los hombres 
fueron creados iguales; que recibieron de su creador ciertos derechos 
inalienables; que entre ellos se cuentan los derechos a la vida, a la liber­
tad y a la búsqueda de la felicidad; que para asegurar esos derechos fue­
ron implantados gobiernos entre los hombres, y que su poder jurídico se 
deriva de la aprobación de los gobernados; que siempre que una forma 
cualquiera de gobierno demuestre que es contraria a esos objetivos, el 
Pueblo tiene derecho a cambiarla o a aboliría y a implantar un nuevo 
gobierno, al que erigirá sobre tales principios y cuyos poderes, organizará 
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en la forma que le parezca adecuada para la salvaguardia de su segundad 
y de su felicidad 1 3 

No fueron móviles democrático-radicales ni proyectos de refor­
ma social lo que impulsaron a la élite política, reunida en 1776 
en Filadelfia, a manifestarse de este modo por la soberanía popu­
lar, por el postulado de la igualdad entre los hombres y por el 
derecho de los gobernados a destituir a los gobernantes que se 
opusiesen a los intereses del pueblo, definidos como «vida, li­
bertad y búsqueda de la felicidad». La necesidad de justificar la 
independencia de un nuevo Estado ante las viejas potencias de 
Europa fue lo que condujo a esa proclamación de nuevos prin 
cipios del poder legítimo. El reconocimiento de esos valores, sin 
embargo, podía terminar desde ese momento en promesa no 
cumplida, y servir de argumento para nuevas reformas. De esta 
manera, la Declaración de Independencia se convirtió en el lógico 
punto de partida de toda futura política reformista americana. 

Todo el que rechazase la Declaración de Independencia, viese 
a los nuevos gobernantes como usurpadores y se considerase a 
sí mismo «leal» era proscrito como tory, físicamente atacado, cu­
bierto de pez, emplumado y, si huía al territorio protegido por 
las tropas inglesas y dejaba bienes, frecuentemente expropiado. 
Desde su ocupación por los británicos en el verano de 1776, la 
ciudad de Nueva York se convirtió en lugar de asilo y baluarte 
de los leales a la Corona. Pero también en los territorios fronteri­
zos con la zona india, desde el norte de Nueva York hasta Geor­
gia, siguieron siéndole fieles a la Corona algunos colonos. Muchas 
tribus indias y una parte de los pioneros esperaban de la lejana 
metrópoli inglesa más ventajas, y también más protección para 
sí mismos, que de los ambiciosos políticos de las colonias coste­
ras. No sólo los que ocupaban cargos reales, sino también las 
minorías poco asimiladas, como una parte de los holandeses y 
de los franceses en Nueva York, una parte de los alemanes en 
Pensilvania y Carolina del Sur, los escoceses y los irlandeses en 
Carolina del Norte y también una parte de los negros libres, no 
veían el menor motivo para apoyar a los insurrectos. No se puede 
decir con precisión cuántas personas siguieron siendo leales a la 
Corona durante la guerra. Entre 80.000 y 100.000 personas aban 
donaron las colonias rebeldes durante el conflicto, lo que suponía 
del 2 al 3 por 100 de la población. La Revolución francesa sólo 
impulsó a la emigración a un 0,5 por 100 de la población. La 
mayoría de los leales buscó asilo en Canadá y en las islas de las 
Indias Occidentales británicas. Muchos esperaron en sus lugares 
el fin de la contienda. Probablemente, los leales activos, identi-
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ficables al comienzo de la guerra, constituían de un 6 a un 16 
por 100 de la población. Lo que está probado es que pertenecían 
a todas las capas sociales. De los 300 leales expulsados de Mas­
sachusetts en 1778, cerca de una tercera parte se ganaban la vida 
como comerciantes o intelectuales, otra tercera parte como agri­
cultores, y el resto, como pequeños comerciantes, artesanos y tra­
bajadores asalariados. Sin embargo, una parte especialmente gran­
de estaba formada por ocupantes de cargos públicos, terratenien­
tes, vendedores al por mayor, religiosos anglicanos y cuáqueros 

Sólo una guerra de seis años y medio en los bosques america­
nos y en el Atlántico y la creciente oposición de comerciantes y 
políticos en Inglaterra movieron al gobierno británico a recono­
cer la independencia del nuevo Estado. La situación militar obli­
gó a ambas partes a mantener la misma estrategia de defensa 
Si bien es verdad que la marina real dominaba los mares desde 
1763, en 1775 y 1776 no estaba en condiciones de desembarcar 
en tierra firme los recursos necesarios para bloquear la costa ame­
ricana y para desplegar una ofensiva definitiva. La marina de 
guerra que partió er. 1775 para América no tenía ni siquiera el 
equipo que le correspondía en tiempos de paz. Debido a la falta 
de voluntarios, las autoridades administrativas reclutaron, entre 
1775 y 1783, cerca de 30.000 mercenarios de los países alemanes; 
estos soldados recibieron en las colonias la denominación común 
de «bessians» y fueron exhortados a pasarse al otro bando y a 
convertirse en colonos en América. Con una retaguardia que se 
extendía a lo largo de 4.500 kilómetros, el objetivo principal tenía 
que ser la salvaguardia de las propias tropas. Los casacas rojas 
habían sido preparados para la guerra en los campos de instruc­
ción europeos; ahora tenían que luchar en las selvas y en los pan­
tanos. Tanto la marina como el ejército podían destruir fácilmente 
las colonias costera:, pero ni siquiera juntos podían controlar mi­
litarmente una línea costera de 1.500 kilómetros. En tales cir­
cunstancias, solamente una estrategia superdotada, apoyada por 
políticos superdotados, hubiese podido cumplir los deseos del rey 
y de la mayoría parlamentaria. Pero ni los militares ni los mi­
nistros se distinguían por esas dotes. Uno de los mayores erro­
res de cálculo militar fue la creencia de que los colonos leales 
reforzarían de manera considerable al ejército en los estados del 
sur. Y en otro grave error político se convirtió la indecisión del 
monarca, que estuvo persiguiendo paralelamente hasta 1778 dos 
objetivos incompatibles entre sí: el sometimiento militar y un 
acuerdo diplomático sobre el statu quo de los americanos en el 
seno del imperio. 
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Además de las particularidades del terreno, los americanos se 
beneficiaban de su mayor disposición al combate y de su familia-
rización con las luchas mantenidas por pequeñas tropas en in­
trincados territorios sin hacer caso del código de honor europeo, 
en el cual, por ejemplo, se condenaba el disparar contra oficiales 
que por llevar coloridos uniformes fuesen visibles desde lejos. 
Pero, también el ejército del Congreso continental y los regimien­
tos de los diversos Estados tuvieron grandes problemas para en­
grosar sus filas. No existía el servicio militar obligatorio; fue dos 
décadas más tarde cuando empezó a practicarse en Francia el 
concepto de levée en masse. Los delegados americanos trataban 
de reclutar en Europa a oficiales de experiencia. Thaddeus Kos-
ciousko vino como ingeniero; el marqués de Lafayette, Johann 
von Kalb y Friedrich Wilhelm von Steuben ofrecieron sus servi­
cios como generales. Si bien los americanos lograron algún apoyo 
por parte de los indios en las fronteras, el odio y la desconfianza 
que sentían muchas tribus indias por esos brutales colonos, que 
penetraban continuamente en sus tierras, eran ya tan grandes en 
muchos lugares que en muchas ocasiones esto les permitió a las 
tropas británicas y a los leales nativos ganarse a los indios, a lo 
largo de toda la frontera de colonización desde Canadá hasta Flo­
rida, para realizar campañas conjuntas contra los asentamientos 
americanos. El general Washington no llegó a disponer en ningún 
momento de más de 17.000 hombres. Ya en el primer año de gue­
rra se agotaron las reservas de armas de los colonos. Al igual que 
hacían en tiempos de paz al terminarse sus ejercicios, las compa­
ñías de milicias se llevaban el equipo a casa cuando terminaba su 
tiempo de servicio. La estrategia de Washington tenía que estar 
dirigida al mantenimiento del ejército. Su mérito como general 
en jefe del ejército radicaba sobre todo en su firmeza para no 
caer en la tentación de satisfacer la ambición de los otros genera­
les y las esperanzas populares mediante espectaculares victorias. 
Logró imponer su concepción de evitar batallas para ganar des­
pués la guerra. A diferencia de la revolución inglesa, por ejemplo, 
en América no se formó un ejército ideológicamente integrado, 
que luego pasase a ser el poder dominante y elevase a su co­
mandante a la categoría de jefe político. Pese a las numerosas y 
justificadas protestas de los militares en lo concerniente a la falta 
de cooperación por parte de los políticos, el poder militar quedó 
claramente subordinado al poder civil del Congreso. 

Las campañas militares del otoño de 1777 trajeron a los ameri­
canos la primera gran victoria estratégica y la alianza con Luis xvi. 
En el valle del Hudson se rendían los restos de un ejército britá­
nico de 10.000 hombres que había sido traído del Canadá. La no-

28 



ticia de la victoria de Saratoga convenció al ministro de Asuntos 
Exteriores francés, Vergennes, de las probabilidades de éxito de 
los rebeldes. En el tratado de amistad y de relaciones comerciales 
que se firmó en febrero de 1778, el gobierno francés acordaba 
con los representantes del Congreso continental en París la pro­
tección mutua de sus buques mercantes y el sistema preferencial. 
En el pacto de ayuda mutua, que se firmaba al mismo tiempo, se 
prometía asegurar la «soberanía y la independencia» de los Es­
tados Unidos, así como la firma ulterior de un tratado de paz 
en el que esto quedara establecido. En junio de 1778 en el At­
lántico eran atacados barcos franceses e ingleses. La guerra civil 
se había extendido hasta convertirse en una guerra naval interna­
cional. También el gobierno español declaró la guerra a Gran Bre­
taña en junio de 1779, después de que el gobierno británico se 
hubiese negado a corresponder a la neutralidad española con la 
entrega de Gibraltar. El rey español, señor por su parte de un 
imperio colonial a duras penas mantenido, se negó al reconoci­
miento de la independencia, tan deseado por los americanos. De 
la guerra sacaron provecho, entre otros, los armadores y los co­
merciantes de los países neutrales, sobre todo de los Países Ba­
jos, Dinamarca y Suecia. Los barcos holandeses, por ejemplo, 
transportaron grandes cantidades de materiales para la construc­
ción de buques desde los países del Báltico hasta Francia y hasta 
las islas de las Indias Occidentales, desde donde eran llevados 
rápidamente a las costas americanas. Los holandeses no compar­
tían la opinión británica de que el material para la construcción 
de buques era contrabando, y en diciembre de 1780 el gobierno 
británico declaraba también la guerra a los Países Bajos. 

A partir del tratado de afianza con Francia, las medidas deci­
sivas militares se combinaron con las operaciones conjuntas por 
mar y por tierra de americanos y franceses. La más exitosa de 
ellas obligó a capitular, en octubre de 1781, cerca de Yorktown, 
en la costa de Virginia, a un ejército británico cuya misión era 
someter a los Estados del sur. La noticia de la pérdida de 8.000 
hombres en Yorktown actuó en Londres como catalizador de la 
ya inestable situación política. En febrero de 1782 se formó en 
la Cámara de los Comunes una mayoría en contra de la política 
de sometimiento; en marzo de 1782 la Cámara de los Comunes 
pidió al rey que iniciase las negociaciones de paz. Lord North, 
que había dirigido el gobierno desde 1770, dimitió. Entretanto, 
los agentes americanos en París observaban con creciente des­
confianza la diplomacia europea, especialmente desde que el mi­
nistro de Finanzas francés, Necker, hubiese señalado, en el vera­
no de 1780, las consecuencias catastróficas que podía tener, para 



el presupuesto francés, una continuación de la guerra, y se hu­
biese manifestado a favor de la pronta firma de un tratado de 
paz. En medio de una intrincada red de maniobras diplomáticas, 
abiertas y ocultas, en las que desempeñaron un cierto papel las 
ofertas de mediación rusas y austríacas, el proyecto presentado 
por Catalina I I de una liga de neutralidad armada en el mar y 
la guerra de sucesión bávara, la primera generación de diplomá­
ticos americanos en Europa, sobre todo Benjamín Franklin, John 
Adams y John Jay, tuvo que defender tenazmente en todos los 
frentes el objetivo principal de la guerra sostenida por su país: 
el reconocimiento de su ilimitada soberanía. 

Los acuerdos de paz firmados en París en 1783 aportaron es­
casas ganancias territoriales a las potencias victoriosas de Francia 
y España, porque no habían derrotado a Gran Bretaña en el sen­
tido tradicional. Lo único que había ocurrido era que Inglaterra 
no había podido someter por la fuerza de las armas a sus colo­
nias. España recobró las dos Floridas que había perdido en 1763; 
pero Gibraltar siguió siendo británico. Con el reconocimiento di­
plomático por parte de las grandes potencias europeas, los ameri­
canos alcanzaban el fin supremo de la guerra. Aun cuando no del 
todo, fueron ampliamente delimitadas las fronteras entre los Esta­
dos Unidos y lo que quedaba de la América del Norte británica. In­
glaterra —pero no España— reconoció el curso medio del Misisipí 
como frontera con la Luisiana española. Así surgieron los temo­
res de los estrategas americanos de que Inglaterra, España y Fran­
cia fuesen a repartirse entre sí los territorios comprendidos entre 
los Apalaches y el Misisipí. Sólo ante la débil potencia colonial 
de España se elevaba la pretensión de los americanos a los terri­
torios comprendidos entre el Misisipí y el Pacífico. 

IV. EL NUEVO ORDEN POLÍTICO 

Y EL « P E R I O D O CRITICO», 1776-1787 

Ni la Declaración de Independencia ni el tratado de paz daban 
respuesta a la cuestión de cómo habría de estar organizado polí­
ticamente el nuevo Estado. El nuevo orden político se expresaba 
sobre todo en las nuevas constituciones de los diversos estados 
y en los artículos de la confederación. Estas estipulaciones se ba­
saban en los conceptos fundamentales de la «democracia represen­
tativa» (así Alexander Hamilton, en 1777, sobre la Constitución 
de Nueva York) y sobre la república comercial federativa. 

Entre enero de 1776 y junio de 1780, las asambleas represen­
tativas aprobaron nuevas constituciones en once estados. Solamen-

30 



te Connecticut y Rhode Island mantuvieron sus cédulas de fun­
dación del siglo xvu, una vez que fueron depuradas de sus com­
ponentes monárquicos. La mayoría de las constituciones fueron 
proyectadas como leyes, y como tales entraron en vigor. Única 
mente en Massachusetts y Nueva Hampshire se reunieron con­
venciones para la preparación de la Constitución (constitutional 
conventions), claramente diferenciadas del poder legislativo. Por 
primera vez en la historia del constitucionalismo, se presentaba 
en Massachusetts, en 1778, un proyecto de Constitución para que 
fuese aprobado en asambleas de ciudadanos de los diversos muni­
cipios (totvn meetings). La combinación de convención constitu­
cional y aprobación por parte de todas las personas con derecho 
a voto se impuso, sin embargo, desde ese momento como la mejor 
aproximación posible a un contrato social de gobierno. 

Plenamente conscientes de la situación, esas asambleas trataron 
de asegurar la recién adquirida libertad de desarrollo para los ciu­
dadanos del nuevo Estado: 1) desde el punto de vista de la teoría 
social, mediante las ideas del contrato social y del ejercicio en 
fideicomiso (trust) del poder gubernamental, tal como eran man­
tenidas desde 1688 por la doctrina whig en conformidad con 
las concepciones de Locke; 2) desde el punto de vista del dere­
cho constitucional, mediante la codificación de los derechos ele­
mentales; 3) desde el punto de vista institucional, mediante la 
breve duración de los cargos ejercidos por los representantes del 
pueblo y otros ocupantes de cargos públicos; y 4) con la división 
en tres de los poderes y el control mutuo de los diversos órga­
nos gubernamentales. En la discusión de estos acuerdos no sólo 
se apoyaban en su propia experiencia de autoadministración co­
lonial, sino también, por ejemplo, en la crítica que hacían los 
ivhigs reformistas ingleses a la larga duración de los cargos ejer­
cidos por los miembros de la Cámara de los Comunes y en la 
idea del equilibrio de poderes en un sistema gubernamental (ba­
lancea government), desarrollada ya en Inglaterra desde el si­
glo xvu y llevada a la discusión teórica por Montesquieu en su 
obra De l'esprit des lois (1748). 

Los derechos elementales —especialmente: vida, libertad y pro­
piedad, o bien búsqueda de la felicidad— se basaban en los de­
rechos del individuo antes de su entrada en la sociedad política­
mente concebida. De ahí que no pudiesen ser violados ni poi 
el soberano de una mayoría con derecho a voto ni por los co­
misionados temporales de un poder gubernamental. La primera 
lista de derechos elementales, redactada por George Masón en su 
Declaration of Rights, fue aprobada por la Convención de Virginia 
el 12 de junio de 1776. Contenía las mismas declaraciones de 
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principio que se expresaban en la Declaración de Independencia, 
prohibía los cargos públicos hereditarios, garantizaba la división 
de poderes, la elección frecuente de representantes, los tribuna­
les de jurados, la libertad de prensa y la libertad de cultos. 

En las constituciones el derecho electoral quedaba limitado por 
las cláusulas relativas a la propiedad, las cuales podían ser satis­
fechas, en promedio, por unas tres cuartas partes de los adultos 
blancos; implicaban, además, una discriminación religiosa y racial. 
Una minoría, sobre todo en las asambleas municipales de Nueva 
Inglaterra, protestó desde 1776 contra esas violaciones de los prin­
cipios de la Declaración de Independencia y de los Bills of Rights. 

En todas las constituciones se dividía el poder gubernamental 
en ejecutivo, legislativo y judicial y se aseguraba la independen­
cia de la administración de la justicia mediante la ilimitada du­
ración de los cargos (during good behaviour) de los jueces supre­
mos. Basándose en la especial necesidad de protección que había 
que otorgarle a la propiedad frente a las decisiones de la mayoría, 
en once Estados se dividió el poder legislativo en dos: Cámara 
de Representantes (derecho electoral activo y pasivo, limitado por 
cláusulas moderadas relativas a la propiedad) y Senado (candi­
datura limitada por cláusulas rígidas relativas a la propiedad). 
Solamente en Pensilvania y Georgia y en el territorio de Vermont, 
reconocido desde 1791 como Estado, los encargados de redactar 
la Constitución rechazaron una segunda cámara con derecho a 
voto, aduciendo que con ello se institucionalizaban las contradic­
ciones de intereses y se formaba el punto de cristalización para 
una semiaristocracia. En la mayoría de las constituciones el poder 
ejecutivo quedaba subordinado prácticamente al legislativo. Los 
diputados tenían que presentarse de nuevo cada año a las elec­
ciones. Los senadores permanecían en sus cargos, según los Es­
tados, de uno a cinco años. La mayoría de los gobernadores sólo 
eran elegidos igualmente por un año. Siguiendo el ejemplo del 
consejo del gobernador colonial, la mayoría de los Estados dota­
ban a sus gobernadores de un consejo ejecutivo, el cual daba el 
consentimiento al gobernador para el nombramiento de cargos, 
por ejemplo. La mitad de los estados establecía en la Constitu­
ción métodos para la reforma de la misma. El nuevo sistema 
habría de conservar su capacidad de aprendizaje. 

Los miembros del Congreso continental, reunido en julio de 
1776, no tenían poderes para aprobar una constitución federal. 
Las cámaras de representantes de las colonias habían luchado 
desde hacía décadas por la delimitación de sus competencias, 
oponiendo a la pretensión de soberanía del Parlamento de West-
minster su incumbencia exclusiva en las decisiones internas de la 
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colonia, sobre todo en lo relativo a la fijación de impuestos. En 
el momento de la independencia no se mostraron dispuestas a 
reemplazar el poder central del imperio por un gobierno central 
elegido por ellas mismas. Los trece Estados distintos, que se con­
sideraban plenamente soberanos, siguieron formando, por lo me­
nos hasta 1788, unidades de decisión determinantes del proceso 
político. Entre 1776 y 1781 fue discutido públicamente el proyec­
to de una Constitución de la confederación estatal, los llamados 
Articles of Confederation. Se pusieron claramente de manifiesto 
los diversos intereses de los estados y de los grupos de estados 
o regiones. Los estados de Massachusetts, Pensilvania y Virginia, 
con gran densidad de población, exigían la representación según 
el número de habitantes o el volumen de contribuciones a la caja 
federal. Los pequeños estados persistían en la igualdad de todos 
los estados miembros. Los estados de gran extensión territorial 
exigían que se calculasen las contribuciones a la caja de la confe­
deración de acuerdo con la población y no con la superficie. Los 
estados que, basándose en sus cédulas de fundación de la época 
colonial, podían exigir una extensión hacia el Oeste, hasta el Mi­
sisipí (Virginia, las dos Carolinas y Georgia) se oponían a los 
deseos de los seis estados «sin tierras» (Nueva Hampshire, Rhode 
Island, Nueva Jersey, Pensilvania, Delaware y Maryland) de trans­
ferir al nuevo Congreso de la confederación el poder de decisión 
sobre las en parte contradictorias pretensiones territoriales en el 
Oeste. El proyecto sobre los Artículos de la Confederación, pre­
sentado en octubre de 1777 por el Congreso continental a los dis­
tintos parlamentos estatales y finalmente aprobado, significó una 
victoria de los estados «sin tierras» y de los defensores de una 
amplia soberanía de los diversos estados. El legislativo unicame­
ral de la Confederación recibió solamente atribuciones limitadas: 
1) resolver los conflictos entre los estados; 2) determinar el con­
tenido metálico de las monedas y emitir papel moneda; 3) orga­
nizar los ejércitos de mar y tierra y declarar la guerra y la paz; 
4) firmar tratados, pero sin perjudicar los distintos aranceles de 
importación de los distintos estados; 5) exigir contribuciones a los 
diversos estados de acuerdo con su número de habitantes blancos. 
Además de eso, todo Estado conservaba «su soberanía, su liber­
tad y su independencia» (artículo 2). Los 2 a 7 delegados de 
cada parlamento de los distintos estados podían ser destituidos 
en cualquier momento. Cada Estado tenía un voto, que era dado 
por la mayoría de la delegación. En caso de unanimidad en el 
seno de la delegación, no tenía lugar el voto. Todas las decisio­
nes importantes, enumeradas en el artículo 9, tenían que ser to­
madas con un mínimo de 9 votos contra 4. La aceptación y el cam-
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bio de los Artículos de la Confederación exigían la aprobación 
de los parlamentos de todos los estados. La Confederación no 
tenía que ser más que una «firm league of friendsbip» (artículo 3). 

La ratificación de los Anieles of Conjederatton se retrasó tres 
años y medio. En los Estados con fronteras bien delimitadas por 
el Oeste, los especuladores de tierras habían organizado socieda* 
des de compra y colonización, cuyas oportunidades de compra y 
de ganancia dependían de que los diversos estados, sobre todo 
Virginia, cedieran o no al Congreso sus pretensiones de soberanía 
más allá de los Apalaches. Las legislaturas de los estados «sin tie­
rras» esperaban de las ventas de tierras que habrían de seguir por 
parte del Congreso una disminución de sus contribuciones a la 
caja de la confederación. Sólo cuando Virginia —último estado en 
hacerlo— cedió al Congreso sus pretensiones territoriales en el 
Oeste, aprobó Maryland —el último estado que faltaba por dar 
su consentimiento— el proyecto de constitución. El 1 de marzo 
de 1781 entraban en vigor los Anides of Confederation and Per­
petual Union between the States of New Hampshire, Massachu­
setts Bay, Rhode Island, etc. La Confederación no fue aprobada 
por el pueblo, sino por 13 estados soberanos. El experimento ame­
ricano en materia de federalismo comenzaba con una «confederacy» 
(artículo 1). 

A partir de 1776 fue la clase media la que proporcionó un nú­
mero cada vez mayor de representantes de los estados y de la fe­
deración. Fue disminuyendo sensiblemente la influencia política 
inmediata de las capas altas de la sociedad. Los grandes comer­
ciantes, los terratenientes y los juristas daban todavía al prin­
cipio la mitad de los senadores. La otra mitad pertenecía ya a la 
«middling son» de los propietarios de tierras, artesanos, agri­
mensores, religiosos, médicos y agricultores , 4 . La elección de las 
personas que gozaban de un rango social elevado, característica 
ésta de la «deferential society» prerrevolucionaria, fue reemplaza­
da paulatinamente por la elección de los que tenían un posición 
social igual a la de los electores. El sentido común sería ahora, 
pues, la condición suficiente para el ejercicio de los cargos pú 
blicos. Entre 1765 y 1785 se duplicó, por ejemplo, el número de 
agricultores en las asambleas representativas de los estados del 
Norte (del 23 por 100 al 55 por 100), y en los del Sur pasó de un 
12 por 100 a un 26 por 100. El porcentaje de diputados con 
ingresos medianos (definidos como propiedades con un valor de 
500 a 2.000 libras) aumentó en el Norte del 17 por 100 al 62 
por 100; en el Sur, del 12 por 100 al 30 por 100 1 ! . Solamente 
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en Pensilvania, las capas altas de la sociedad perdieron en 1776, 
durante toda una década, una gran parte de su influencia política 
que hubieron de cederle a un grupo de políticos democráticos ra 
dicales apoyados en las asambleas de masas y en los referendums; 
entre ellos se encontraba Thomas Paine, quien había llegado de 
Inglaterra en 1774. El hecho de que la inmensa mayoría de los 
negros y todas las personas sin propiedades no se contasen entre 
los ciudadanos y no fuesen, por lo tanto, miembros con derecho a 
voz en el contrato social fue algo que sólo desencadenó la resis 
tencia de una minoría en los años que siguieron a 1776. 

A partir de 1781, en la época de posguerra que John Fiske de­
nomina «período crítico», se demostró que las atribuciones que 
tenía el Congreso eran insuficientes para la solución de dos pro­
blemas al menos: la financiación de la revolución y la coordina­
ción del comercio exterior en provecho de una economía nacional 
El Congreso no podía cumplir con las obligaciones de pago que 
habían sido contraídas ante Francia y los Países Bajos para finan­
ciar la guerra. La política fiscal había venido consistiendo desde 
1775 en una cadena de improvisaciones. Como los diversos esta 
dos no se habían atrevido a poner a prueba la lealtad de sus sub­
ditos durante la guerra mediante contribuciones, los primeros cin­
co años de la guerra habían sido financiados con la emisión de 
papel moneda. El valor del papel moneda, en relación con la mo­
neda acuñada, cuya escasez era extrema, bajó rápidamente, hasta 
alcanzar la proporción de 146:1 en abril de 1781. Las disposi­
ciones legales en materia de salarios y precios no pudieron de­
tener la devaluación. Los certificados gubernamentales (loan office 
certifícales) apenas encontraban compradores, ni siquiera con el 
6 por 100 de interés. En marzo de 1780, el Congreso devaluó en 
una proporción de 40:1 los 200 millones de dólares que circula­
ban en papel moneda. Como las contribuciones voluntarias de los 
diversos estados sólo cubrían los gastos de administración del 
Congreso, éste se vio obligado en 1782 a emitir de nuevo papel 
moneda, aun cuando esta vez cubrió la emisión con las reservas 
en moneda. Para sus transacciones, había fundado en 1781 el 
Bank of America, en forma de banco comercial privado. 

Con el fin de obtener ingresos independientes de los distintos 
estados, el Congreso pidió en 1781 a las legislaturas de los esta­
dos autorización para cobrar el 5 por 100 de casi todas las mercan­
cías de importación hasta que hubiesen sido pagadas las deudas 
de la confederación. Como la concesión de esc poder hubiese sig­
nificado un cambio en los artículos de la confederación, sólo podía 
ser aprobado por unanimidad. Si bien es verdad que las trece 
legisl aturas no dieron su aprobación hasta 1786, impusieron en par-
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te limitaciones tan fuerte que el Congreso tuvo que considerar fra­
casadas sus repetidas tentativas de obtener unos ingresos regu 
lares. 

La misma disolución del ejército iba unida a grandes dificul 
tades financieras. En octubre de 1781, el Congreso solicitó de los 
estados 8 millones de dólares. El 1 de enero de 1784 había reci­
bido menos de 1,5 millones. Las reivindicaciones de los oficiales, 
que exigían las pagas atrasadas y un adecuado arreglo de transi­
ción para la disolución del ejército, fueron los puntos que utiliza­
ron aquellos que criticaban a la impotente federación para crear 
una atmósfera de golpe de Estado y difundir sus advertencias 
sobre los peligros que implicaba un débil ejecutivo federal (New-
burgh Conspiracy, diciembre de 1782-marzo de 1783). Fue en 
1784, gracias a un nuevo empréstito de los Países Bajos, cuando 
se pudo dar al ejército las pagas atrasadas. 

A partir de 1780 se hizo cada vez más claro que los créditos 
y subsidios europeos eran el verdadero medio de financiación de 
la revolución y la base del comercio. Entre 1776 y 1784, Francia 
puso a disposición de la Confederación 8 millones de dólares; ios 
Países Bajos, 2,8; y España, 0,069. A ello se añadieron los cré­
ditos privados de los comerciantes europeos. Cuando en 1785 el 
Congreso no pudo cumplir con sus obligaciones de pago frente 
a Francia, el gran dilema consistió en saber cuánto tiempo acepta­
rían los acreedores europeos tener ante sí a un impotente Congre­
so confederal americano sin ingresos seguros ni digno de crédito 

Seguía faltando una balanza de comercio activa, sin la cual el 
Congreso no podía devolver los empréstitos. En 1784, los Estados 
Unidos importaron mercancías de Gran Bretaña por un valor de 
unos 3,6 millones de libras esterlinas, y sus exportaciones a esa 
nación fueron sólo de 0,7 millones. En 1788 la relación era to­
davía de más del 2 :1 . El lino, el algodón, el papel, los objetos 
de hierro, el acero, las armas y la pólvora eran producidos y ela­
borados cada vez más en las colonias desde el comienzo de la 
guerra. La producción de hierro subió de 30.000 toneladas a 
38.000 toneladas entre 1775 y 1790, alcanzando las 45.000 to­
neladas en 1800. Pero las necesidades eran mucho mayores. In­
mediatamente después de la reanudación de las rutas comercia­
les, la gran oferta de bienes de consumo ingleses condujo, entre 
1782 y 1783, al agotamiento de la capacidad de pago americana, 
al aumento de la deflación de posguerra y a la caída brusca de 
los precios. El boom de la guerra, con sus enormes subidas de 
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precios, dio paso a la primera gran depresión de la economía na­
cional americana (1784-1788). 

Los agricultores, que habían sido afectados con especial dure 
za por la depresión, lograron en siete estados un cierto alivio de 
su situación mediante una nueva emisión de papel moneda. En 
Massachusetts, sin embargo, el legislativo, que se encontraba do 
minado por comerciantes de las ciudades costeras, se negó a pres 
cindir de la política fiscal restrictiva. Incluso teniendo en cuenta 
la depresión, insistió en dar su apoyo a la financiación de la re­
volución comprando por su valor nominal los certificados guber 
namentales, que habían sido acumulados mientras tanto por los 
especuladores a precios mínimos. El dinero en moneda acuñada 
que necesitaba para ello se lo procuraba mediante leyes tributarias 
El impuesto personal (poli tax), que era pagado por todo hom­
bre mayor de dieciséis años, sin consideración a sus bienes e in­
gresos, suponía el 40 por 100 de las recaudaciones de impuestos. 
Los impuestos, la falta de dinero en el punto más bajo de la de­
presión, las exigencias tenaces y los procesos que entablaban los 
acreedores; todo esto se sumó al odio tradicional con que veían 
los agricultores a las autoridades de la justicia y a los abogados, 
quienes se beneficiaban además de los altos honorarios que per­
cibían de los procesos por deudas y de las subastas forzosas. Los 
procesos por concepto de recaudación de impuestos y contra los 
deudores adquirieron una dimensión tal en el Massachusetts oc­
cidental que en 1785, de los 104 detenidos en la prisión de 
Worcester Country, 94 eran deudores. Sobre numerosas haciendas 
campesinas ondeaba la bandera roja, anunciando la subasta forzo­
sa. Después de infructuosas demandas por parte de algunas jun­
tas de distrito, a partir de agosto de 1786 fueron los campesi­
nos armados los que impidieron nuevos procesamientos judiciales. 
En septiembre, unos 500 agricultores bajo el m?nr':o de Daniel 
Shays, político local y oficial en la guerra de Independencia, se 
enfrentaron a unos 800 milicianos. En febrero de 1787, los 1.200 
hombres de Shays fueron dispersados ante el arsenal federal de 
Springfield. Hubo cuatro muertos. Shays fue indultado después. 

En la propaganda que llevaban a cabo los partidarios de un 
fuerte gobierno confederal se utilizó la noticia de la «rebelión de 
Shays» como argumento para exigir una profunda reforma consti­
tucional. Hasta Georgia llegó el rumor de que un ejército de 
unos 12.000 a 15.000 hombres había tratado de imponer la dis­
tribución pública de la propiedad privada. El orden político de 
los diversos estados —tal era el verdadero mensaje— no podía 
s e f siempre defendido contra tales rebeliones y necesitaba impe­
riosamente el apoyo, o la contrapartida, de un gobierno de la fe-
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deración, capaz de cumplir con su razón de Estado, que salvaguar 
dase la ley, el orden y ja distribución de la propiedad. 

V. LA CONSTITUCIÓN FEDERAL DE 1787-1788 

El movimiento por la transformación del Congreso continental 
en un gobierno federal con amplias atribuciones fue impulsado 
por un sector de la población que se imaginaba a la futura Amé­
rica como un imperio comercial que no estuviese subordinado a 
las grandes potencias europeas. ¿Por qué habrían de vegetar las 
trece repúblicas como satisfechos países agrarios de segunda fila? 
Unidos, podían llegar a forma un «American empire» próspero, 
orientado a la colonización y explotación de todo el continente y 
al comercio con todos los países. «The Almighty [...] has made 
choice of the present generation to erect the American empire» 
[«El Todopoderoso ha elegido la presente generación para cons­
truir el Imperio americano» había dicho a sus compatriotas 
William Henry Drayton, uno de los dirigentes políticos de Caro­
lina del Sur, en octubre de 1776, con el fin de que comprendiesen 
el significado de la guerra. Mientras que un impotente Congreso 
continental, dependiente en las esenciales cuestiones financieras 
de la confianza que depositasen en él los banqueros de Amster-
dam, siguiese siendo el único punto de unión entre los trece ce­
losos gobiernos de los diversos estados, habría pocas probabilida­
des de realizar proyectos más ambiciosos. En 1783, Peletiah 
Webster, comerciante y publicista de Filadelfia, resumía en un 
folleto los argumentos a favor de una fusión más estrecha de los 
trece estados: 

Si se unen bajo una forma de gobierno (constitution) natural, adecuada 
y eficaz, serán una potencia fuerte, rica y creciente, con grandes reservas 
y medios para defenderse. Ninguna potencia extranjera se atreverá u n 
rápidamente a atacarlos o a ofenderlos. Muy pronto gozarán de respeto. 
Y como exportan especialmente materias primas y víveres, e importan 
sobre todo productos acabados, el comercio con ellos será objetivo prin­
cipal de toda nación industrial (manufacturing nation) de Europa y de 
las colonias del sur de América. Como es natural, se buscará su amistad 
y su comercio, y toda potencia con la que mantengan relaciones amisto­
sas aumentará su seguridad ' 6 . 

Transcurrió una década antes de que pudieran imponer su 
concepción de un Estado federal aquellos dirigentes políticos que. 
aspiraban al desarrollo económico de toda la nación y a su afir­
mación política frente a las grandes potencias europeas. Gracias a 
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su campaña de persuasión, esos políticos lograron la victoria en 
1788 con un programa positivo. La gran mayoría de las clases 
medias tendía a alimentar la esperanza de una floreciente repúbli­
ca comercial. El deseo de prosperidad y de grandeza nacional creó 
un consenso que se reflejó en la nueva Constitución federal, hasta 
que, siete décadas más tarde, la divergencia entre los intereses 
regionales de los Estados del Sur y los del Norte y del Oeste acabó 
con él. 

En septiembre de 1786, el poder legislativo de Virginia exigía de 
los legisladores de los otros estados el envío de delegados a Anna-
polis con el fin de discutir problemas comerciales y proponer pro­
yectos de leyes al Congreso continental. En lugar de ello, la An-
napolis Convention, integrada por delegados de sólo cinco Estados, 
recomendaba a los estados la convocatoria de una nueva convención 
en Filadelfia, para mayo de 1787, en la que habrían de discutirse 
todas las posibles cuestiones de interés común, incluyendo aquellas 
medidas que fuesen necesarias para «adaptar la constitución del 
gobierno federal a las necesidades de la unión». También el Con­
greso de la Confederación, que se reunía en Nueva York y que era 
cada vez menos respetado, exhortó a las Cámaras de Representan­
tes de los diversos estados a enviar delegaciones a Filadelfia, «con 
el único y expreso fin de revisar los Artículos de la Confederación 
y proponer al Congreso y a los legislativos cambios y acuerdos 
que, si el Congreso y los Estados dieran su aprobación, adecuarían 
la Constitución de la federación a las necesidades del gobierno y 
del mantenimiento de la nación». Solamente Rhode Island se abs­
tuvo de enviar representantes. Los cincuenta y cinco delegados de 
los otros estados celebraron reuniones estrictamente secretas de 
mayo a septiembre de 1787. George Washington ocupó la presi­
dencia en la reunión de la intelectualidad política del país. El 
reglamento de las sesiones habría de facilitar los compromisos: 
hasta la votación final sobre todo el proyecto no habría de ser 
válida ninguna votación. Al final que en el Congreso continental, 
cada estado disponía de un voto, el que correspondiera a la opi­
nión de la mayoría de la delegación. 

También en lo que respecta a la convención constitucional man 
tuvo Virginia la iniciativa. Sus delegados presentaron inmediata 
mente a discusión un proyecto de constitución, el cual iba mucho 
más allá de las simples adiciones a los artículos de la confedera­
ción. El Congreso de la Confederación, con sus comisiones, habría 
de ser reemplazado por un gobierno federal, que, siguiendo el 
eiemplo de los gobiernos de los diversos estados, estaría dividido 
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en tres poderes: legislativo, ejecutivo y judicial. El legislativo ha­
bría de estar integrado, además, por dos cámaras. La reacción que 
suscitó el plan propuesto por Virginia mostró que la mayoría de 
los delegados estaban dispuestos a ir más allá de las atribuciones 
que les concedía el Congreso de la confederación. Una contrapro­
puesta de la delegación de Nueva Jersey, que correspondía a la 
limitada misión que tenía la convención, fue rechazada por ésta 
con 7 votos contra 3 (debido a un empate en el seno de una 
delegación quedó anulado su voto). 

Sobre la cuestión de la distribución de puestos en la futura 
Cámara de Representantes hubo colisión entre los intereses de 
los estados grandes y pequeños. Algunos diputados de los gran­
des estados llegaron a un compromiso con los de los pequeños. Los 
estados con gran número de habitantes, sobre todo Virginia, Pen-
silvania y Massachusetts, querían que las dos cámaras del legis­
lativo fuesen elegidas por elección directa de acuerdo con el núme­
ro de habitantes. Los estados pequeños, sobre todo Nueva Jersey, 
Delaware y Maryland, querían que, al igual que se había venido 
practicando bajo los artículos de la confederación, los legislativos 
de los diversos estados enviasen al legislativo federal una delega­
ción con un voto. Nueva York coincidía con los estados pequeños. 
El primer paso hacia un compromiso fue dado por los estados pe­
queños, con su aprobación de la elección directa para la Cámara de 
Representantes según el número de habitantes. Ante esto, los 
estados grandes accedieron a la elección de senadores por los le­
gislativos de los distintos estados. El «gran compromiso» acordado 
el 16 de julio de 1787 consistía en cuatro decisiones: 1) un dipu­
tado representaría a 40.000 habitantes (cambiado por 30.000 antes 
de terminar las deliberaciones); 2) cada Estado enviaría a dos 
senadores (los cuales fueron elegidos hasta 1913 por los legislati­
vos de los diversos estados); 3) en el Senado votan los individuos, 
no las delegaciones; 4) sólo la Cámara de Representantes presen­
taría proyectos de ley relativos al presupuesto. El Senado podría 
aprobarlos o rechazarlos, pero no cambiarlos. Esa constitución del 
Senado significaba el reconocimiento de un resto de soberanía para 
los diversos estados, lo que era inevitable en la convención y en 
relación con la ratificación del proyecto de Constitución, pero que 
significó también el comienzo de un interminable debate sobre 
los «states' rights». 

Otro compromiso, esta vez entre los estados del Norte y del 
Sur, consistía en tres disposiciones sobre los esclavos. ¿Por qué 
—preguntaban los del Norte— habrían de ser considerados los 
esclavos en el Sur como propiedad, siendo contados al mismo 
tiempo como hombres al calcular los puestos de diputados? Des-
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pues de un fuerte debate entre el Norte y el Sur y la amenaza de 
retirarse que hicieron los representantes de los estados del Sur, 
el Norte accedió. En la distribución de los puestos, cinco esclavos 
habrían de tener el mismo valor que tres hombres libres. Evitando 
cuidadosamente la palabra «esclavo», la Constitución garantizaba 
además la importación de esclavos hasta 1808. Hasta esa fecha, 
la federación sólo podría dificultar la importación de esclavos im­
poniendo una contribución de un máximo de 10 dólares por per­
sona. Los esclavos fugitivos tendrían que ser devueltos a sus pro­
pietarios. (Sobre la liberación paulatina de los esclavos, véase el 
capítulo 2.) 

Por entonces, en julio de 1787, el viejo Congreso continental re­
solvió una cuestión no menos importante para el futuro desarrollo 
de la nación: la explotación de las tierras federales situadas al 
norte del Ohio, la forma de autoadministración de sus primeros 
colonos y, finalmente, su admisión en la Unión. Su Northwest Or-
dinance estableció el principio y la forma de organización de la ex­
pansión territorial de los EEU durante el siglo xix. En el territo­
rio noroccidental preveía de tres a cinco estados que serían admi­
tidos en la federación como miembros enteramente iguales a los 
demás en caso de que contasen con 60.000 habitantes cada uno 
De momento, hasta que se hubiesen asentado 5.000 hombres adul­
tos y libres y pudiera elegirse un legislativo, el territorio debía 
estar administrado por un gobernador, nombrado por el Congreso, 
ayudado por un secretario y tres jueces. El mantenimiento de 
esclavos quedaba prohibido desde un principio en este territorio. 

La institución del cargo presidencial polarizó a la convención 
en partidarios de un ejecutivo fuerte y partidarios de un ejecutivo 
débil. Los unos exigían que el presidente fuese lo más indepen­
diente posible, para que, de acuerdo con la concepción de la 
división de poderes, pudiese servir de contrapeso al legislativo 
La evolución que se había observado en los diversos estados des­
de 1776 llevó al debate el ejemplo funesto de los omnipotentes 
legislativos y puso de relieve los peligros de la democracy. Uno de 
los compromisos que surgieron de ese debate fue el del colegio de 
electores (electoral college). Quedaba a juicio de cada estado el 
que sus electores fuesen elegidos por sufragio universal o por el 
legislativo. La convención constitucional rechazó la elección del 
presidente por medio de la Cámara de Representantes y del Sena­
do, impidiendo así el desarrollo de un sistema de gobierno parla­
mentario con responsabilidad ministerial. La decisión a favor del 
sistema presidencialista estaba tomada. 
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La división tripartita del gobierno federal correspondía, al igual 
que las divisiones entre poderes de los gobiernos de los diversos 
estados, a los principios de la división de poderes y de su control 
mutuo (balancea government). El legislativo, igualmente dividido 
en sí y denominado colectivamente Congress, recibió los plenos po­
deres que había venido exigiendo en vano el Congreso de la Con­
federación, especialmente la atribución de fijar impuestos y aran­
celes y de organizar el comercio exterior y el comercio entre los 
estados miembros de la unión y con los indios. Los diversos estados 
ya no podrían seguir emitiendo papel moneda. El presidente reci­
bió poderes relativamente mucho mayores que los que poseían la 
mayoría de los gobernadores de los estados. Con su poder de veto, 
actuaba sobre la legislación; con el nombramiento de los jueces del 
Tribunal Federal Supremo, sobre la composición personal del po­
der judicial. Como comandante supremo del ejército y de la marina, 
como distribuidor de importantes cargos administrativos (en parte 
con la aprobación del Senado) y como ejecutor de la política inte­
rior y exterior, recibía un amplio campo de juego para las iniciati­
vas políticas. Los cargos vitalicios (during good behaviour) y la 
amplia misión de hacer respetar la «ley de la nación» aseguraban 
la existencia de un poder judicial independiente y poderoso. 

La especificación de las tareas de los tres órganos del gobierno 
federal y su constitución representaban ya el meollo de la solu­
ción del problema federalista. La fortaleza del gobierno federal 
habría de consistir en el futuro en que la Constitución federal, las 
leyes federales y los tratados internacionales formaban «the supre-
me law of the land» (artículo VI). La Constitución obligaba a to­
dos los jueces a hacer respetar esas leyes a todo ciudadano de los 
Estados Unidos (no a los organismos de lo diversos estados). Con 
este fin, la Unión podía utilizar el poder militar en caso de pro­
ducirse una emergencia 

Los Artículos de la Confederación, a los que no se aportó ningu­
na cláusula de disolución, requerían, para ser enmendados, la apro­
bación de los legislativos de todos los estados. La violación a la 
Constitución que se efectuó en 1787 consistió en que la conven­
ción estipulaba en el proyecto de constitución que la aprobación 
por parte de convenciones de ratificación, elegidas a ese efecto en 
nueve estados, era suficiente para que entrara en vigor la nueva 
Constitución. La elección directa de las convenciones tle ratificación 
y la formulación «We the people of the United States» en el 
preámbulo habrían de poner de relieve que la aprobación por par­
te del pueblo era lo que legitimaba a la Constitución federal y que 
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no se había establecido de nuevo un simple acuerdo estatal entre 
los gobiernos de los diversos estados. 

El Congreso continental, que celebraba simultáneamente sus 
sesiones en Nueva York, discutió el proyecto inmediatamente, pero 
renunció, después de tres días de debates, a tomar una postura 
propia y pasó el proyecto a los estados miembros para su ratifica­
ción. En el intenso debate público que se desencadenó inmediata 
mente y que duró unos nueve meses, los defensores del proyecto 
de constitución se presentaron bajo el nombre de federalists. Lo­
graron imponer a sus adversarios la denominación anti-federalists, 
pese a que éstos, conforme al significado de esta palabra en aque­
lla época, defendían la estructura federalista de la Confederación, 
mientras que los federalistas querían implantar un «national go¬ 
vernment» o —según otro modismo de la época— un «Consoli­
dated government». 

¿Qué motivaciones dividían, entonces, a los políticos y electores 
de todos los estados en partidarios y adversarios de la propuesta 
constitucional? ¿Por qué rechazaban el nuevo sistema destacados 
políticos de Virginia, por ejemplo, como Ricard Henry Lee, Patrkk 
Henry y George Masón, mientras que otros políticos del mismo 
Estado y en las mismas condiciones económicas, como George 
Washington y James Madison, lo defendían? La respuesta a esas 
preguntas ha sido objeto de controversia hasta el día de hoy. Re­
ducir los factores determinantes a los distintos intereses de los 
capitalistas y de los terratenientes, tal como intentó hacer Charles 
Beard en 1913 en su An economic interpretation of the Constitu-
tion of the United States, solamente es válido en muy pocos casos 
Los análisis más recientes de los resultados de las elecciones y las 
muestras de votación en los legislativos de los diversos estados 
permiten reconocer constantes, sin embargo, que pueden aclarar 
la conducta política desde los años ochenta del siglo xvm, des­
componiéndola en categorías de beneficio económico y juicios de 
valor social. La capacidad de producción, la proximidad a los mer­
cados de venta y la conciencia de la unión y dependencia con res­
pecto al desarrollo comercial a escala mundial parecen haber des­
empeñado un papel importante en la polarización de las opiniones 
Políticas. Los comerciantes al por mayor y los agricultores que pro­
ducían un excedente, como los campesinos del Norte y los propie­
tarios de las plantaciones del Sur (los cuales sólo podían existir en 
territorios dotados de vías de comunicación), esperaban de un fuer­
te gobierno federal la estabilidad política y el auge económico. Los 
juristas, los artesanos y otros habitantes de las ciudades —así como 
sus periódicos— veían unidos sus intereses a las ventajas de esos 
grupos comerciales. Jackson T. Main llamó a los representantes po-
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Uticos de ese grupo los «commerctal-cosmopoliians»: sabían que 
podían extraer ventajas del poder gubernamental a un nivel federal, 
por ejemplo, para orientar la política financiera hacia sus intere­
ses, ampliar las vías de comunicación e impulsar con todas sus 
fuerzas el desarrollo económico; no les asustaban los costos adicio­
nales del nuevo aparato gubernamental; se consideraban pertene­
cientes a las clases cultas y estaban dispuestos a apoyar también 
el desarrollo cultural de las ciudades y las instituciones de ense­
ñanza; tenían tendencia a considerar a sus adversarios políticos en 
el interior del país como incapaces en cuestiones políticas y econó­
micas y como enemigos obtusos de todo gobierno eficiente en gene­
ral. Estos políticos, llamados por Main «agrarian4ocalists», repre­
sentaban a los pequeños agricultores, frecuentemente cargados de 
deudas, de los territorios escasamente poblados; se veían ya insu­
ficientemente representados en los legislativos existentes y sólo 
esperaban de la nueva delegación de poder en asamblas aún más 
alejadas, en las que predominarían los pretendientes a aristócratas, 
una pérdida mayor de sus derechos al autogobierno; trataban de 
reducir lo más posible los costos del gobierno; apenas podían con­
tar con obtener cargos públicos bien remunerados, y en lo que se 
refería a sus escuelas, iglesias y caminos, tenían que pagárselas 
ellos mismos de todos modos; los financieros y los comerciantes 
de la ciudad eran antes sus enemigos que sus aliados, pues los inte­
reses que cobraban por los créditos y los precios eran siempre muy 
elevados; sólo confiaban en sí mismos, y por eso exigían más demo­
cracia, en el sentido de atribuciones locales de decisión 1 7 . 

Ese estado de ánimo sirvió de base a la resistencia de los anti-
federalists. Uno de sus portavoces, el popular Patrick Henry, acusó 
a la convención constitucional de haberse sobrepasado en sus 
atribuciones y advirtió del peligro que significaba para la libertad, 
sobre todo para la libertad de las «middling and lower classes», la 
constitución de un poderoso gobierno central. Melanchton Smith, 
antifederalista de Nueva York, temía igualmente que el gobierno 
federal que había sido propuesto anulara la influencia de la 
«middling class». Además, algunos políticos que habían conquis­
tado considerables posiciones de poder en su estados —como, poi 
ejemplo, el gobernador Clinton de Nueva York— no estaban dis­
puestos a subordinarse a un gobierno federal fortalecido. También 
la situación política en los diversos estados determinaba la acti­
tud ante el proyecto de constitución. Numerosos políticos de 
Nueva York, Rhode Island y también de Virginia creían poder 
resolver por sí mismos sus problemas. 

Los partidarios del proyecto constitucional, obligados a adoptar 
una actitud defensiva, presentaron, en el transcurso del debate pú-

44 



blico, una amplia justificación teórica del nuevo sistema de go­
bierno; justificación ésta que es considerada hasta el día de hoy 
como un auténtico comentario constitucional y una obra clásica de 
la teoría política americana. En el invierno de 1787 a 1788, los 
periódicos de Nueva York publicaron una serie de artículos de 
Alexander Hamilton, James Madison y John Jay. En 1788 apa­
recieron en forma de libro, bajo el título The federalist: a collec-
tion of essays written in favour of the new constitution 1 8 . En los 
artículos 10 y 51 de esa declaración federalista explicaba Madison 
la multiplicidad de los intereses conflictivos y la formación de par­
tidos basándose en la «multiplicidad de las capacidades humanas» 
y en las aspiraciones de propiedad y poder. Una república territo-
rialmente grande ofrecía, con su multiplicidad de grupos de intere­
ses, la posibilidad de impedir el dominio de un grupo de intereses 
—bien fuesen los de los acreedores o los de los deudores, el interés 
agrario, el interés comercial o el manufacturero— y de imponer el 
respeto al bien común y a la libertad del individuo hasta un cier­
to grado: «Ambition must be made to counteract ambition» era 
la consigna de Madison y de otros federalistas. La representación, 
la división de poderes y la división federal del poder eran las 
estructuras organizativas de las que esperaban ese efecto. 

El 13 de septiembre de 1788, el Congreso de la Confederación 
constataba formalmente la ratificación de la Constitución federal 
(Carolina del Norte y Rhode Island la aprobaron posteriormente; 
en 1789 y 1790, respectivamente) y fijaba la elección del presi­
dente, de la Cámara de Representantes y del Senado para febrero 
y marzo de 1789. Nueva York habría de ser por el momento la 
sede de los organismos federales. 

Echando una mirada retrospectiva, el primer gran éxito que se 
puede atribuir a los cnti-federalists consistió en que, precisamente 
por su desconfianza hacia los plenos poderes del gobierno federal, 
obligaron a que la Constitución fuese ampliada con una declaración 
de los derechos elementales del hombre. En esta Bill of Rights de 
la Unión se basó la capacidad de adaptación y el desarrollo ulterior 
del constitucionalismo americano en los siglos xix y xx. El primer 
Congreso bajo la nueva Constitución decidió, en septiembre de 
1789, acceder a las peticiones de varias convenciones de ratifica­
ción y presentar proyectos de «amendments» —añadiduras, en rea­
lidad— a la Constitución, en los que se garantizasen algunos dere­
chos elementales. El Congreso, constituido en su mayoría por fe­
deralistas, veló por que con ello no fuesen disminuidas las atribu­
ciones de la Unión. De las centenares de solicitudes relativas a 
cambios en la Constitución, el Congreso desechó peticiones tan 
'adicales como la de la aplicación del mandato imperativo. Final-
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mente, diez enmiendas fueron aprobadas por las reglamentarias 
tres cuartas partes de los estados, pasando a ser parte integrante 
de la Constitución el 15 de diciembre de 1791. Los primeros ocho 
artículos adicionales representaban, junto a las secciones 9 y 10 
del primer artículo constitucional, un catálogo de derechos ele­
mentales. El primer artículo adicional prohibía al Congreso la 
implantación de una religión estatal, la limitación de la libertad 
de cultos, de la libertad de expresión, de la libertad de prensa, 
de la libertad de reunión y del derecho de petición. Los demás 
artículos garantizaban el derecho a la posesión de armas, a la 
garantía contra allanamientos arbitrarios y algunos derechos p r o 
cesales, como los tribunales de jurados y el derecho a negarse a 
declarar. Sin un «adecuado proceso jurídico» (due process of law), 
se declaraba en el quinto artículo adicional, no se puede quitar a 
nadie la vida, la libertad o su propiedad. Aquellos artículos intro­
ducidos en la Constitución, que, como el primero y el quinto, no 
afectaban expresamente a los gobiernos de los diversos estados, 
protegían a los ciudadanos sólo de las intervenciones del poder 
federal. Hasta el catorceavo artículo adicional (1868) quedó sin 
aclarar cuáles eran los derechos elementales que estaban garantiza­
dos a todos los ciudadanos de todos los estados miembros y que 
les protegían frente a cualquier legislativo. El derecho a la pro­
piedad fue el primer derecho elemental garantizado en todos los 
sitios de la Unión. «El derecho a adquirir una propiedad y a man­
tenerla de manera segura —declaraba el Tribunal Supremo de 
Justicia en 1792— es un derecho elemental del hombre, natural, 
innato e inalienable. Los hombres tienen un sentido de la propie­
dad (a sense of properly). La propiedad es para ellos una necesi­
dad vital, corresponde a sus necesidades y deseos naturales. El 
deseo de asegurarla fue uno de los objetivos que les movieron a 
reunirse en una sociedad [...] El mantenimiento de la propiedad 
[...] es un fin primario del contrato social» l 9 . 

El mayor éxito del movimiento en favor de la Constitución fede­
ral consistió en que las violentas discusiones que hubo en torno a 
su ratificación no condujeron ni a la secesión de algunos estados ni 
a la resistencia pasiva por parte de grandes sectores de la pobla­
ción. La autoridad de la Constitución creció con el rápidamente 
difundido convencimiento de que había surgido sobre la base de 
un poderosísimo consenso. Ya en 1791 declaraba sin ambages uno 
de los nuevos jueces federales: «El hombre necesita un ídolo. Y 
nuestro ídolo político ha de ser la Constitución y las leyes» 2 0 . Los 
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cantos de alabanza a la Constitución se convirtieron en pocos años 
en un ritual, que nada decía de los objetivos políticos de quienes 
los entonaban. Sin embargo, el consenso retórico demostraba que 
habían sido encontrados un lenguaje común y unas instituciones 
comunes, por medio de los cuales se creía poder interpretar las 
intenciones. Como el texto de la Constitución dejaba muchas 
preguntas sin contestar, la realidad constitucional tuvo que ser fi­
jada continuamente mediante enfrentamientos políticos. 

El consenso de 1787 no era suficiente, por ejemplo, para esta­
blecer un derecho electoral unitario a nivel federal. Del Bill of 
Rights de la Unión tampoco podía deducir nadie una pretensión al 
derecho a voto en la elección de representantes. La solución a 
estas cuestiones quedaba a cargo de los legislativos de los diversos 
estados. El resultado fue la multiplicación de los reglamentos y un 
desarrollo regional diferenciado en la participación electoral. En 
Vermont, en 1777, se concedió p o r primera vez el derecho de 
sufragio simple a todos los hombres adultos. En Nueva York, a 
partir de 1804, ejercían el derecho de sufragio simple todos los 
adultos que pagasen al año 25 dólares de arrendamiento por tierras 
u otros bienes. En Nueva Hampshire pudieron votar todos los 
contribuyentes masculinos, a partir de 1784; en Massachusetts, a 
partir de 1811; en Pensilvania, a part ir de 1776; en Delaware, a 
partir de 1791. En Nueva Jersey, Carolina del Norte y Georgia 
podían votar todos los contribuyentes masculinos blancos. Los esta­
dos de Tennessee, Ohio y Luisiana, incorporados a la Unión entre 
1789 y 1815, concedieron el derecho a voto a los contribuyentes 
blancos. Como casi todos los hombres adultos pagaban al menos el 
impuesto personal (poli tax), el derecho electoral de los contribu­
yentes se acercaba al sufragio universal masculino, aunque hay que 
especificar que por derecho electoral se entiende siempre sólo el 
derecho activo a voto. Todavía no han sido suficientemente investi­
gadas las repercusiones que tuvieron en la mayoría de los estados 
los índices más elevados de propiedad sobre el derecho pasivo a 
voto. Allí donde el Congreso podía determinar por sí mismo el de­
recho de sufragio, en los nuevos territorios establecidos en tierras 
federales del Oeste, se encontró dispuesto, a partir de 1811, a con­
ceder el derecho a voto en todos los asuntos relativos a la autoad­
ministración a todos los hombres adultos que pagasen impuestos 
y que tuviesen un año de residencia. La participación electoral me­
dia en las elecciones a la Cámara d e Representantes osciló aproxi­
madamente, en los años anteriores a 1795, entre un 15 y un 40 
P°r 100 de los blancos adultos. E n t r e 1804 y 1816 aumentó a más 
del 60 por 100 en varias elecciones d e gobernadores z l 
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VI. LA POLÍTICA ECONÓMICA DE HAMILTON 

La dirección de la economía por parte del poder colonial no des­
apareció después de la Independencia para pasar a manos de un 
Estado dormilón adicto a las frases hechas. Por el contrario. El 
inseparable entrelazamiento entre el proceso de decisión política, 
el poder militar y el desarrollo económico se hizo más evidente que 
nunca después de la guerra recién terminada, de la depresión de 
1783 a 1787 y de las polémicas en torno a la financiación de la 
guerra y ante el homogéneo sistema económico de las potencias 
europeas. Agricultores y comerciantes, artesanos y propietarios de 
manufacturas, banqueros y especuladores exigían la intromisión del 
legislador en favor suyo. De la gran «fostering hand of govern¬ 
ment» esperaban, además, la salvaguardia del interés común frente 
a los intereses particulares. Por eso en las constituciones estatales 
y en la Constitución federal se otorgaron a los órganos políticos 
plenos poderes que no conducían ni a un orden económico pura­
mente intervencionista y proteccionista ni a uno puramente priva­
do y librecambista, sino a un orden económico «mixto» 2 . El sis­
tema de licencias estatales para los bancos y los monopolios garan­
tizados por el Estado, en forma de chartered corporations, son 
ejemplos de las repercusiones concretas de la concepción mixta. 
La minoría que consideraba el negocio bancario, por ejemplo, como 
un ramo industrial más, no pudo imponerse. Junto a los bancos, 
fueron considerados como corporaciones las compañías constructo­
ras de carreteras, las compañías de seguros y las manufacturas tex­
tiles. Las mixed corporations, fundadas con la participación de los 
gobierno estatales, resultaron ser un instrumento de desarrollo 
especialmente útil. El estado de Pensilvania, por ejemplo, participó 
con un millón de dólares en 1793 y con dos millones de dólares 
en 1815 en los dos bancos incorporados a él. 

Todos los grupos que se encontraban representados a partir de 
1787 en la Cámara de Representantes y en el Senado, así como el 
presidente, con sus colaboradores más destacados, veían unánime­
mente la necesidad de asegurar a la Unión tanto frente a las intro­
misiones de las grandes potencias europeas como ante el peligro 
de que ese Estado, tan grande en superficie, fuese a desintegrarse 
por los intereses regionales que él unía. Y sólo una activa política 
económica podría hacer frente a ambos peligros. Una de las pri­
meras decisiones político-económicas de la Unión tenía que estar 
encaminada a asegurar su solvencia en Europa y fortalecer su 
crédito ante la propia población. Era casi indiscutible la obligación 
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que tenía la Unión de devolver, pagando los intereses, los 11,7 
¿ilíones de dólares que había recibido del gobierno francés y de 
los banqueros de Amsterdam. Sin embargo, algunos estados nega­
ban a la Unión la atribución de hacer que recayeran sobre ellos, 
retribuyéndoselas en el curso del tiempo con un cierto interés, 
incluso las deudas que, por un monto de 40,4 millones de dóla­
res, habían sido contraídas con los grandes y pequeños capitalistas 
nativos (unos 25 millones de las mismas consistían en obligaciones 
de los estados ante ciudadanos). La posibilidad de hacer esto, ase­
gurando así a la Unión el poder de un distribuidor central, era el 
objetivo principal del programa económico formulado por Alexan-
der Hamilton en su calidad de primer secretary of the Treasury 
(First report on public credit, enero de 1790; Report on the esta-
blishment of a mint, junio de 1790; Second report on public cre­
dit, diciembre de 1790). Hamilton era partidario también de sal­
dar por su precio nominal las obligaciones del Estado, las cuales 
habían bajado mientras tanto en su cotización, al igual que otros 
valores, y habían sido compradas por especuladores. Tanto en 
aquella época como después, algunos críticos del programa de 
Hamilton señalaron que el mismo redundaba más en beneficio de 
los capitalistas que habían comprado las obligaciones del Estado 
que de los pequeños campesinos sin capitales. Después de violentos 
debates, que se alargaron durante meses en el Senado y en la Cá­
mara de Representantes, la propuesta de Hamilton se vio respal­
dada por una modesta mayoría en el verano de 1790. Con el fin 
de crear un ordenado mercado de capitales, Hamilton propuso la 
fundación de un banco nacional con funciones equivalentes a las 
de un banco central. Para 1790, sólo existía en los tres centros 
comerciales de Filadelfia, Nueva York y Boston un banco incorpo­
rado a los correspondientes legislativos. 

También ese plan chocó con la más violenta resistencia en el 
Congreso. Madison advirtió del peligro de la posición monopolista 
que ocupaba el banco nacional. No creía en la eficacia de medidas 
de política fiscal, porque consideraba la carencia de bienes como 
la mayor dificultad de la economía americana, pobre en divisas. 
Esperaba poder otorgar ayuda a los agricultores mediante expor­
taciones lo más libres posibles y mediante la importación de mer­
cancías acabadas lo más baratas posibles. En la Cámara de Repre­
sentantes declaró: 

manifiesto en pro de un sistema comercial muy libre, y creo que las 
-imitaciones al comercio son injustas, en su mayoría, represivas y poco 
'nteligentjs Si se deja el camino libre a la aplicación y al trabajo, éstos 
" orientarán, por regla general, a cosas del mayor provecho; y harán 
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esto con una seguridad mayor de lo que podría hacerlo, en su sabiduría, 
el legislativo más ilustrado 2 3 

Hamilton, por el contrario, veía la clave para el desarrollo de 
los recursos americanos en un mercado de capitales flexibles, dit_-
gido por el gobierno federal, que beneficiara también a la agri 
cultura, y en la imposición de aranceles a las importaciones o de 
primas a favor de las manufacturas, lo que haría más indepen­
diente a América de los productos acabados europeos (Report of 
manufactures, 1791). «Lo que hizo el gobierno —así se puede 
caracterizar la concepción de Hamilton— no fue más que imponer 
contribuciones a un grupo de la población (en su mayoría, compra­
dores de mercancías importadas y agricultores cerealistas que utili­
zaban su cosecha para la destilación de whisky), en provecho inme­
diato de otro pequeño grupo de la misma (propietarios de las 
obligaciones del Estado). Y esto se hizo con la intención de lograr 
a largo plazo un mayor beneficio para todo el país. El gobierno 
se decidió por el ahorro forzoso, como un medio para proveer de 
capital al subdesarrollado país» 2 4 . 

Washington firmó la ley para la fundación del banco nacional 
en febrero de 1791, y el Bank of the United States abrió pronto 
filiales en todas las grandes ciudades marítimas. Las acciones eran 
tan codiciadas que pronto se cotizaron por encima de su valor 
nominal. Su popularidad entre los capitalistas de Europa puede 
medirse por el hecho de que en 1793, 13.000 acciones habían sido 
suscritas por extranjeros, y 18.000 en 1809. De los 10 millones a 
que ascendía el capital social del banco, en 1809 no menos de 7,2 
millones provenían de Europa. 

La facultad de la Unión de imponer impuestos fue utilizada am­
pliamente por los federalistas. Los ingresos principales de la Unión 
tenían que provenir en primer lugar de los aranceles de importa­
ción y exportación. Porque antes de que pudiesen ser cobrados 
los impuestos directos (impuesto personal, poli tax, e impuesto 
sobre la renta), había que esperar al primer censo (1790). El pri­
mer derecho sobre el consumo, el impuesto sobre el whisky, de 
1791, desencadenó, en el otoño de 1794, la primera resistencia 
armada contra el gobierno federal, la rebelión del whisky. En 
1794, la Unión estableció un impuesto sobre las bebidas alcohóli­
cas, los carruajes, el rapé y otros artículos de lujo; en 1791 se 
creó un timbre fiscal para los documentos de carácter jurídico 
El primer impuesto federal directo, de 1798, afectaba a todas las 
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viviendas y tierras; y por cada esclavo entre los doce y los cin­
cuenta años de edad había que pagar 50 centavos a la Unión. 

VII LOS JEFFERSONIANOS Y EL CAMBIO DE PODER DE 1801 

La política económica del gobierno de Washington, audazmente 
concebida e inteligentemente aplicada por Hamilton, obligó a los 
miembros del Congreso a tomar una postura a favor o en contra 
de la Administración; igualmente, otras diferencias en y entre los 
poderes ejecutivo y legislativo, en torno a las decisiones funda­
mentales de los primeros cuatro períodos legislativos (1789-1797), 
condujeron a la formación de dos partidos. La Cámara de Repre­
sentantes y el Senado se dividieron pronto en «friends of govern¬ 
ment», que también se llamaban a sí mismos «friends of order» 
o «federal interest», y miembros de la oposición, cuya resistencia 
conjunta se convirtió rápidamente de un «Republican interest» en 
un «Kepublican Party» relativamente bien organizado. Madison 
pasó a ser el adversario de Hamilton y organizó en la Cámara de 
Representantes a los críticos de la Administración. La reacción 
ante los acontecimientos europeos desempeñó un papel importante 
en la determinación de la identidad de ambos partidos. La noticia 
del ajusticiamiento de Luis xvi y de la declaración de guerra por 
parte de Francia a Inglaterra y a los Países Bajos desencadenó, en 
abril de 1793, un acalorado debate público en el que se enfrenta­
ron pronto republicanos francófilos, que miraban con simpatía la 
revolución francesa, y federalistas anglofilos, que estaban horrori­
zados ante los acontecimientos en Francia. La fuerte discusión que 
se mantuvo en 1795 en torno al tratado Jay con Inglaterra (p. 55) 
agravó la polarización de fuerzas. Cuando Washington renunció a 
Presentar su candidatura por tercera vez, se produjo, en 1796, la 
Primera campaña electoral presidencial determinada por una cons­
telación de dos partidos. El federalista John Adams obtuvo una 
mayoría moderada en el colegio electoral. Jefferson, su adversario 
e n la candidatura, se convirtió en vicepresidente, puesto que la 
Constitución ignoraba todavía a los partidos y solamente preveía 
"na elección conjunta para ambos cargos. Víctima de la lucha por 
e l poder entre federalistas y jeffersonianos fue, en 1798, la libertad 
de expresión y de prensa. La mayoría federalista en el Congreso 
Promulgó cuatro leyes para restringir la actividad periodística de 
* oposición (Alien and Sedition Acts). Como algunos de los me­
jores publicistas jeffersonianos eran de nacionalidad inglesa y 
trancesa, en esas leyes se combinaba la limitación de los derechos 
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de los nuevos inmigrantes con las rígidas ordenanzas de prensa 
relativas a la ofensa y la calumnia. Los federalistas con togas de 
jueces utilizaron las leyes para llevar a cabo una burda legislación 
partidista. 

La campaña electoral de 1800 se convirtió en una irreconciliable 
confrontación ideológica entre federalistas y jeffersonianos. La aca­
lorada propaganda de ambas partes llenó periódicos y folletos. Pa­
rece ser que hubo hijos desheredados, matrimonios divorciados, en­
tierros boicoteados, criadas despedidas y clubs de baile divididos. 
Ninguna de las partes se presentaba con un claro programa de 
gobierno, y la motivación de los electores ha sido objeto de con­
troversia hasta el día de hoy. Lo que es indiscutible es que los 
jeffersonianos agitaron los ánimos de los descontentos y llamaron 
a que se pusiese fin al «poder aristocrático» de los federalistas, 
y que los federalistas previnieron contra el ocaso de la libertad y 
el triunfo del ateísmo en la persona de Jefferson. Los jeffersonia­
nos se identificaron con los intereses de los pequeños y medianos 
agricultores, reprochando a los federalistas haber favorecido a los 
unilaterales intereses del comercio y del capital. La victoria de los 
jeffersonianos, también en las elecciones para la Cámara de Re­
presentantes, mostró que la insatisfacción provocada por el domi­
nio de los federalistas era grande, sobre todo en aquellos territo­
rios en los que el crecimiento económico había conmovido al má­
ximo la vieja estructura de las jerarquías sociales. Los territorios 
en los que los federalistas tuvieron la mayoría se encontraban po­
blados desde hacía mucho tiempo, crecían sólo lentamente y te­
nían una población relativamente homogénea. Los territorios en 
los que se impusieron los republicanos se caracterizaban por su ex­
pansión y sus rápidos cambios. Las elecciones, no pueden ser 
explicadas por una simple confrontación entre la ciudad y el cam­
po. En Baltimore, por ejemplo, un grupo de ambiciosos comercian­
tes republicanos reemplazó en el poder, en la provincia de Mary-
land, a los viejos federalistas derrocados. En Charleston, Nueva 
York y Salem logró agruparse igualmente un número suficiente de 
florecientes comerciantes que se sentían excluidos de los bancos, 
de las compañías de seguros y de los círculos políticos dominados 
por los federalistas. Por eso apoyaban a la oposición 2 5 . 

A partir de 1800, los federalistas no volvieron a obtener el po­
der a nivel federal. No obstante, a John Marshall le fue posible 
imponer ampliamente su interpretación de la Constitución en el 
Tribunal Federal Supremo. También en los diversos estados, las 
concepciones exclusivistas y paternalistas de los federalistas entra­
ban cada vez más en contradicción con la reivindicación popular 
de respeto y autodeterminación para el common man. 
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En la primera década de política federal bajo la nueva Consti­
tución, la rivalidad de dos partidos desempeñó un importante pa­
pel integrador. Aminoró el efecto inhibidor del principio de la 
división de poderes, enseñando a políticos y electores a percibir, 
junto a sus problemas regionales, también los problemas federales 
y a participar en su resolución. De esta manera, el primer sistema 
bipartidista contribuyó también a la consolidación del nuevo 
Estado. 

Después de la subida al poder de Jefferson en 1801, la políti­
ca económica no sufrió ese cambio en contra del poder y en favor 
del agro que hubiese podido esperarse o temerse ante la retórica 
desplegada en la campaña electoral. Su capacitado secretary of the 
Treasury, Albert Gallatin (1801-1814) disminuyó los gastos del 
aparato gubernamental y redujo, hasta 1811, la odiada deuda na­
cional de 83 a 45 millones de dólares. Al mismo tiempo suprimió 
todos los impuestos federales. Sin embargo, los enfrentamientos 
con las potencias beligerantes de Europa, que pronto se agudiza­
ron, obligaron a Jefferson y a la mayoría de los republicanos en 
el Congreso a aplicar ampliamente los poderes federales, haciendo 
lo que habían criticado a los federalistas: compraron una tercera 
parte del continente al oeste del Misisipí (1803), declararon un em­
bargo comercial total (1807) y, finalmente, una guerra (1812). 

VIII. ACUERDO COK EUROPA: COMERCIO EXTERIOR, DIPLOMACIA 

V GUERRA, 1789-1815 

La agricultura y la navegación, sectores fundamentales de la eco­
nomía nacional americana, impusieron a la política exterior del go­
bierno federal uno de sus grandes objetivos: la adquisición y am­
pliación de mercados para la exportación y el aseguramiento de las 
rutas comerciales en el Atlántico y las vías fluviales del Oeste ame­
ricano, sobre todo la del Misisipí. Sin ejército y sin marina de 
guerra, ese país agrario solamente podía perseguir esos dos objeti­
vos si seguía aprovechándose de las luchas de los europeos por la 
hegemonía, tal como las había aprovechado en su lucha por la 
^dependencia. Pese a todos los esfuerzos que hizo el gobierno 
federal en los veinticinco años siguientes a 1789 no logró que 
'°s europeos renunciaran a sus restricciones comerciales. La opo-
S l c*ón, dirigida por Madison y Jefferson, pidió a partir de 1789 

se tomasen represalias, especialmente contra Inglaterra. Exi-
8'° leyes aduaneras y navales de carácter discriminatorio. La ma­
yoría de los federalistas se conformaron con tres moderadas leyes 
•Guaneras (1789, 1792), por las que se les reservaba a los buques 
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americanos el comercio costero nacional y se establecían derechos 
de aduana a favor de los barcos americanos. Como quiera que la 
política comercial de los europeos era parte de su política de 
seguridad, éstos no se dejaron impresionar por los aranceles ameri­
canos. Las flotas mercantes no sólo representaban el instrumento 
principal de las economías nacionales rivales para el aprovecha­
miento de los monopolios comerciales con las propias colonias y 
para la adquisición de capitales con la navegación comercial inter­
nacional, representaban al mismo tiempo un prometedor «criadero» 
(the nursery) para la marina de guerra: con la pérdida de las 
colonias de tierra firme, Inglaterra había perdido una tercera parte 
de su flota comercial v los astilleros y bosques americanos. Por 
eso era tanto más importante ahora el mantenimiento del monopo­
lio comercial con las colonias que quedaban y el fomento de la 
marina mercante británica mediante unos derechos aduaneros 
discriminatorios. Todas las tentativas diplomáticas que emprendie­
ron los americanos entre 1789 y 1815 se estrellaron contra una 
rígida combinación de resentimiento e ideas de seguridad. Tampoco 
se logró una reorientación del comercio exterior hacia Francia, 
porque a los republicanos franceses les parecía demasiado des­
ventajoso, en la situación de guerra a partir de 1793, el ideal 
americano del libre comercio entre ambas repúblicas. 

Después de la declaración de guerra de los revolucionarios 
franceses a Inglaterra y Holanda en febrero de 1793, los europeos 
expulsaban mutuamente de los mares a sus buques mercantes 
Pero los ejércitos necesitaban más víveres que nunca. Los ame­
ricanos se aprovecharon todo lo que pudieron de sus ventajas de 
país neutral. El valor de las exportaciones anuales aumentó de 26 
millones de dólares en 1793 a 108 millones en el año del embargo 
de 1807. Las resoluciones tomadas por el Consejo de la Corona 
británica, en junio y noviembre de 1793, despertaron los ánimos 
bélicos de los americanos. Con el fin de cortarle a Francia la lle­
gada de víveres de América, el Consejo de la Corona declaró a 
los víveres como contrabando e hizo detener a los buques mercan­
tes americanos, sobre todo en el mar Caribe, que llevasen produc­
tos de una colonia francesa o que fuesen a descargar mercancías 
en una colonia francesa. Sin embargo, los dirigentes federalistas 
no estaban dispuestos a acceder a los deseos de guerra, y Washing­
ton envió al juez supremo federal John Jay como embajador ex­
traordinario a Inglaterra. Jay firmó, en noviembre de 1794, el 
tratado que lleva su nombre, cuyo mérito principal consistió en 
evitar un enfrentamiento militar que hubiese puesto en peligro la 
cohesión de la Unión. En lugar de ello, se inició una década de 
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rentable comercio. El gobierno británico se comprometió a evacuar 
inmediatamente las plazas fuertes que le quedaban todavía en el 
noroeste del territorio americano y abrió los puertos en la India a 
los americanos. Todas las demás peticiones, sobre todo la de reci­
procidad (reciprocily) en los derechos comerciales y navales, fueron 
rechazadas o delegadas al arbitrio de comisiones mixtas. El Senado 
ratificó el tratado de Jay, pero una gran parte de la opinión pú­
blica americana lo condenó como una vergüenza nacional: ¡Ingla­
terra seguía ejerciendo todavía el control sobre América! 

Como resultado del tratado Jay, el gobierno de Washington ob­
tuvo, en octubre de 1795, un favorable tratado de amistad con 
España (tratado de Pinckney o tratado de San Lorenzo). Por 
temor a una acción conjunta de ingleses y americanos contra 
Luisiana, el ley español concedió el deseado derecho de navegación 
por el Misisipí. El curso medio del río habría de ser la frontera 
con Luisiana, y el paralelo 31 la frontera con la Florida occiden­
tal. Ambas partes se comprometían a no seguir utilizando a los 
indios de los territorios fronterizos como espías y avanzada. 

Inmediatamente después de la enconada lucha política en torno 
a una solución contractual de las relaciones con Inglaterra, y ante 
los repetidos intentos franceses por influir sobre la política comer­
cial americana, Washington, en el discurso de despedida que pro­
nunció en septiempbre de 1796, defendió la hasta entonces exitosa 
política de la independencia frente a las grandes potencias belige­
rantes de Europa. Su idea no era la de un aislamiento basado en 
la autosatisfacción. Su objetivo era más bien el reforzamiento del 
peso político de los Estados Unidos en el futuro, mediante el des­
arrollo de su economía, y especialmente del comercio exterior. 
Sin embargo, la premisa para las relaciones comerciales universales 
era la neutralidad. En caso de necesidad, declaraba Washington, 
estarían justificadas las temporary alliances. Las permanent al-
liances, por el contrario, sólo podrían redundar en perjuicio de 
América. Pues los europeos tenían algunos «intereses primarios» 
que no eran compartidos por los americanos. Si la Unión se man­
tenía hasta que sus instituciones, todavía jóvenes, se fortaleciesen 
y adquiriesen experiencia, si seguía imperturbable «desarrollándose 
hasta el grado de fortaleza y consistencia necesario para determinar 
s u propio destino, según la humana prevención», entonces llegaría 
también el momento «en el que podamos adoptar la actitud que 
haga que sea cuidadosamente respetada la neutralidad que podamos 
desear en todo momento [ . . . ] , en el que podamos elegir entre la 
paz y la guerra, tal como parezca aconsejarlo nuestro interés basa­
do en la justicia» 2 6 . 
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A partir de julio de 1796, el directorio francés ordenó la deten­
ción de los buques americanos que se dirigiesen a puertos ingleses 
o hubiesen recalado en ellos. Comenzó un mutua guerra de corso, 
que pronto se llamó «casi guerra». El gobierno federal no disponía 
de una marina de guerra digna de tal nombre, porque los podero­
sos intereses agrícolas en el Congreso se habían opuesto tenaz­
mente a su formación. El sucesor de Washington, John Adams 
(1797-1801), evitó la guerra abierta mediante una nueva ofensiva 
diplomática que le costó el apoyo político del ala de su partido 
adicta a Hamilton y apenas trajo a la Unión un provecho palpable. 
Napoleón, primer cónsul desde diciembre de 1799, quería ver al 
gobierno americano lo más independiente posible de Inglaterra y 
terminó la guerra de corso en la convención de 1800 (llamada tam­
bién tratado de Mórtefontaine). 

El acuerdo pacífico con Napoleón tuvo consecuencias muy ven­
tajosas, ya que éste vendió al gobierno de Jefferson, en 1803, cerca 
de una tercera parte de lo que es el actual territorio de los Estados 
Unidos, la Luisiana española (no confundirla con el actual Estado, 
mucho más pequeño, de igual nombre), que había sido entregada 
a Napoleón en octubre de 1800 a cambio de un prometido (y 
nunca dado) reino en Italia. El cierre de la venta estuvo pre­
cedido de amenazas americanas y de un fracasado intento por 
consolidar militarmente el imperio colonial francés en las islas 
de las Indias Occidentales. Los dos plenipotenciarios americanos, 
Robert R. Livingston y James Monroe, realizaron las negocia­
ciones con el estilo de grandes comerciantes. La oferta y el precio 
les parecieron satisfactorios, y compraron por 60 millones de livres 
(en lugar de por 50) toda la Luisiana, incluida Nueva Orleans (en 
lugar de sólo la península en la que se encuentra la ciudad, y las 
dos Floridas). La adquisición de Luisiana cumplió uno de los 
fines principales de la política exterior americana. Ahora estaba 
abierto el camino hacia la colonización del Oeste al otro lado del 
Misisipí. Tanto los americanos como los franceses eran conscien­
tes de la significación que tenía la transacción. Parece ser que 
Livingston dijo después de haber firmado el contrato de venta: 
«Desde este día los Estados Unidos se cuentan entre las grandes 
potencias (powers of the first rank)»; y que Napoleón apuntó: 
«Ahora le he dado a Inglaterra un rival marítimo que tarde o 
temprano doblegará su orgullo» 2 7 . Desde ese momento, el gobierno 
federal pudo llevar a cabo su política exterior con una sensación 
de seguridad y mantener el principio que, basándose en Washing­
ton, había sido proclamado por Jefferson al hacerse cargo de la 
presidencia en 1801: «Paz, comercio y sincera amistad, con todas 
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las naciones; intrincadas alianzas (entangling alliances), con nin­
guna» a . 

Sin embargo, el comercio exterior americano cayó primero en 
el engranaje de los decretos napoleónicos tendentes al bloqueo con­
tinental y de la correspondiente serie de 24 ordenanzas del Con­
sejo de la Corona británica, dirigidas a encauzar por puertos in­
gleses y en beneficio de Inglaterra el comercio de los países neutra­
les. Las levas forzosas de marineros indignaron especialmente a la 
opinión pública en América. Desde le reanudación de la guerra 
marítima entre Francia e Inglaterra, en mayo de 1803, había ido 
aumentando esa forma de privación de la libertad y servicio mili­
tar forzoso. Se calculan en unos 10.000 los marineros que fueron, 
secuestrados de los barcos americanos entre 1793 y 1811. Los co­
mandos de reclutamiento de la Royal Navy, que operaban de esta 
forma en alta mar, declaraban únicamente que recobraban a los 
desertores. Después de un ataque, especialmente provocador, ante 
las costas de Virginia en junio de 1807, el Congreso acordó demos­
trarles a ingleses y franceses su dependencia de los envíos y bu­
ques mercantes americanos imponiendo un paro total de las expor­
taciones a fin de dar peso a su exigencia de libertad comercial para 
los países neutrales. El embargo estuvo en vigor desde diciembre 
de 1807 hasta marzo de 1809. El considerable contrabando con el 
Canadá y las islas británicas de las Indias Occidentales aminoraron 
su rigor. Ni el gobierno inglés ni el francés se dejaron arrastrar a 
una negociación. 

Cuanto más impotente se hacía la diplomacia del presidente, 
más clamorosas se volvían las exigencias de los diputados que se 
habían hecho elegir en 1810 con consignas nacionalistas y belicis­
tas, sobre todo en el Oeste y en el Sur, y que ahora pedían he­
chos, una guerra contra Inglaterra. Expresaban el descontento de 
los productores de tabaco, trigo y algodón, los cuales se veían 
separados de sus mercados en las islas de las Indias Occidentales 
y en Europa por la potencia naval inglesa. También Pensilvania, 
Delaware y Nueva Jersey dependían tanto de las exportaciones 
a e sus productos agrícolas que sus diputados apoyaron a los del 
^ s t e . El objetivo de la fracción partidaria de la guerra era, me­
ntante una marcha sobre el Canadá y el empleo de buques corea­
nos privados, obligar al gobierno inglés a entablar negociaciones 
J"e Paz e imponerle definitivamente una solución que satisfaciese 

intereses agrarios de los americanos. Al mismo tiempo, la gue-
f1" en la frontera habría de ser utilizada para separar a las tribus 
"•dias de las regiones fronterizas de sus proveedores de armas 
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ingleses y españoles, y para que las tropas federales las sojuzgasen 
definitivamente. Periodistas patrióticos exigieron también la ane­
xión de la Florida Oriental y la conquista definitiva del Canadá, 
empresa ésta sin esperanzas, por cierto. La mayoría de los comer­
ciantes anglofilos de Nueva Inglaterra rechazaba la guerra por 
vana y catastrófica. 

Sin esperar a que se produjese un incidente espectacular, el pre­
sidente Madison (lo09-1817) declaró en junio de 1812, con la apro­
bación del Congreso dominado por los republicanos, el estado de 
guerra entre los Estados Unidos y Gran Bretaña. Cuatro días des­
pués desaparecía la principal causa de la guerra, al liberar el Con­
sejo de la Corona en Westminster a los buques mercantes ameri­
canos de una parte de las restricciones decretadas. Sin embargo, la 
prueba de fuerza militar siguió un curso catastrófico para los 
americanos. En poco tiempo, el mal preparado ejército y la ape­
nas existente marina se encontraban acorralados estratégicamente, 
y el gobierno federal sufría una bancarrota financiera. Los ameri­
canos obtuvieron una última victoria en la defensa de Nueva Or-
leans, en enero de 1815. Pero la celebrada victoria resultó super-
flua, pues dos semanas antes, en las Navidades de 1814, había sido 
firmada la paz en la ciudad belga de Gante. El tratado no satisfacía 
ninguno de los objetivos bélicos americanos. Acordaba poco más 
que el cese de las hostilidades. Incluso el acuerdo comercial que 
siguió en julio de 1815, al igual que el tratado de Jay, permitía 
únicamente un comercio relativamente libre con la madre patria 
británica. Para el comercio legal americano seguían estando cerra­
das las puertas hacia el imperio comercial británico, especialmente 
en las islas británicas del mar Caribe. 

IX. LA SOCIEDAD AMERICANA ANTES DE LA INDUSTRIALIZACIÓN 

La fase de prosperidad que va de 1793 a 1807 se basó menos en 
una eficaz política de desarrollo que en el aprovechamiento, ya 
apuntado, del mercado creado artificialmente por las guerras eu­
ropeas en beneficio de la agricultura y la navegación comercial 
americanas. En esos quince años de abundancia predominó el ple­
no empleo y los ingresos per cápila aumentaron más que en los 
años precedentes y en los que siguieron. Al mismo tiempo, la 
población se triplicó entre 1775 y 1815, pasando de 2,5 millones a 
8,5 millones. Pero la estructura social no sufrió cambios. El 
aumento de la población y la expansión del territorio estatal, espe­
cialmente mediante la compra de Luisiana, mantuvieron el equili­
brio. En nada cambió la densidad de población, de 4 a 5 habitan-
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tes por milla cuadrada En comparación, el número de inmigrantes 
de Europa permaneció bajo: 250.000 entre 1790 y 1815. Sin em­
bargo, en el año de 1800, un 40 por 100 de los blancos adultos y 
un 50 por 100 de la población productiva habían nacido fuera de 
los Estados Unidos. 

Ni la triplicación de la población ni la duplicación del territo­
rio estatal ni la aplicación de innovaciones tecnológicas provocaron 
antes de 1815 una transformación cualitativa en el modo de vida 
de una considerable parte de la población. América siguió siendo 
una sociedad agrícola, descentralizada y en expansión, con los ya 
apuntados problemas de mercado y los problemas de transporte a 
escala continental. Curtís Nettels resumía así la situación económica 
de los americanos en 1815: «La inmensa mayoría de la población 
vivía en el campo y utilizaba simples instrumentos y procedimien­
tos de trabajo para producir por sí misma una gran parte de sus 
artículos de consumo. En las aldeas, en las ciudades y en los 
pequeños asentamientos cercanos a los ríos que podían impulsar 
ruedas hidráulicas se encontraban muchos pequeños talleres y 
fábricas en los que sus propietarios, solos o con unos pocos ayu­
dantes, elaboraban algunos productos especiales para los agriculto­
res de la vecindad, para el mercado de la ciudad más cercana o 
para la exportación. En cada uno de los ramos más importantes 
de la industria habían surgido empresas o fábricas mayores. Esta­
ban dirigidas por socios o por sociedades, que empleaban de 20 a 
200 obreros y que invertían hasta 300.000 dólares de capital en 
las más nuevas máquinas. Cada etapa del desarrollo industrial se 
encontraba representada en esa economía nacional, desde la aldea 
india y la primitiva hacienda, hasta la fábrica» w . 

Los iniciadores de la guerra de 1812 habían logrado imponerse, 
entre otras cosas, porque tocaban y encendían la incipiente concien­
cia nacional americana. Fue durante la guerra cuando se hizo popu­
lar la caricatura nacional del Únele Sam, y en la atmósfera de vic­
toria que siguió al fracasado ataque inglés contra Baltimore en 
1814, el abogado Francis Scott Key compuso el himno nacional. 
No obstante, el nacionalismo americano fu* desde un principio 
a 'go más que gritos de guerra patrióticos. Pueden ser diferenciadas 
varias esferas de actuación del sentimiento nacional: la cuestión 
Puramente política de la unidad nacional fue resuelta con relativa 
rapidez y facilidad gracias a la Constitución federal de 1787-1788, 
v el federalista James Wilson tenía razón al exclamar jubiloso: 
*3"íi done! We have become a nation»30. Y sin embargo, sería 
falso ver ya en la voluntad de nación un motivo esencial para la 
resistencia contra el poder colonial desde 1764. Pues los colonos 
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habían exigido precisamente un tratamiento igualitario como ciu­
dadanos ingleses, para defender sus posiciones en el imperio. La 
nación no fue la madre, sino la hija de la revolución americana. 
Las otras esferas de actuación del sentimiento nacional eran más 
ricas en contradicciones: el orgullo por la heterogeneidad del país 
y de su población se mezclaba al temor de que fuesen a separarse 
los diversos intereses; los sentimientos de superioridad y de infe­
rioridad ante los europeos se sucedían; la conciencia misionera ante 
el mundo entero iba acompañada del miedo a que fracasasen sus 
propios habitantes, en su papel de «virtuosos» ciudadanos republi­
canos que defendían la libertad. 

En los decenios que siguieron a la Declaración de Independen­
cia, una minoría con conciencia nacional sufría por tener que se­
guir viviendo en una provincia cultural inglesa. Uno de sus porta­
voces, el maestro, autor de libros escolares y lexicógrafo Noah 
Webster, en sus conferencias y escritos de 1780, llamaba a lo im­
posible. No sólo quería implantar un «gobierno nacional», sino 
también una «lengua nacional» (Dissertations on the English lan-
guage, 1789). Sin embargo, no pudo despertar en la mayoría la 
necesidad de una revolución cultural antiinglesa. Lo inglés seguía 
determinando ampliamente la forma y el contenido de las expre­
siones artísticas. Las imitaciones de Shakespeare y Sherídan domi­
naban la escena; el sentimentalismo, la didáctica y el «escalofrío 
gótico», la novela; la rima rebuscada, la poesía; el ensayo a imita­
ción de Addison y el panfleto, las publicaciones semanales y men­
suales y el periodismo político. Símbolos de la Antigüedad clásica 
adornaban los sellos del Estado, los escudos y las monedas; los 
motivos grecorromanos y góticos caracterizaban la arquitectura de 
los edificios públicos. Con la fundación del Estado había surgido 
una necesidad, largo tiempo desconocida, de pintura y arquitectura. 
Había que construir edificios públicos, y para los retratistas e ilus­
tradores de los libros de historia había por fin personalidades y 
acontecimientos de interés público. Una historiografía nacional 
empezó inmediatamente a difundir la interpretación patriótica del 
movimiento independentista. Los escritos de la primera generación 
de historiadores nacionales americanos tenían en común que descri­
bían la revolución como la gran experiencia en la que el pueblo 
americano llegaba a un consenso y que colocaban lo común por 
encima de las contradicciones internas. La misma finalidad cum­
plían los días de fiesta nacional. Además del día de la Declara­
ción de la Independencia, a partir de 1800 se celebró también en 
todo el país el día del nacimiento de Washington, y poco a poco 
se fue imponiendo a los políticos de la época revolucionaria el 
papel de «padres de la patria»; la muerte simultánea de Jefferson 



y Adams en el cincuentenario de la Declaración de Independencia 
hizo correr un piadoso escalofrío patriótico por todo el país. 

En 1815 se había independizado definitivamente el fragmento 
europeo. Tanto en lo político como en lo económico, la Unión 
americana, en 1815, había dejado de ser una cadena de asenta­
mientos a orillas del Atlántico orientados hacia Europa. Los eu­
ropeos emigrados al Oeste habían defendido con éxito su nuevo 
Estado; ahora se volvían hacia el continente que tenían ante ellos, 
para explotarlo en provecho propio. 

Los ánimos de conquista económica, con los que terminaba la 
fase de consolidación de la Unión, se unían a un sentimiento po­
lítico básico de autosatisfacción. La existencia del nuevo Estado se 
encontraba asegurada en una medida que no hubiese sido previsi 
ble en 1776, y el nuevo orden estatal había demostrado tener una 
flexibilidad tan grande que se había quedado sin adversarios: úni­
camente se encontraba con personas que lo interpretaban de mane­
ra diferente. Henry Adams, uno de los más amargos intérpretes de 
esos años, ha resumido en pocas palabras el sentimiento político 
de fondo: «La sociedad se encontraba hastiada de las luchas y 
buscó su comodidad en un sistema político que dejaba sin decidir 
toda cuestión en litigio» 3 1 . 

Esto fue posible por dos razones: en América, bajo las condicio­
nes relativamente sencillas de una sociedad agraria, se satisfacía la 
pretensión de participación política de las clases medias y de las 
capas altas burguesas; a diferencia de Europa, una victoriosa revo­
lución democrática precedió allí a la revolución industrial. A eso 
se añadía que la lucha contra las pretensiones de hegemonía de las 
grandes potencias europeas obligaba cada vez más a la cooperación 
a cualquier precio de los diversos grupos de intereses, especialmen­
te los regionales. En el curso de unas pocas décadas pudieron des­
arrollarse, por eso mismo, los grandes intereses regionales hasta lle­
gar a la guerra civil. 
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2. Regionalismo, esclavitud, guerra civil 
y reincorporación del Sur, 1815-1877 

Para la Unión, el mayor peligro de su crecimiento deriva 
del constante desplazamiento de sus fuerzas internas... Re­
sulta difícil imaginar una relación duradera entre dos pue­
blos, de los cuales uno es pobre y débil y el otro rico y 
poderoso... (especialmente) cuando aquél está cobrando la 
fuerza que éste pierde. 

Alexis de Tocqueville, 1835. 

I. DIVERGENCIAS EN T O R N O A LA CONSTITUCIÓN 

Durante un breve lapso de tiempo, la guerra de 1812 puso de 
manifiesto la debilidad inherente al sistema de gobierno americano. 
Una minoría poderosa había desafiado la autoridad del presidente 
y del Congreso, dando pie así a inquietantes preguntas acerca de 
la naturaleza de la Unión. No obstante, el recuerdo que los ame­
ricanos conservaron de la guerra no fue el de la confusión polí­
tica en que el conflicto les había sumido ni el de la exigüedad 
relativa de sus éxitos militares, sino el de que, habiéndose enfren­
tado a la primera potencia militar del mundo, sobrevivían. Ello 
parecía respuesta suficiente a los críticos extranjeros que, ya desde 
la independencia, se limitaban a profetizar el desastre. Combinar 
republicanismo y federalismo y mantener al propio tiempo la posi­
ción de América en cuanto potencia independiente no era tarea 
fácil; era evidente, sin embargo, que lo habían logrado. Los 
británicos se habían retitado a sus posiciones de antes de la gue­
rra; el partido federalista se hallaba en decadencia; se había roto 
la resistencia india al este del Misisipí, y nuevas y extensas áreas 
habían sido abiertas a la colonización. En conjunto el futuro no se 
había presentado en muchos años tan brillante como entonces. 

Ello explica que se dejaran de lado algunos de los trascenden­
tales problemas brevemente atisbados durante la guerra. Figuraba 
entre los mismos la cuestión de si los Estados Unidos constituían 
una confederación de Estados o una sola nación unificada. El 
preámbulo de la Constitución, que se abría con las palabras «Nos-
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otros, el pueblo de los Estados Unidos, con el fin de formar una 
Unión más perfecta...», parecía respaldar el segundo punto de 
vista. No en balde si «el pueblo», entendiendo por tal a su tota­
lidad, había aceptado la Constitución, cabía presumir que ésta 
tuviera prioridad sobre otras lealtades, incluidas las debidas a los 
estados individualmente considerados. 

Concretamente sobre este extremo, la propia Constitución era 
bastante precisa: cuando la autoridad federal y la estatal entraban 
en conflicto, prevalecía la ley federal, siempre claro está que la 
cuestión debatida cayera dentro de su esfera de competencia, sien­
do el Tribunal Supremo el órgano al que correspondía dirimir esta 
cuestión. Naturalmente éste era un problema esencialmente técnico, 
por cuanto mientras se aceptara la autoridad de la Constitución 
no parecía probable que surgieran dificultades que no pudieran 
resolverse por la vía legal, o por la política, con tal de que existiera 
la voluntad de permitir el funcionamiento de los mecanismos y de 
acatar las decisiones adoptadas. El verdadero problema, al que ya 
habían aludido Jefferson y Madison en sus Resoluciones de Ken-
tucky y Virginia de 1798, y los contrarios a la guerra de 1812, en 
Nueva Inglaterra, era el de si, en última instancia, los americanos 
estaban obligados a aceptar la autoridad de la Constitución. 

Era ésta una interrogante a la que ni la propia Constitución 
respondía satisfactoriamente, ya que independientemente de lo 
que su preámbulo parecía decir, lo cierto era que el conjunto del 
pueblo americano jamás le había dado su consentimiento, ni por 
supuesto había sido invitado a hacerlo. El asentimiento que había 
recibido procedía de los estados por separado, actuando por medio 
de sus respectivos legislativos o, lo que fue más común, a través 
de convenciones de ratificación constituidas al efecto. El procedi­
miento a seguir fue establecido en el artículo 7, que disponía que 
la ratificación quedaba a la discreción de los estados; es más, el bo­
rrador del propio preámbulo afirmaba: «Nosotros, el pueblo de los 
estados de New Hampshire, Massachusetts [...] decretamos, decla­
ramos y establecemos la presente Constitución...» ' . El hecho de que 
se adoptara la versión final obedeció a que los delegados se dieron 
cuenta tardíamente de que ignoraban todavía si los trece estados 
estaban realmente decididos en su totalidad a ratificarla, y no al 
•ntento de que el documento apareciera como expresión de la «vo­
luntad general» del pueblo americano. El hecho de que a la postre 
todos los estados acabaran ratificando la Constitución —aun 
cuando algunos lo hicieran con notable retraso— no implica que 
s u decisión fuera por ello menos voluntaria, pues cualquiera de 
ellos tenía perfecto derecho a permanecer independiente, como 
P°r cierto tiempo lo haría Rhode Island. 
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Pero admitir que los Estados Unidos tuvieron su origen en un 
pacto voluntario entre estados, que en aquella ocasión actuaron 
como si fueran independientes, abstracción hecha de sus anteriores 
relaciones, no significaba necesariamente que tuviesen derecho a 
optar por salirse del sistema por voluntad propia. Después de todo, 
los estados soberanos, al igual que los individuos, pueden acordar 
vincularse a perpetuidad. Eran muchos los que mantenían que, 
efectivamente, tal había ocurrido entre 1787 y 1790; pero este pun­
to de vista era difícilmente defendible en base a los supuestos 
sobre los que operaban los americanos, por cuanto si, como la 
mayoría creía, los poderes de un gobierno auténtico procedían del 
consentimiento de los gobernados —en una palabra, si la fuente 
última de la autoridad era el pueblo— resultaba que la soberanía 
del pueblo era inalienable, y seguía siéndolo con independencia 
de los compromisos específicos que ocasionalmente pudiera con­
traer. En 1788, ciertamente, no había quedado suficientemente 
claro si quienes se declaraban conformes con la nueva forma adop­
tada por la Unión estaban renunciando a aquel derecho, lo que por 
otra parte carecería de sentido, ya que en caso afirmativo hubie­
ran actuado más allá de sus poderes. A lo más que podían llegar 
los estados era a «prestar» una parte de su soberanía a quienes 
creían capaces de ejercerla prudentemente en su nombre; esto es 
lo que habían hecho al dar su conformidad a los Artículos de la 
Confederación. A su debido tiempo, conscientes de que estos 
artículos no resultaban provechosos, invistieron otra vez de su 
autoridad a una nueva institución, la Unión, ciertamente más fuer­
te pero no por ello más inmutable, en la medida en que, para 
el ejercicio de sus poderes, dependía del asentimiento constante 
de los ciudadanos de los estados individualmente considerados 2. 

De aquí que el sistema de gobierno americano pudiera contem­
plarse desde dos puntos de vista bastante dispares: como un pacto 
indisoluble, que había de mantenerse incluso por la fuerza de las 
armas, si ello fuera necesario, o como un acuerdo dependiente de 
la buena voluntad de los estados ndividuales. 

Cuanto antecede no significa que en los años posteriores a la 
paz de Gante (1815) fueran éstas las únicas opciones posibles. Si 
a los americanos se les hubiera preguntado si los Estados Unidos 
constituían una confederación de estados soberanos o una sola na­
ción unificada, la mayoría habría respondido que eran un poco de 
ambas cosas. En determinados terrenos, la autoridad estatal era 
soberana; en otro, la federal. Como dijera el presidente Andrew 
Jackson en 1832, «Por separado, los estados no han conservado 
completa su soberanía [...] Al convertirse en partes de una nación, 
y no en miembros, de una liga, renunciaron a una porción esencial 
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de su soberanía». En 1833, Daniel Webster hizo una observación 
similar: «Al ingresar en la Unión, el pueblo de cada estado renun­
ció a una parte de su poder de legislar para sí mismo, en conside­
ración a la circunstancia de que, en cuanto se refiriera a temas de 
interés común, participaría también en la elaboración de leyes 
para otros estados. Dicho de otro modo, el pueblo de todos los 
estados aceptó crear un gobierno común que sería dirigido por 
representantes comunes» 3 . E n cualquier caso, así es como funcio­
naba el sistema americano. Su especial mérito, como orgullosamen-
te hacían notar los americanos, radicaba en que permitía una am­
plia división de poderes, a diferencia de lo que ocurría en la mayor 
parte de los sistemas políticos europeos donde el poder se hallaba 
concentrado en unas pocas manos y los gobernantes respondían 
sólo ante sí mismos. 

Este razonamiento era erróneo, como acabarían por descubrir 
tanto los nordistas como los sudistas, porque no distinguía entre 
los poderes de la soberanía, que eran divisibles, y la propia sobera­
nía, que no lo era. De este modo, los americanos se vieron obliga­
dos a elegir, de 1840 a 1860, entre dos criterios marcadamente 
divergentes, e incluso irreconciliables, como los acontecimientos 
posteriores habían de demostrar, acerca de su gobierno nacional. 
En su expresión más simple se trataba de una opción entre la 
interpretación que enjuiciaba el sistema fundamentalmente desde el 
punto de vista de sus orígenes, y aquella que lo hacía sobre todo 
tomando en consideración el desarrollo de sus funciones. La debili­
dad del primer enfoque residía en que ignoraba el hecho de que 
se habían producido cambios importantes; la del segundo, en que 
pretendía ignorar que gran parte del pueblo creía sinceramente que 
aquellos cambios eran irrelevantes o ilegítimos. Resulta imposible 
decir cuál de los dos criterios era el «correcto». Los padres de la 
patria, conscientes del estrecho margen de maniobra de que dis­
ponían, se contentaron con que el tiempo resolviera las cosas. De 
haber optado la totalidad de los americanos por uno de los dos 
criterios, no se habría producido conflicto alguno, pero lo grave 
era que a medida que transcurría el tiempo las opiniones se pola­
rizaban por regiones. Para entender por qué las cosas sucedieron 
a s i es preciso examinar las diferencias geográficas entre las dis­
tintas regiones y sus respectivos intereses políticos y económicos. 

EL VIEJO SUR 

En 1815, la población americana se cifraba en ocho millones y 
medio de habitantes, de los que alrededor de cuatro millones, es 
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decir, algo menos de la mitad, vivían al sur de la línea que separa­
ba Maryland de Pensilvania, conocida también como la línea 
Mason-Dixon. El Sur, pues, contaba entonces con una población 
casi igual a la que tenía todo el país en los tiempos en que se 
efectuó el primer censo nacional de 1790. Desde el punto de vista 
geográfico, el Sur se hallaba también en proceso de expansión 
Kentucky se convirtió en Estado en 1792; Tennessee en 1796 y 
Luisiana en 1812. En 1821 se sumaron tres estados sudistas más, 
Misisipí, Alabama y Misuri, a los que se agregarían en su momento 
Arkansas en 1836, y Florida y Texas en 1845. 

Se desprende de todo ello que el Viejo Sur, como más tarde 
había de Llamársele, no era en realidad tan viejo. En la época de 
la revolución americana, en su mayor parte no había sido coloniza­
do, ni siquiera explorado, e incluso en tiempos de la guerra civil 
una gran extensión del mismo seguía siendo tierra virgen. Pero 
inmerso en él había un Sur más viejo aún, integrado por las pri­
mitivas colonias británicas de Maryland, Virginia, Carolina del 
Norte y del Sur y Georgia, donde seguía habitando en 1815 la 
mayor parte de la población y de donde procedían tanto la pobla­
ción como muchas de las ideas y tradiciones, a medida que el gran 
Sur se desarrollaba. De aquellas antiguas colonias, la más primi­
tiva y también la más poblada era Virginia, cuya historia se remon­
taba al asentamiento original de Jamestown en 1607. Su legislatura 
estatal era descendiente directa de la asamblea representativa más 
antigua del Nuevo Mundo, la House of Burgesses de Virginia, 
fundada en 1619, un año antes de que los Pilgrim Fathers llegaran 
a Plymouth. Las restantes colonias se establecieron en diferentes 
épocas y con propósitos diversos; la más reciente de todas, Georgia, 
fundada en 1732, fue concebida como un establecimiento para 
deudores condenados. Pero como de costumbre, la lejanía de la 
madre patria y las vicisitudes de la vida en la frontera (para la 
frontera de las tierras colonizadas, véase infra p. 129) acabaron por 
imponerse a los proyectos iniciales de sus fundadores. A lo largo 
de toda la región situada al sur de la línea Mason-Dixon, la vida 
fue adquiriendo ciertos rasgos comunes. 

Lo que sobre todo distinguía a estos estados de los que se en­
contraban más al Norte era el factor climático 4. La temperatura 
media en Virginia era diez grados más alta que en Nueva York, y 
veinte la de Carolina del Sur. Desde el punto de vista del clima. 
Boston, Richmond y Charleston eran tan diferentes como Berlín, 
Milán y Ñapóles, lo que se reflejaba tanto en la apariencia exterior 
de las ciudades mismas como en el vestido y en los hábitos de sus 
moradores. Mayor importancia aún que las temperaturas medias te­
nía la diferente duración de las temporadas de cultivo, ya que en 
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cualquier punto del Sui se prolongaban de dos a ocho semanas más 
que en Nueva Inglaterra, lo que hacía posible obtener aquellas 
materias primas agrícobs que hicieron famoso al Sur, y de las que 
dependía su prosperidad. Durante la época colonial, las principa­
les habían sido el tabico, el arroz y el añil. A lo largo de más 
de un siglo estos tres productos cubrían la mayor parte de las ex­
portaciones americanas al Viejo Mundo. Después de la Revolución, 
su demanda cedió o, como en el caso del añil, desapareció por 
completo, pero la pérdida que aquello significó fue compensada 
con creces por la irrupción del algodón como cultivo comercial. En 
1810 el algodón ocupó el puesto del tabaco como principal materia 
prima, y a partir de 1820 representaba prácticamente la mitad de 
todas las exportaciones americanas. 

Para los contemporáneos, este auge del algodón fue un aconteci­
miento de alcance revolucionario, y, en cierto sentido, lo era. El 
ritmo de expansión del Sur durante la primera mitad del siglo xix 
fue en gran medida una respuesta a la demanda de nuevas tierras 
para su cultivo. Sus efectos, por otra parte, no quedaron limitados 
al Sur, toda vez que tanto el desarollo inicial de la industria ma­
nufacturera del Norte como la expansión del tráfico marítimo 
americano obedecieron también en gran medida a la aparición del 
algodón. En un sentido más amplio, sin embargo, las consecuencias 
de su aparición fueron todo menos revolucionarias, ya que hicieron 
posible el mantenimiento de un estilo de vida en el Sur que di­
fícilmente habría perdurado de haber seguido siendo las materias 
primas iniciales su único recurso. El algodón no sólo permitió a 
las regiones colonizadas desde más antiguo conservar su carácter 
esencialmente agrícola sino que hizo posible que todo el sistema 
social sudista fuera trasladado a las regiones del Oeste reciente­
mente explotadas y su imposición allí a una escala aún mayor. (Para 
el desarrollo económico del Sur, véase el capítulo 3, apartado IV.) 

De este modo, las diferencias regionales de la época colonial 
se perpetuaron hasta la época de la fundación de la Unión. Ya 
desde un primer momento aquellas diferencias eran suficientemente 
evidentes como para justificar más de un comentario. Josiah Quincy 
Jf-, un bostoniano que visitó Carolina del Sur en 1774, quedó desfa­
vorablemente impresionado por el contraste que observaba entre 
a a,uélla y su Nueva Inglaterra natal: «Sus habitantes», afirmaba, 
«pueden ser divididos en tres categorías: plantadores opulentos y se­
ñoriales, campesinos pobres y apocados y viles esclavos.» Los comen­
tarios de Edward Rutledge, de Carolina del Sur, que visitó Nueva 
Inglaterra dos años más tarde, no eran menos críticos: «Me espan­
tan», escribía de sus habitantes, «su astucia rastrera, y esos princi­
pios igualitarios que generalmente poseen quienes carecen de carác-
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ter y de fortuna, y que tanto cautivan a los estratos más bajos de 
la humanidad, y que han de provocar tales fluctuaciones en la 
propiedad que crearán el mayor desorden» 5 . El intercambio de 
invectivas de esta índole se prolongaría hasta el estallido de la 
guerra civil e incluso después de ella. Ello no obstante, sería 
erróneo identificar diferencias regionales y antagonismos regionales. 
Los bostonianos también tenían comentarios ácidos que hacer sobre 
los habitantes de Rhode Island, en tanto que los virginianos con­
sideraban desde siempre a Carolina del Norte poco menos que como 
un nido de piratas. En el propio Sur, entre los plantadores de la 
costa y los colonos de tierra adentro existía una enemistad inve­
terada que estallaba en conflictos intermitentes. Pero la prueba 
más evidente de que las diferencias regionales no eran obstáculo 
para la cooperación política fue el éxito con que nordistas y sudis-
tas se unieron primero en la lucha por la independencia y más tar­
de en la tarea de construir una nación. Tanto Washington como 
Jefferson, Madison y Monroe procedían del Sur. Como patriotas 
y partidarios de la Unión, los sudistas no tenían motivo alguno 
para estar menos orgullosos de sus realizaciones que los nordis­
tas; es más, a la vista del comportamiento de los federalistas de 
Nueva Inglaterra durante la guerra de 1812, algunos comenzaron a 
sospechar que incluso podían estarlo más. 

En estas circunstancias, y aun cuando entre el Norte y el Sur 
existieran diferencias culturales y económicas bien definidas, no 
había motivo para suponer, al menos hasta 1820, que aquéllas 
originaran diferencias políticas entendidas como discordias, y, 
menos aún, que la opinión pública hubiera de polarizarse regional-
mente en torno a un determinado enfoque de la Constitución y en 
torno a otro muy distinto en el resto del país. El hecho de que 
a la postre así ocurriera fue en gran parte resultado de una ins­
titución, la esclavitud. 

III . LA ESCLAVITUD 

De los 8,5 millones de habitantes con que contaban los Estados 
Unidos en 1815, 1,5 eran negros, y de ellos 1,3 esclavos. De cada 
cien americanos, pues, dieciocho eran total o parcialmente de as­
cendencia africana y de ellos dieciséis eran esclavos. Aproximada­
mente la mitad de los que no lo eran vivían en el Norte, y prác­
ticamente la totalidad de los esclavos vivían en el Sur. En Mary­
land suponían un tercio de la población, en Virginia la mitad, en 
Carolina del Norte una cuarta parte y en Carolina del Sur las dos 
terceras partes. Considerando el Sur globalmente, incluidas aquellas 
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zonas que no habían alcanzado todavía la condición de Estado, 
los esclavos representaban entre un cuarto y un tercio de la po­
blación 6 . 

Algunos de ellos, fácilmente reconocibles por sus cicatrices tri­
bales y por su aspecto «exótico», habían nacido en África, si 
bien su proporción disminuyó con la desaparición del tráfico de 
esclavos en 1808. La mayor parte la constituían descendientes de 
cautivos traídos de África en el curso de los siglos anteriores. Por 
su condición de esclavos, carecían de derechos civiles y podían 
ser comprados, vendidos, hipotecados o trasladados de un lugar a 
otro como cualquier otra propiedad personal, pues no otra cosa 
eran desde el punto de vista legal. 

En la práctica, por supuesto, se admitía que poseían determi­
nadas cualidades de que carecían otros tipos de propiedades. Aun 
cuando nada podían poseer legalmente y les estaba vedado hacer 
contratos civiles, como contraer matrimonio, por ejemplo, a la 
mayoría se le toleraba al menos ciertos efectos personales y mu­
chos de ellos celebraban ceremonias que se asemejaban al matri­
monio civil. En este, como en tantos otros aspectos, mucho de­
pendía de la actitud personal de cada amo, y también, al menos en 
cierta medida, de los propios esclavos. Algunos propietarios de 
esclavos, muy pocos, se parecían a los benévolos patriarcas de las 
leyendas sudistas; otros, a los crueles tiranos que describían los 
críticos del Norte; pero en su mayoría participaban • de ambos. 
Paralelamente, algunos esclavos se hacían acreedores de los cas­
tigos por su trato difícil o rebelde comportamiento, dañando los 
utensilios de trabajo o las cosechas o fugándose habitualmente, en 
tanto que otros adoptaban una aptitud amistosa y cooperadora. 
Como corresponde a una institución que abarcaba a millones de in­
dividuos viviendo y trabajando en íntima relación, el espectro de 
las relaciones humanas a las que afectaba era demasiado amplio 
como para poder encajarlo claramente en un modelo estereotipado. 

Se ha discutido mucho acerca de la naturaleza de la experiencia 
esclavista y de la estructura conceptual en que debía ser juzgada 
desde que en su obra The peculiar institution (1956), Kenneth 
Stampp rechazara explícitamente las hipótesis racistas de prece­
dentes estudios. Durante la década de 1950 y gran parte de la 
de 1960, la mayoría de bs historiadores ha subrayado los aspectos 
más brutales de la institución. La obra de Stanley Elkins, Slavery 
(1959), comparaba la experiencia de los esclavos con la de los judíos 
e n los campos de concentración nazis y llegaba a la conclusión de 
<lue los negros estaban mutilados psicológicamente, como conse­
cuencia del atentado que para su dignidad suponía la esclavitud. 
Como es natural, este juicio iba dirigido contra la sociedad blanca 
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y, como tal, suscitó poca oposición. Pero primero los negros y 
después también los blancos comenzaron gradualmente a tomar 
conciencia de que resultaba poco halagador para la cultura negra, 
de la que los negros, durante los años 60, se sentían cada vez 
más orgullosos. En los últimos años hay indicios de que se ha 
cerrado el ciclo. El historiador Eugene Genovese ha llamado la 
atención sobre el grado de mutua acomodación entre razas que 
comportaba la esclavitud, en tanto que los defensores de la cuan-
tificacion exacta en la historiografía como Fogel y Engerman sos­
tienen que los negros estaban mejor alimentados, accedían con 
mayor facilidad a los trabajos especializados y gozaban de mayor 
estabilidad familiar antes de la guerra civil que después de ella 7 . 

Aunque nada parece indicar que la polémica esté cediendo, re­
sulta obvio que las analogías con otras instituciones, como las 
prisiones y los campos de concentración, acaban por crear confu­
sión, sin perjuicio de que puedan arrojar alguna luz sobre deter­
minados aspectos de la esclavitud. Es por otra parte muy poco 
probable que los dos grandes grupos afectados, amos y esclavos, 
estuvieran integrados por individuos de ambos sexos que vivieran 
juntos manteniendo entre sí una relación permanente. Sería, pues, 
más correcto establecer un paralelo con los regímenes esclavistas 
de las Indias Occidentales y de América Latina, cuya existencia 
obedecía a parecidas condiciones económicas y en los que las 
cuestiones de raza y condición social se hallaban relacionadas en 
forma semejante. Pero incluso aquí las diferencias eran impor­
tantes. 

Una de ellas era que, frente a lo que ocurría en las Indias 
Occidentales, en el Sur había más blancos que esclavos. Por supes-
to esto no ocurría en todas partes, pero incluso en aquellos con­
dados donde la concentración de negros era más elevada, era difícil 
que los blancos se hallaran en una inferioridad numérica tan acu­
sada como, por ejemplo, en Jamaica. La realidad era que en el 
Sur, globalmente considerado, tan sólo una de cada cinco familias 
era propietaria de esclavos, y que de aquellas que lo eran, la ma­
yor parte disponía de menos de cinco; únicamente una de cada 
quince podía ser considerada familia de plantadores por contar 
con más de veinte esclavos, y, finalmente, sólo una familia de cada 
trescientas pertenecía a la categoría de los grandes plantadores, 
por ser propietaria de más de cien. En 1850, en todo el Sur no 
existían más de 3.000 de estas familias. 

Otra importante diferencia era que la mayoría de los plantado­
res, grandes y pequeños, vivían en sus posesiones, al menos 
durante parte del año. La práctica del absentismo (absentee 
ownership), típica del sistema imperante en las Indias Occidenta-

70 



les, no era una de las características del Sur. Casi todos los plan­
tadores conocían a los esclavos que trabajaban en sus campos, al 
menos de vista, y más íntimamente a sus servidores, e incluso 
cuando empleaban capataces, como acostumbraban a hacer los 
grandes plantadores, seguían de cerca las faenas y sabían cuándo 
habían de intervenir para atajar los desórdenes. Por otro lado, no 
todos los esclavos se hallaban sujetos a tan estrecha supervisión; 
los que vivían en las ciudades, aproximadamente un 5 por 100 
del total, podían frecuentar las calles, donde se mezclaban con los 
negros libres y con los blancos de inferior extracción social. A unos 
pocos les estaba permitido incluso alquilar su tiempo libre como 
artesanos o jornaleros, si bien es cierto que las autoridades munici­
pales trataban de desalentar esta práctica. Para la gran mayoría 
de los esclavos, la vida estaba gobernada por los ciclos del cultivo 
del algodón o del tabaco y circunscrita a la plantación y a sus 
inmediatos alrededores, donde habitaban bajo la mirada vigilante 
del plantador y de sus auxiliares. 

El Sur era pues, en esencia, una sociedad de blancos libres que 
englobaba a una minoría —ciertamente considerable— de negros 
sometidos a esclavitud y, sin embargo, muy pocos eran los aspec­
tos de la sociedad blanca que no se veían afectados en alguna 
medida por esta presencia negra. No cabe duda de que, sin sus 
esclavos, los sudistas habrían hallado la manera de producir sus 
materias primas de exportación; con toda probabilidad lo habrían 
hecho explotando pequeñas propiedades familiares. Esto fue pre­
cisamente lo que hicieron en el siglo xvil, antes de que se iniciara 
la gran avalancha de negros. De haber continuado por este cami­
no, la sociedad sudista se hubiera desarrollado de forma similar a 
la del Norte, pero el advenimiento de mano de obra esclava negra 
hizo que el cultivo, al menos el de las materias primas básicas, se 
concentrara en unidades de explotación más extensas; hizo tam­
bién que en el Sur se produjera una estructura social característica. 

Como innumerables visitantes extranjeros pudieron observar, 
en cualquier lugar de Norteamérica el rasgo dominante de la so­
ciedad era la ruda igualdad de las condiciones de vida. El contraste 
entre la riqueza y la pobreza que podía encontrarse en Europa en 
modo alguno existía allí. Esto obedecía, como el más agudo de 
aquéllos pusiera de relieve, no a razones de preferencia social, 
que estaban implícitas, sino al simple hecho de que en un con­
texto agrícola, donde la tierra abundaba y la mano de obra esca 
seaba, la mayoría era tan rica o tan pobre como lo permitieran 
su propio trabajo y el de sus familiares. Pero estas condiciones 
no se aplicaban al Sur de la línea Mason-Dixon, como tampoco en 
Europa, al menos a quienes podían disponer de esclavos para tra-
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bajar en su lugar. En cada caso, de lo que se trataba era de procu­
rarse aquello que más escaseaba: en Europa, la tierra; en América, 
la mano de obra. El paralelismo no pasó inadvertido; de aquí que 
no fuera mera coincidencia que los propios sudistas acabaran por 
creer que procedían de los caballeros feudales ingleses del si­
glo xvu, por oposición a los habitantes del Norte, a quienes con­
sideraban descendientes de los «cabezas redondas» puritanos. Esta 
creencia estaba desprovista de fundamento histórico, pero encajaba 
perfectamente con la imagen que de sí misma tenía una clase, como 
ia de los plantadores, que se había encumbrado gracias a la explo­
tación de mano de obra esclava y que, entre tanto, había adquirido 
veleidades aristocráticas *. 

La plantación del Viejo Sur, con sus bellas damas, sus corteses 
caballeros y sus hilarantes «morenos», se ha visto aureolada por 
la leyenda. Lo cierto es que, por lo general, la vida tanto de los 
blancos como de los negros, pero especialmente la de estos últimos, 
era menos idílica. En cualquier caso, tan sólo una pequeña minoría 
de blancos formaba parte de aquel selecto círculo; al igual de lo 
que ocurría en el Norte, la mayoría estaba formada por agricultores 
de una u otra especie. Pero incluso despojada de todo roman­
ticismo, la plantación seguía siendo una institución de la mavor 
importancia; proporcionaba la mayor parte de las exportaciones 
del Sur o, lo que es lo mismo, la mayor parte de las exportaciones 
americanas; por otra parte, desempeñaba también un importante 
papel en la formación de los valores sociales de la región, pues si 
bien eran muy pocos los que alcanzaban la condición de plantador 
eran muchos los que aspiraban a ella. De las filas de los planta­
dores, finalmente, procedían quienes regian los intereses del Sur 
y los representaban a nivel nacional. Por muy espúreas que 
pudieran ser sus aspiraciones a un rancio abolengo, lo cierto es 
que los plantadores formaban una auténtica aristocracia en el sen­
tido de que controlaban gran parte de la riqueza del Sur y ejer­
cían una Influencia desproporcionada a sus efectivos reales. 

En un aspecto, sin embargo, tenían muy poco en común con los 
aristócratas europeos, ya que, aun cuando no lo parezca, seguían 
considerándose identificados con los comunes ideales americanos 
de libertad y democracia. Para ello comenzaron por asignar a los 
negros una categoría especial, lo que no siempre resultaba fácil 
ya que ni todos los negros eran esclavos ni todos los esclavos 
eran de ascendencia puramente africana: la miscegenation, la mez­
cla de razas, era tabú pero precisamente por ello no era des­
conocida. Pero con la ayuda del clero sudista, que les docu­
mentó cumplidamente, elaboraron una argumentación que no 
sólo demostraba la conveniencia de mantener a un sector de 
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la población sometido a un régimen de forzados, sino, además, 
que Dios lo quería as í 9 . Una vez aceptado esto, para la mayoría 
de los sudistas lo demás fue relativamente fácil. Y en el peor de 
los casos no les resultaba más difícil a los sudistas que a los nor-
distas justificar las diferencias de riqueza y de influencia existentes 
en sus respectivas regiones. Ambos podían alegar que la igualdad 
estricta no formaba parte del ideario americano. En cualquier 
sociedad sana necesariamente tenían que surgir desigualdades de­
bidas a la mayor diligencia e iniciativa de unos y a la relativa 
indolencia y al despiltarro de otros. Si ninguna de las dos socie­
dades era perfecta, desde el punto de vista de los sudistas la suya 
se aproximaba más al ideal porque descansaba sobre el interés re­
cíproco de amos y esdavos y no, como ocurría en el Norte, sobre 
las relaciones intrínsecamente antagónicas entre capital y traba­
jo ">. 

Es evidente que toda tendencia a la autojustificación social con­
tiene elementos ilusorios, y desde el punto de vista que nos ocupa 
bien pudiera ocurrir que las diferencias entre el Norte y el Sur 
fueran escasas. La sociedad nordista, por supuesto, no estaba siem­
pre a la altura de los ideales que proclamaba, cosa que los críti­
cos sudistas se apresuraban a poner de relieve. No es menos cierto, 
también, que en el pasado los sudistas habían contribuido tanto 
como los nordistas a la formación de la ideología liberal de la 
nación. Pero no se requería un gran esfuerzo de imaginación para 
darse cuenta de que los sudistas incurrían en una contradicción 
cuando describían su sociedad como la encarnación viva de aquella 
libertad, al tiempo que conservaban la mayor población esclava del 
mundo occidental. 

IV. LA OFENSIVA CONTRA LA ESCLAVITUD 

Esta contradicción entre teoría y práctica no había pasado inad­
vertida. Desde principios del siglo xvm, los cuáqueros y otros gru­
pos habían puesto de relieve que mantener al hombre en esclavi­
tud no era compatible con las enseñanzas de Cristo sobre el amor 
al prójimo, y ya en tiempos de la revolución los cuáqueros habían 
dado un paso efectivo contra la posesión de esclavos al persuadir 
a sus correligionarios de que los emanciparan y cerraran sus puer­
tas a quienes se negaran a hacerlo. 

Ello no significa, por supuesto, que su ejemplo cundiera. Mucho 
mayor alcance, al menos por su impacto inmediato, tuvo el resur­
gir del sentimiento liberal que acompañó a la propia revolución. 
Hasta entonces, la esclavitud estaba reconocida en la totalidad de 
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las colonias aun cuando los esclavos que vivían al norte de Mary­
land fueran relativamente escasos, menos de un 7 por 100. Los 
contemporáneos mantenían que esta situación obedecía al clima, 
que no les convenía, pero la explicación más probable es que allí 
no había una demanda de sus servicios comparable a la de una 
agricultura de producción en masa como era la del Sur. De aquí 
que a los nordistas les fuera relativamente fácil poner en práctica 
sus ideas y abolir la institución. Al finalizar la contienda, la escla­
vitud era prácticamente inexistente en Nueva Inglaterra y una ge­
neración después también había desaparecido de los estados de la 
costa atlántica. 

En esta época también fueron adoptadas otras importantes de­
cisiones. En 1787, entre las disposiciones tomadas por el Congreso 
continental acerca de la autonomía de las tierras situadas al este de 
Nueva York y al norte del río Ohio, que abarcaban aproximada­
mente la mitad del territorio nacional de los trece primeros estados 
(capítulo 1, apartado V), figuraba que la esclavitud quedaría allí 
permanentemente excluida. Al mismo tiempo, la Convención 
constitucional, reunida en Filadelfia, acordaba que a efectos de 
representación en el nuevo gobierno nacional, cada esclavo equival­
dría a tres quintos de hombre blanco y, lo que era aún más im­
portante, en 1807 el Congreso decidió poner fin a toda nueva 
importación de esclavos de África. 

Como habían de demostrar los acontecimientos posteriores, cada 
una de estas decisiones afectaba a importantes intereses regionales; 
el hecho de que se adoptaran sin que se produjera un profundo 
enfrentamiento regional —e incluso el mero hecho de que se adop­
taran— demuestra que las fronteras regionales eran todavía relati­
vamente fluidas. Lo que preocupaba a la Convención constitucional 
no eran los respectivos intereses de los estados del Norte y del 
Sur, sino los de los estados pequeños y grandes. En 1807, el tema 
nacional era la forma arbitraria en que los británicos trataban a 
la navegación americana. Entre tanto, en el mismo Sur se había 
abierto una interrogante acerca del futuro de la esclavitud, y ello 
no porque los sudistas estuvieran contemplando la posibilidad de 
una emancipación masiva —aun cuando algunos, incluido el pro­
pio Washington, hubieran libertado a sus esclavos—, sino debido 
a que se hallaba en tela de juicio la utilidad económica de la ins­
titución. En un momento en que cedía la demanda de materias 
primas tradicionales del Sur y la demanda futura de algodón era 
incierta, no estaba nada claro qué empleo podría darse a su cre­
ciente población esclava, e incluso si se la podría emplear en ab­
soluto. 
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Era muy poco probable que las tensiones regionales se agrava­
ran mientras el futuro económico del Sur siguiera siendo proble­
mático. Aun cuando por entonces ya era posible distinguir entre 
estados esclavistas y estados libres —y también entre territo­
rios esclavistas y territorios libres— no parecía que aquello 
fuera a tener importantes repercusiones políticas, ni que las ten­
siones existentes fueran a prolongarse. ¿Quién podía predecir cómo 
iba a evolucionar el Sur? Dado que era productor de materias pri­
mar, ¿acaso no podría convertirse en un centro para transformarlas 
en artículos acabados? 

Estas interrogantes quedaron por el momento sin respuesta y, 
entre tanto, se propuso una nueva solución al problema de la 
esclavitud. El motivo por el cual los sudistas no habían seguido el 
ejemplo de sus compatriotas del Norte, y que hizo que los estados 
del Sur adoptaran una legislación prohibiendo la manumisión, no 
radicaba únicamente en la resistencia pura y simple a prescindir del 
servicio de los esclavos; radicaba también en la incertidumbre acer­
ca de su destino una vez puestos en libertad. En el Norte, la eman­
cipación no había planteado problemas porque su número era rela­
tivamente pequeño, pero ¿y en el Sur? Todo el mundo estaba de 
acuerdo en que había que descartar totalmente su integración en 
la sociedad blanca; eran demasiados y, por propia naturaleza, inasi­
milables. Ponerlos en libertad equivaldría a empujarlos al bando­
lerismo y a otras formas de delincuencia. La única solución, por 
consiguiente, era devolverlos a África. 

Una de las facetas más positivas del programa de la Sociedad 
Americana de Colonización (American Colonization Society), for­
mulado en 1816, era que atraía tanto a los grupos proesclavistas 
como a los antiesclavistas. Para los primeros era la forma de librar 
al país de los negros libres; para los segundos, la única fórmula po­
lítica para lograr la cooperación de los sudistas. En conjunto, la 
solución que ofrecía parecía muy hábil; el problema estribaba en 
que, como tantas otras similares, funcionaba peor en la práctica 
que en la teoría. Fletar los barcos y tomar las disposiciones nece­
sarias para "el asentamiento de los negros en África era una opera­
ción costosa y no siempre se disponía de los fondos necesarios; 
una cosa era pedir a un patrono que manumitiera a sus esclavos 
y otra, muy distinta, exigirle que además aportara un sustancial 
subsidio a lo que era privilegio suyo. El gobierno federal y algún 
Estado movilizaron algunas cantidades, pero éstas nunca alcanzaron 
el volumen suficiente para que el proyecto funcionara. Muchas de 
estas dificultades podían haberse previsto; lo que no se previo, 
pues los miembros de la Sociedad carecían de conocimientos mé­
dicos modernos, fue que a su llegada a Liberia casi la mitad de 
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los colonos sucumbiría víctima de la malaria y de la fiebre amarilla. 
Aun cuando se prodigaron todo tipo de explicaciones, no pudo 
evitarse que el reclutamiento se resintiera; los propietarios dis­
puestos a poner en libertad a sus esclavos se negaban a enviarlos 
a la muerte, y los negros libres, que desde un principio miraban 
el proyecto con recelo, lo denunciaron entonces abiertamente. En 
1830, al cumplirse diez años de esfuerzos, menos de dos mil negros 
habían regresado a África 1 1 . 

Hasta aquella fecha, los liberales opuestos a la esclavitud podían 
creer que algo se estaba haciendo y que en su momento aquélla 
acabaría por desaparecer. El fracaso de la colonización puso de ma­
nifiesto que no había esperanza alguna de que ello ocurriera. La 
colonización, en el mejor de los casos, era un cómodo expediente 
para obviar el problema; en el peor, algo mucho más siniestro. 
Pero incluso así muchos la hubiesen respaldado de no haberse 
producido dos importantes acontecimientos. 

El primero de ellos fue la abolición de la esclavitud en el Im­
perio británico, decretada en 1833. A muchos les pareció cuando 
menos irónico que fuera precisamente el antiguo enemigo de Amé­
rica el que marcara la pauta. Pero quienes habían seguido de cerca 
los acontecimientos en Gran Bretaña sacaron consecuencias muy 
distintas. Mientras los adversarios británicos de la esclavitud se li­
mitaron a pedir que se mejoraran las condiciones en que aquélla 
se desarrollaba y una emancipación gradual, nada consiguieron; 
pero tan pronto como empezaron a exigir la emancipación inme­
diata e incondicional, el Parlamento se decidió a intervenir. Resul­
taba obvio, pues, que la mejor manera de obtener algún resultado 
era elevar el nivel de las peticiones. La aparición en diciembre de 
1833 de una nueva organización, la Sociedad Antiesclavista Ameri­
cana (American Anti-Slavery Society), modelada conforme al ejem­
plo británico y comprometida con el principio de la abolición in­
mediata de la esclavitud, con independencia de las consecuencias 
que ello pudiera acarrear, demuestra claramente la rapidez con 
que fue aprendida la lección. 

El segundo acontecimiento fue la ola de reformismo que inva­
dió el país a partir de 1830. Fue éste un notable fenómeno, remi­
niscencia de los movimientos renovadores de la fe de tiempos pa­
sados; el parecido, efectivamente, no era pura coincidencia. En su 
vertiente religiosa, el movimiento era una manifestación de las co­
rrientes utópicas implícitas desde hacía mucho en el pensamiento 
protestante americano, pero que hasta entonces se habían visto fre­
nadas por los rígidos dogmas de la teología calvinista, o más con­
cretamente, la manifestación de la creciente convicción de que los 
principios cristianos debían expresarse mediante la acción social a . 
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Dicho en otros términos, podía considerarse como el reflejo de 
una creencia, particularmente arraigada entre los herederos intelec­
tuales del puritanismo de Nueva Inglaterra, de que a pesar de las 
abundantes ventajas que la naturaleza les concedió, los americanos 
no habían sacado el mejor partido de su sociedad, y ello porque en 
lugar de contrastar sus realizaciones con el ideal, lo que les hubie­
ra mostrado la distancia que aún les faltaba por recorrer, se habían 
contentado con excesiva frecuencia con lo que les parecía cómodo 
o factible. 

Desde este punto de vista, parecía evidente que eran muy pocas 
las facetas de la sociedad americana a las que no beneficiaría una 
reforma radical e inmediata. Pero no siempre resultaba fácil deter­
minar por dónde debían comenzar los reformistas y cuál era el 
ideal en cada caso. El resultado fue la aparición de una serie de 
vociferantes movimientos, emparentados entre sí, que se hacían 
la competencia y se solapaban mutuamente, consagrados a mejorar 
a la humanidad de todas las formas imaginables. Unos predicaban 
la salvación nacional a través de la hidroterapia; otros, por medio 
de la frenología; algunos, finalmente, hacían patente su desespe­
ración ante la imposibilidad de moldear la sociedad conforme a sus 
ideales retirándose de ella por completo, lo que explica la prolife­
ración de comunidades utópicas durante aquellos años que, por lo 
general, acababan por desaparecer tras enconadas luchas intesti­
nas con igual brusquedad con que habían aparecido. Pero aun 
cuando algunos reformistas abrazaron doctrinas disparatadas y otros 
se apartaron para formar comunidades propias, la inmensa mayoría 
no sólo permaneció en el seno de la sociedad, sino que en la prácti­
ca se esforzó realmente por combatir males sociales tan obvios como 
la guerra, la criminalidad, el alcoholismo, el analfabetismo y la ex­
plotación de la mujer. 

Resultaba, pues, que la causa del antiesclavismo era una más de 
las muchas que por aquellos años despertaban la atención, aun 
cuando indudablemente fuera la que mayor apoyo recibió. Algún 
cínico podría aducir que ello era así porque el problema de la es­
clavitud ya no afectaba directamente a la sociedad nordista y por­
que al hombre siempre le ha sido más fácil condenar al prójimo 
que enmendarse a sí mismo. Es probable que hubiese algo de 
verdad en estas afirmaciones, pero sin lugar a dudas el motivo 
principal era que la esclavitud, más que cualquier otro, era el 
tema que con mayor fuerza desafiaba al sistema de creencias sobre 
el que los americanos pensaban que reposaba su sociedad. Para la 
nueva generación de reformistas, que se había asignado la tarea de 
lograr que los americanos vivieran conforme a sus creencias, la 
supervivencia de la esclavitud resultaba intolerable por cuanto al 
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negar a un grupo determinado los valores que la mayor parte de 
los americanos cultivaban, limitaban indefinidamente dichos valo­
res poniendo así en peligro la totalidad del sistema. Si se toleraba 
la esclavitud, no había práctica, por inicua que fuera, que no 
pudiera reclamar un trato similar. Mientras no se aboliera había 
que poner en duda el futuro de las restantes causas y, por supues­
to, el porvenir todo de América. 

A los sudistas, así como a muchos nordistas, semejantes ideas 
les parecían inútiles y peligrosas. Eran inútiles por cuanto la escla­
vitud, cualquiera que fuera su valor ético, era de competencia es­
tatal y no cabía esperar que los estados aceptaran aboliría inme 
diatamente o en un futuro previsible, lo que a estos efectos era 
lo mismo; y eran peligrosas porque, al propagarlas, los antiescla 
vistas estaban creando disensiones regionales y, por consiguiente, 
socavando la alianza regional sobre la que descansaba la Unión 
AI hacer campaña en favor de la emancipación de los esclavos 
ponían en peligro el futuro de todos. La única esperanza consistía 
en que los abolicionistas tomaran conciencia de lo equivocado de 
su proceder y desistieran o en que el movimiento reformista, del 
que formaban parte, acabara por desaparecer. 

A lo largo de los años siguientes se hizo evidente que no iba a 
suceder nada parecido. Emulando a los renovadores de la fe de 
los primeros tiempos, en cuyas actividades muchos habían parti 
cipado, los propagandistas del abolicionismo iban de ciudad en 
ciudad soportando las burlas y los insultos del populacho. A su 
paso surgían nuevas organizaciones antiesclavistas; en 1838, la So­
ciedad Antiesclavista Americana afirmaba contar con bastante más 
de 100.000 afiliados. El movimiento fue creciendo año tras año 
hasta que sus reivindicaciones oscurecieron a las de los restantes 
grupos que abogaban por la mejora de la condición humana. 

V EL FORTALECIMIENTO DE LA CONCIENCIA REGIONAL 

Se habían producido entre tanto otros cambios que inclinarían 
a los sudistas a velar por sus intereses. En 1819, el territorio de 
Misuri solicitó del Congreso su reconocimiento como Estado es 
clavista, además de hacerlo la propia Luisiana, el primer territo­
rio creado sobre las tierras adquiridas por la compra de Luisiana 
que reunía los requisitos necesarios para adquirir la condición de 
Estado: la admisión en la federación como Estado con igualdad 
de derechos podía reclamarla cualquier territorio del Oeste que 
demostrase que tenía 60.000 habitantes (cf. supra, p. 41). Se ha­
bía dado por supuesto que Luisiana se convertiría en Estado e¡>-
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clavista, ya que la institución estaba suficientemente arraigada 
en el momento de su incorporación; pero el hecho de que Misuri 
siguiera su ejemplo provocó un sentimiento de alarma que sa 
cudió al Norte, pues estaba prácticamente deshabitado en 1803 
y en su mayor parte se hallaba situado al norte de la línea que 
separaba los territorios libres de los esclavistas. De admitirse la 
esclavitud en Misuri era imposible prever dónde acabaría el pro­
ceso; cabía imaginar que se extendería hasta la frontera canadien­
se. Si ello ocurría, los estados libres se encontrarían rodeados y 
muy pronto se hallarían en minoría en el Congreso. 

Estas consideraciones desencadenaron una lucha feroz que con­
cluyó al reconocer el Norte a Misuri a condición de que la escla­
vitud quedara prohibida al norte de una línea que cruzaba el 
resto del país a la altura del paralelo 36° 30' (Compromiso de Mi-
suri, 1820). Aquello pareció entonces una solución equitativa; pero 
a medida que pasaban los años y la población seguía presionando 
hacia el Oeste, los sudistas cayeron en la cuenta de que les había 
tocado lo peor del reparto. En tanto que de la parte de las tierras 
adquiridas con la compra de Luisiana que correspondían al Norte 
surgieron nueve Estados, tan sólo uno, Arkansas, fue creado en 
la del Sur. Lo que el Norte había temido para sí, encontrarse en 
minoría en el Congreso, amenazaba ahora al Sur como una clara 
posibilidad. 

Hasta cierto punto, esta amenaza había comenzado ya a mate­
rializarse: la emigración se triplicó en la década de 1820; se tri­
plicó de nuevo en la de 1830 y se cuadruplicó en la de 1840. 
Prácticamente todos los recién llegados se establecieron en los es­
tados libres. En 1830, la población de los estados esclavistas re­
presentaba solamente el 42 por 100 del total nacional, y en 1850 
el 35 por 100, en tanto que la proporción representada por los 
blancos sudistas bajaba del 27 por 100 al 23 por 100. Si el Sur 
pudo aún conservar una situación paritaria en el Senado (pues 
la balanza sólo se inclinaría a favor de los senadores nordistas 
a partir de la década de 1850), en la Cámara de Representantes, 
donde los escaños se distribuían proporcionalmente a la pobla­
ción, los efectos de su relativa decadencia se hicieron ya pa­
tentes. 

Desde el punto de vista económico, los resultados alcanzados 
Por el Sur tampoco eran satisfactorios. Tanto en 1816 como en 
1818, los sudistas habían apoyado el-.establecimiento de tarifas 
Wancelarias proteccionistas con la esperanza de que en su región 
'urgieran industrias manufactureras; pero ya en la década de 1820 
era evidente que ello no iba a ocurrir. Dado que se mantenía 
el auge del algodón, este resultado no habría tenido mayor al-
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canee de no resultar obvio que el proteccionismo operaba tam 
bien en su perjuicio. En cuanto productores de la mayor parte 
de las exportaciones americanas, a los sudistas les habría conve 
nido más intercambiar sus mercancías por dinero y adquirir los 
productos manufacturados que necesitaban allí donde fueran más 
baratos; como las mercancías más baratas se hallaban en Europa, 
se encontraron frente a la alternativa de comprar productos del 
Norte, relativamente caros, o pagar unos sustanciales derechos 
aduaneros al gobierno federal. Parecía como si se hubiera mon­
tado un sistema notablemente eficaz para escamotear el dinero 
de los bolsillos de una región e introducirlo en los de las demás 

El resentimiento provocado por esta situación alcanzó su cénit 
en 1832, cuando Carolina del Sur anunció que dejaría de pagar 
aquellos derechos 1 3 . El presidente Jackson respondió pidiendo 
autorización al Congreso para imponer, incluso por la fuerza, la 
observancia de la legislación aduanera. Simultáneamente, el se­
nador Henry Clay, de Kentucky, que ya había desempeñado un 
importante papel en la resolución de la crisis de Misuri, acudió 
en auxilio de la nación al proponer un arancel de compromiso 
en el que establecía una drástica reducción de los derechos. Al 
tener noticia de que las tarifas iban a ser rebajadas, Carolina del 
Sur dejó en suspenso su decisión y luego la abandonó definitiva­
mente. Se resolvió así lo que pudo haber desembocado en una 
peligrosa situación, en una guerra incluso, permitiendo a ambas 
partes proclamarse vencedoras. 

A pesar de esta solución amistosa, resultaba obvio que se es­
taba gestando algo nuevo y perturbador. El problema arancela­
rio no era más que uno de los muchos —el banco nacional, la 
financiación de las obras públicas con fondos federales y la venta 
de tierras federales en el Oeste, entre otros— que dividían a la 
opinión en bloques regionales. Como hemos visto, ya desde la 
época colonial existían diversas conciencias regionales nacidas de 
estructuras económicas y estilos de vida diferentes. El elemento 
nuevo era la aparición de intereses específicos divergentes y la 
intensificación de la conciencia regional derivada de ellos. Pero 
éste no era un fenómeno específicamente sudista; los habitantes 
del Norte y del Oeste se regían también por criterios regionales, 
y en cuestiones vitales votaban de acuerdo con ellos. No dejaba 
de ser paradójico que a medida que la nación crecía, también lo 
hiciera la determinación de sus elementos constitutivos de promo 
cionar sus respectivos intereses. 

Ello obedecía en parte a que dichos intereses estaban ahora 
mucho mejor definidos. La generación anterior no veía claro cómo 
iba a desarrollarse el país, en tanto que en 1830 la gama de posi-



bilidades era más reducida y proporcionalmente mayores las pro­
babilidades de una predicción más correcta. 

Quedaba en pie una importante cuestión, sobre la que seguía 
cerniéndose la incertidumbre: el papel político que habría de des­
empeñar el Oeste. La orientación de los estados del golfo de Mé­
xico —Alabama, Misisipí y Luisiana— era básicamente sudista, 
aun cuando en determinados aspectos fueran «occidentales»; otro 
tanto ocurría, aunque en menor medida, con Arkansas y Misuri. 
Lo que seguía siendo dudoso era el futuro de los estados libres 
de la mitad septentrional del valle del Misisipí. Esta zona, que 
cultural mente tenía características propias, dependía económica­
mente, al menos hasta la llegada del ferrocarril, del Misisipí y 
sus afluentes, sobre todo a efectos del comercio. De aquí que 
fuera natural que a medida que las regiones más antiguas manio­
braban en su provecho, se volvieran hacia el Oeste en busca de 
respaldo. La realidad era que, en lo fundamental, los intereses 
del Oeste y los del Norte eran más coincidentes que los del Oeste 
y los del Sur, lo que explica que los resultados obtenidos por los 
sudistas en su campaña para conseguir el apoyo del Oeste fueran 
desalentadores. 

En estas circunstanciis, y aparte de la cuestión de la esclavi­
tud, los sudistas tenían motivos más que justificados para sentirse 
acosados, y la riada de advertencias, críticas e insultos que desde 
1830 emanaba de la prensa del Norte reforzó aún más su sensa­
ción de aislamiento. En una Unión en la que en teoría todos de­
bían promover sus intereses, los sudistas empezaron a sentirse 
solos. 

VI. LOS CONFLICTOS ENTRE LAS REGIONES, 1835-1860 

De haber investigado más a fondo el auténtico estado de opinión 
del Norte, los sudistas se habrían sentido menos amenazados. Por 
grande que fuera el éxito alcanzado por los abolicionistas en su 
tarea de conversión, el movimiento era en muchos aspectos me­
nos formidable de lo que a primera vista parecía. Desde sus orí­
genes estaba minado por disensiones ideológicas, que alcanzaron 
su cénit en 1840, cuando el ala radical encabezada por William 
Lloyd Garrison asumió el control de la organización nacional uti­
lizándola como plataforma para acusar a los restantes abolicionis­
tas de discriminar a las mujeres, de dar muestras de escasa mili-
tancia y de diversas otras faltas. Gran parte de las energías del 
movimiento —en la medida en que todavía podía calificársele 
como tal— se malgastaban de este modo en luchas intestinas M . 
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El relativo éxito de los abolicionistas obedecía en gran parte 
a su hábil manejo de la propaganda y, especialmente, de las nue­
vas técnicas de impresión barata, induciendo así a engaño acerca 
del respaldo de que disfrutaban. Pero de la gran oposición con 
que tropezaban cabía deducir, en todo caso, que no representa­
ban a la generalidad de los nordistas, y ello no porque aquéllos 
aprobaran la esclavitud, cosa que algunos hacían, sino porque la 
acción de los abolicionistas tomaba unos rumbos que tenían todas 
las trazas de resultar contraproducentes. 

Entre los dirigentes de las masas antiabolicionistas que ate­
rrorizaron Boston y otras ciudades en la década de 1830 figura­
ban los partidarios del movimiento de colonización que trataban 
de resolver el problema a su manera; pero la principal fuente de 
oposición radicaba en la creencia de que los abolicionistas eran 
unos fanáticos irresponsables que, al presionar en favor de una 
emancipación inmediata, no sólo era improbable que beneficiaran 
a los esclavos, sino que, con toda seguridad, dañarían a la Unión, 
e incluso podrían destruirla 1 5 . Ello explica que incluso los polí­
ticos enemigos de la esclavitud se esforzaran por dejar bien sen­
tado que no eran abolicionistas. Para un movimiento que pre­
tendía representar los auténticos ideales americanos, el respaldo 
político de que gozaba era notablemente reducido. 

El obstáculo principal a la consecución de los objetivos aboli­
cionistas era simplemente la imposibilidad en que se hallaban de 
responsabilizarse directamente del problema que trataban de re­
solver. Todos estaban conformes en que la esclavitud era de com­
petencia estatal; el único modo de que el gobierno federal pudie­
ra intervenir legalmente en ella, al menos tal y como existía en 
los distintos estados, era mediante una reforma constitucional, 
lo que suponía la conformidad de las tres cuartas partes de los 
estados. Dado que la mitad de ellos (12 de 24 en 1830; 15 de 33 
en 1860) seguían manteniendo la esclavitud y, consecuentemente, 
cabía presumir que se opondrían a semejante enmienda, este en 
foque quedaba políticamente descartado. 

Se ponía así de manifiesto la naturaleza quijotesca de la ofen­
siva abolicionista, lo que contribuye a explicar la disgregación 
del movimiento tras los éxitos propagandísticos de la década de 
1830. Una cosa era demostrar que la esclavitud era contraria al 
sistema de valores americano y otra, muy distinta, hallar un re­
medio que concitara el beneplácito de todos. Habiendo fracasado 
en su enfrentamiento con sus enemigos reales, los sudistas pro­
pietarios de esclavos, los abolicionistas se revolvieron airadamente 
los unos contra los otros. 
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Pero para la mayoría de los sudistas el hecho de que fueras 
muy escasos los nordistas que secundaban el abolicionismo —y, 
por supuesto, que muy pocos abolicionistas estuvieran de acuer­
do entre sí— importaba menos que el hecho de que el abolicio­
nismo fuera una manifestación de una cultura cuya creciente pu­
janza amenazaba su forma de vida. Una de las consecuencias de 
esta actitud era que los abolicionistas parecían mucho más peli­
grosos de lo que en realidad eran. Su imagen de grupo eficazmen­
te organizado, bien dotado desde el punto de vista económico y 
políticamente influyente tenía que halagar profundamente a quie­
nes, en realidad, no eran más que un grupo desorganizado, finan­
cieramente débil y políticamente impopular. En todo caso, es in­
dudable que la exagerada reacción sudista acrecentó el prestigio 
de los abolicionistas, incluso en el Norte. Lo demuestra la repen­
tina notoriedad alcanzada por el Liberator de Garrison, que to­
davía en 1832 no era más que un oscuro panfleto, leído princi­
palmente por los negros del Norte, al ser relacionado, errónea 
mente por cierto, con la insurrección de Nat Turner. O el hecho 
de que en 1835, el gobernador McDuffie, de Carolina del Sur, 
llegara a manifestar ante el legislativo de su Estado que creía que 
a los agitadores abolicionistas había que condenarlos a muerte 

Fue en el Congreso donde la reacción sudista tuvo peores con-
1 secuencias. Una de las iniciativas abolicionistas que más éxito tuvo 

fue el lanzamiento de una campaña masiva de peticiones, montada 
sobre el modelo británico pero a escala mucho mayor; fueron tan­
tas las peticiones que, de haberse examinado todas, las activida­
des del Congreso se habrían paralizado. En tanto que el Senado 
acordó un procedimiento según el cual las peticiones se rechaza­
ban a medida que eran formuladas, en la Cámara de Represen­
tantes la situación era más compleja. En 1836 la Cámara aprobó 
una resolución en la que se establecía que «el examen de cua­
lesquiera peticiones, memoriales, resoluciones, proposiciones o 
documentos que de algún modo se relacionen con el tema de 
la esclavitud o de la abolición de la esclavitud, sea pospuesto 
indefinidamente, sin que sean impresos ni se les dé curso, y sin 
cjue se tome ninguna decisión adicional al respecto». Esta pri­
mera «ley de la mordaza» (gag rule), y las que le sucedieron 
-—pues cada Cámara establecía sus propias reglas de procedi­
miento— motivaron la protesta de los representantes del Norte 
alegando que se denegaban la libertad de discusión y los dere­
chos de petición de sus electores, a lo que siguió una prolongada 
campaña dirigida por el expresidente John Quincy Adams, de 
Massachusetts, que duró hasta 1844, año en que se abrogaron 
tas leyes de la mordaza. Otro tema que provocó una violenta 
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reacción fue la pretensión sudista de excluir del correo el material 
abolicionista; en este punto tuvieron menos éxito, ti bien al­
gunos administradores de correos l u d i i u s siguieran censurando 
con aquiescencia oficial, el material que pasaba por sui manos 
Ettai y otras cuestiones semejantes —como la protección de la 
esclavitud en la capital federal— pusieron de relieve que los su 
distas estaban resueltos a atrope llar los derechos de los blancos 
del Norte con tal de defender su «peculiar institución» 

En todo caso, el principal problema seguía siendo la expansión 
hacia el Oeste. Aun cuando la esclavitud en cada Estado era de 
la competencia estatal, el gobierno de los territorios era res pon 
«abilidad federal. La linea de demarcación de los territorios exis 
tente», el paralelo 36*30' , ya había sido trazada; k» impártante 
era qué iba a ser de las tierras que pudieran adquirirse en el fu 
turo, cuestión esta particularmente delicada como ya se habla 
puesto de manifiesto en tiempos del Compromiso de Misuri. A 
medida que los sudistas se aproximaban a los límites de la zona 
que les había sido asignada, crecía su irritación ante el trato que 
hablan recibido y, como es natural, comenzaron a buscar la fórmu 
la para resarcirse de las pérdidas que entonces habían sufrido. 

3 1 . " 

17*0 1*00 IIW IBO 1(30 1140 1(30 ISf 

Crecimiento de la población (en millones) 

La rebelión de Texas de 1836 les ofreció la oportunidad que 
esperaban. Pese a haber sido colonizada por pioneros de aseen 
d e n o s americana, Texas era una provincia de México, pero u n ' 
serie de desavenencias con las autoridades mexicanas llevó a lo-
téjanos a declarar la independencia, que lograron establecer ti»> 

la lucha subsiguiente. Si se la añadía al área abierta a la esdav 
tud tras el Compromiso de Misuri, Texas compensarla pcactic» 
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mente aquellas zonas de las tierras adquiridas con la compra de 
Luisiana de las que había quedado excluida la esclavitud, y a las 
que afluían masivamente los colonos del Norte. Por su parte, los 
téjanos estaban deseando convertirse en ciudadanos de Estados 
Unidos ya que, pese a sus éxitos en la lucha contra las tropas 
mexicanas, eran numéricamente inferiores. La anexión descartaría 
el riesgo de la reconquista, atraería a más colonos y vincularía 
a la madre patria a los que ya se habían asentado. 

Pero el proyecto tropezaba con muchas dificultades. Una era 
que tanto los tvhigs del Norte —el partido de oposición— como 
los abolicionistas eran profundamente hostiles a éste; desde su 
punto de vista, la rebelión de Texas equivalía poco menos que 
a una conspiración esclavista. No andaban descaminados, pues 
los téjanos poseían esclavos y uno de los motivos por los que 
se enfrentaron con las autoridades mexicanas fue precisamente su 
negativa a ponerlos en libertad y a acabar con nuevas importa 
ciones. El mayor obstáculo, sin embargo, era la posibilidad de 
que la anexión arrastrara a Estados Unidos a un conflicto con 
México. Fue esta consideración, más que el temor a los whigs 
y a los abolicionistas, lo que hizo que el presidente Jackson y 
sus sucesores miraran con recelo las aspiraciones tejanas. El re 
sultado fue que Texas siguió siendo una república independiente 
al tiempo que téjanos y sudistas conspiraban para sacar partido 
del temor americano a que Gran Bretaña apareciera en escena, a 
menos que los Estados Unidos intervinieran. La idea del «des 
tino manifiesto» —la creencia de que los Estados Unidos esta 
ban predestinados a ocupar y desarrollar la totalidad del conti 
nente norteamericano— era ampliamente aceptada por todas las 
regiones del país. Por ignorar esta realidad, los abolicionistas hi­
cieron sin darse cuenta el juego a sus enemigos cuando cometie­
ron la imprudencia de hacer determinadas propuestas al gobierno 
británico que, a pesar de su escaso interés para este último, se 
presentaron de tal forma que parecía como si Texas estuviera 
a punto de convertirse en una colonia británica. En marzo de 
1845, tras unas elecciones presidenciales cuyo resultado podía 
interpretarse como ilustrativo del respaldo popular a la anexión 
una resolución conjunta del Senado y la Cámara de Represen 
tantes aprobó el tratado de incorporación de Texas a la Unión 

Por duro que fuera este golpe para las fuerzas antiesclavistas 
lo peor aún no había ocurrido. Los adversarios de la anexión 
habían profetizado que este paso conduciría a la guerra. Apenas 
había transcurrido un año cuando estalló el conflicto; al cabo 
de dos, México había sido derrotado y el Congreso se encontró 
con el dilema de qué hacer con aquellos nuevos y vastos territo-
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ríos que se extendían de las Rocosas al Pacífico. Por difícil que 
hubiera sido la cuestión de Misuri, no era nada en comparación 
con este nuevo problema, en un momento en que los intereses 
regionales, mucho mejor organizados y resueltos a no ceder una 
pulgada, estaban maniobrando para ocupar posiciones. Gran par­
te de la discusión giró en torno a la propuesta presentada por 
David Wilmot, congresista demócrata por Pensüvania, de que 
la esclavitud quedara permanentemente excluida de todos los 
territorios cedidos por México. Los sudistas reaccionaron reivin­
dicando su derecho de acceso, con sus esclavos, a la totalidad de 
la zona y argumentando que de este modo compensarían las re­
cientes ganancias del Norte en el territorio de Oregón. Los su­
distas radicales, dirigidos por John C. Calhoun, fueron aún más 
lejos al afirmar que, dado que los esclavos eran simples objetos 
de propiedad, y que a los americanos no podía despojárseles de 
su propiedad salvo por el procedimiento legalmente establecido, 
los sudistas eran libres de llevar los esclavos a cualquier territo­
rio del país con independencia de las normas dictadas por el Con­
greso o por cualquier otro organismo. 

Las polémicas de los años 40 significaron un nuevo paso en el 
deterioro de las relaciones regionales; su aspecto más inquietante 
era la medida en que sus protagonistas desconocían, o no podían 
percibir, los problemas reales —como, por ejemplo, si existía al­
guien que efectivamente quisiera trasladar sus esclavos a Utah 
y qué haría con ellos una vez allí— en su afán por negar a sus 
oponentes cualquier ventaja por imaginaria que fuese. Al igual 
que ocurría con las naciones europeas hostiles, cuyo proceder siem­
pre habían condenado pero al que cada vez se acercaban más, los 
americanos combatían a enemigos que eran más producto de su 
imaginación que otra cosa. En lugar del Sur real, lo que existía 
era el «poder esclavista»; en lugar del Norte, la «conspiración 
abolicionista» , 7 . Resulta difícil decir cuál de los dos estaba más 
alejado de la realidad, pero en la medida en que las creencias 
se materializaban en acciones, aquellas imágenes acabaron por 
convertirse en realidad. 

Pero cuando se produjo la ruptura del equilibrio político, la 
realidad fue muy distinta de lo esperado. El descubrimiento de 
oro en California, el 24 de enero de 1848, una semana antes de 
que se firmara el tratado de cesión de las tierras mexicanas a 
Estados Unidos, desencadenó una afluencia masiva de población 
con el resultado de que, sin haber alcanzado formalmente el sta­
tus territorial, California solicitó en marzo de 1850 su recono­
cimiento como Estado libre. Dado que ello era deseo expreso de 
sus habitantes, los sudistas no tenían motivo alguno para oponer-
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se. La seguridad de que al menos una parte del territorio mexi­
cano, y en todo caso la más fértil, quedaría libre de esclavitud, 
movió a los nordistas a adoptar una actitud más flexible en re­
lación con la restante. Quedaba así expedito el camino a Henry 
Clay, quien nuevamente desempeñaba el papel de mediador entre 
las regiones, para preparar un paquete de medidas destinadas a 
conciliar las notables divergencias entre el Norte y el Sur, y, 
apoyándose en un resurgimiento de la opinión moderada, presen­
tar al Congreso una serie de propuestas: la admisión de Califor­
nia como Estado libre, la organización equilibrada del territorio 
mexicano sin restricciones a la esclavitud, la prohibición del co­
mercio de esclavos en el distrito de Columbia, la adopción de 
garantías destinadas a evitar obstrucciones a la esclavitud en el 
propio distrito y la creación de unos mecanismos más eficaces 
para el regreso de los esclavos fugitivos. 

El compromiso de 1850 era todo lo bueno que razonablemente 
cabía esperar y mucho mejor de lo que hubiera podido imagi 
narse poco tiempo antes. Evidentemente no resolvía los proble­
mas básicos de la esclavitud ni acababa con la desconfianza regio­
nal, pero estas situaciones se solventan rara vez de golpe, salvo 
por la guerra, evitando una peligrosa crisis que de otro modo 
pudo haber desembocado en un conflicto abierto. Si la guerra hu­
biera estallado entonces, en lugar de once años más tarde, cuan­
do la fuerza relativa del Norte había aumentado, las probabili­
dades de una victoria nordista habrían sido proporcionalmente me­
nores, por lo que al aplazar el enfrentamiento, el compromiso 
contribuyó también a que los Estados Unidos se proyectaran hacia 
el siglo xx como una nación unificada. 

A comienzos de la década de 1850, sin embargo, no estaba cla­
ro que la guerra fuera inevitable, ni probable siquiera. Se habían 
aliviado las emociones contenidas de los últimos años y los ra­
dicales, que hasta fecha reciente ocuparon la escena política, se 
habían retirado a los bastidores. Hacía mucho tiempo que el fu­
turo, en conjunto, no parecía tan propicio. 

Pero las apariencias eran engañosas. A pesar de su inmaculado 
aspecto exterior, la estructura estaba gravemente deteriorada. El 
examen de las instituciones que hasta entonces habían contribui­
do a mantener unida a la Unión evidencia en qué medida lo 
estaba. Figuraban entre ellas las Iglesias, cuya peculiar sensibili­
dad frente a las cuestiones morales las hacía especialmente vulne­
rables. Durante los años 40, se habían ido rompiendo, uno tras 
otro, los lazos que unían a las ramas nordista y sudista de las 
principales confesiones. En una época en que los americanos de­
dicaban más tiempo a escuchar semones que discursos políticos, 
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lo sucedido era preocupante, en especial porque ahora cada rama 
se creía obligada a justificar su acción. Más grave aún era que 
los partidos políticos parecían seguir idéntico camino. Contraria­
mente a lo que habían temido los fundadores de la nación, los 
partidos, hasta entonces, habían resultado ser más una fuerza 
cohesiva que un factor de división Cualquier partido que no fue­
ra nacional, es decir que no disfrutara del apoyo de todas las 
regiones, se hallaba en franca desventaja, como había puesto de 
relieve la suerte que corrieron los federalistas de Nueva Inglate­
rra. Por muy enfrentados que estuvieran sus afiliados en temas 
tan importantes como la esclavitud, tenían que olvidar sus dife­
rencias una vez cada cuatro años con el fin de elaborar un pro­
grama común y designar sus candidatos. Pero como consecuencia 
de la intensificación de las tensiones regionales a finales de la 
década de los 40, aquello resultaba cada vez más difícil. Los dos 
partidos lucharon denodadamente por reconciliar a sus faccio­
nes hostiles. Los demócratas, cuyas disensiones les habían costa­
do las elecciones de 1848, lo lograron adoptando una línea con­
servadora a propósito de la esclavitud, asegurándose así la elec­
ción de su candidato presidencial tanto en 1852 como en 1856. 
Los whigs, cuya ala nordista insistía en seguir una línea relati­
vamente más liberal, perdieron el respaldo del Sur, lo que pro­
vocó la desintegración del partido. En 1853, el sistema político 
de Estados Unidos había dejado de ser bipartidista. 

El país, ya agitado políticamente, no estaba preparado para re­
sistir el recrudecimiento de las luchas regionales provocadas por 
la ley Kansas-Nebraska de 1854. Engañado por la aparente tran­
quilidad, Stephen Douglas, senador demócrata por Illinois, había 
propuesto que se autorizara la esclavitud en las zonas de las 
que había sido excluida formalmente por estar situadas al norte 
del paralelo 36" 30' del Compromiso de Misuri; el objetivo que 
perseguía no era extender la esclavitud, sino promover la cons­
trucción de un ferrocarril que enlazara Illinois y California. Lo 
dispuesto sobre la esclavitud no era más que un señuelo desti­
nado a apaciguar a los sudistas que confiaban en que el primer 
ferrocarril transcontinental naciera en su región. No podía ima­
ginar que los sudistas quisieran llevar a sus esclavos a aquellos 
territorios ni que, si llegaban a hacerlo, se lo permitieran los 
colonos, que en su mayoría procedían del Norte, y menos aún 
que los estados del Norte se sintieran amenazados por lo que no 
era más que un gesto simbólico cuyo fin era asegurarles una ven­
taja económica efectiva, un enlace ferroviario con el Oeste. 

En términos tacionales, evidentemente, aquello carecía de sen­
tido. Lo grave era que muchos nordistas —y también sudistas— 
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habían dejado de ver las cosas en un contexto racional, estricta­
mente hablando. Si lo que se alzaba frente al Norte ya no era el 
Sur real, una cultura preindustrial cuyo crecimiento potencial se 
hallaba condicionado por factores demográficos, climatológicos y 
económicos, sino el «poder esclavista», era obvio que cualquier 
propuesta destinada a aumentar su zona de influencia había de 
tener un carácter amenazador. Paralelamente, si el Sur se sentía 
acosado por un Norte hostil e implacable, hacía bien en llevar sus 
reivindicaciones territoriales hasta el límite. 

Las tensiones que se suscitaron en los años 50 llevaban implí­
citas reacciones de esta índole más acusadas aún que las de la 
década de 1840. Gran parte de lo ocurrido era de tal naturaleza 
que, de haber sucedido en otro momento, habría despertado poca 
atención. Pero que la reacción nordista a las propuestas de Douglas 
fuera tan violenta, y que el Sur interpretara la acción de John 
Brown de 1859 (un torpe asalto a una armería federal de Virgi­
nia dirigido por un viejo medio chiflado) como una agresión física 
del Norte, son hechos que revelan hasta qué punto se habían 
deteriorado las relaciones entre las regiones. 

Al mismo tiempo se estaban produciendo otros acontecimien­
tos que sí tenían auténtica importancia; entre ellos la agudiza­
ción de las luchas entre las ramas nordista y sudista del Partido 
Demócrata. Otro, más evidente, fue la aparición en el Norte de 
un nuevo partido, el Republicano, integrado por antiguos whigs, 
Demócratas disidentes y seguidores de diversos partidos mino­
ritarios del Norte, como los free soilers, que rechazaban explíci­
tamente la esclavitud en los territorios que no la habían tenido 
antes. A diferencia de los partidos no nacionales o regionalistas 
del pasado, el Partido Republicano tenía una fuerza extraordina­
ria. Fundado en 1854, en 1856 estuvo a punto de alcanzar la pre­
sidencia, lográndolo en 1860. Desde entonces, la rivalidad entre 
el Partido Republicano y el Demócrata es la que ha determinado 
el marco de las disputas políticas dentro de los Estados Unidos 
Hasta ahora, bajo las condiciones de la mayoría electoral simple 
y la elección directa del presidente, ningún «tercer» partido ha 
logrado poner en 'peligro el predominio de los dos grandes par­
tidos. A las pocas décadas después de la guerra civil, y a pesar de 
tener su origen en el movimiento antiesclavista, el Partido Re­
publicano no sólo carecía ya de principios, sino que entró en 
un pacto electoral para ocupar la presidencia y numerosos puestos 
públicos en los distintos estados. Hacia 1900 había adquirido ya 
la reputación, que ha conservado hasta hoy, de ser el partido 
de los businessmen, de los intereses industriales del Norte, así 
como de los grandes terratenientes exportadores del Oeste. Entre 
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1860 y 1933 sólo hubo de dejar la Casa Blanca a un demócrata 
durante dieciséis años. Después de la guerra civil, el Partido De­
mócrata consiguió continuar la tradición jeffersoniana del llama­
miento a los intereses y valores del common man. Alcanzó una 
posición dominante especialmente en el Sur porque los republi­
canos no parecían elegibles a muchos sudistas blancos hasta la 
segunda mitad del siglo xx a causa de su pasado como «partido 
pronegro» 1 7 *. 

VII. LA SECESIÓN: E L ABANDONO DE LA UNION 

POR LOS ESTADOS D E L SUR 

No cabe duda de que la elección de Lincoln como presidente en 
1860 representó un duro golpe para el Sur. Por primera vez en 
la historia americana un presidente había resultado elegido sin 
el concurso sudista. Pocos años antes ello habría sido imposible; 
el que sucediera entonces ponía de relieve hasta qué punto se 
había erosionado la posición del Sur. Pero lo más grave era que 
había sido elegido sobre la base de un programa que le compro­
metía específicamente con la promoción de los intereses regionales 
del Norte y del Oeste: elevación de los aranceles, reparto de tie­
rras entre los colonos en el Oeste y oposición a que se introdu­
jera allí la esdavitud. 

Pero esta derrota, por real que fuera, no era en modo alguno 
irreversible; nadie podía asegurar que el siguiente presidente, o 
el siguiente al siguiente, mantendría idéntica política. De hecho 
había motivos muy fundados para presumir que no lo haría, por 
cuanto los sudistas seguían controlando bastante más de la ter­
cera parte del colegio electoral. Y, como el propio Lincoln había 
señalado, el daño que un presidente podía hacer en el curso de 
un mandato, o incluso de dos, tenía un límite. Por muy regiona­
les que fueran sus compromisos previos, su actuación estaba li­
mitada por una serie de frenos y equilibrios (checks and balances) 
constitucionales y, sobre todo, no podía inmiscuirse en la escla­
vitud tal y como existía en los distintos estados. 

De aquí que los estados sudistas pudieran haber continuado en 
el seno de la Unión, seguros de que esta peculiar institución no 
corría peligro inminente y con razonables perspectivas de encon­
trar una futura administración más de su agrado. El que en su 
lugar optaran por embarcarse en la aventura mucho más azarosa 
de la secesión era simple reflejo de su creciente convicción de que, 
por reversible que fuera, no tenían obligación alguna de aceptar 
la derrota en ninguna de sus formas. Obedecía esta actitud al 
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hecho de que, a medida que se producían las tensiones regionales, 
la opinión nordista y sudista acerca de la naturaleza fundamental 
de la Unión se había ido distanciando paulatinamente. Tal y como 
los padres de la Patria anticiparan, el tiempo estaba resolviendo 
el problema, pero en cada región de modo diferente. Mientras 
que los nordistas estaban cada vez más convencidos de pertene­
cer a una sola nación, una e indivisible, los sudistas Llegaban pre­
cisamente a la conclusión contraria. No es que pudiera concebirse 
la Unión como un pacto voluntario, que se mantendría sólo en 
tanto conviniera a los intereses de los estados individuales; es 
que no cabía concebirla de otro modo 1 8 . Esto era, en pocas pa­
labras, lo que ocurría. Recurrir a otros argumentos, como hacían 
los nordistas, no era más que valerse del disfraz del patriotismo 
para ocultar intereses regionales, como claramente evidenciaba el 
programa republicano. A los nordistas las ventajas regionales les 
preocupaban tanto como a los sudistas, pero en cuanto partido 
dominante, les interesaba sencillamente mantener la ficción de 
una nación unificada para mejor poder explotar a los demás. La 
cuestión capital radicaba, según un sudista, en saber si en el fu­
turo los estados del Sur «no serán más que colonias y plantacio­
nes de los centros comerciales [...] o conservarán su personalidad 
propia e individual» " . 

Así, pues, en las semanas siguientes a la elección de Lincoln, 
acompañándose de citas de Thomas Jefferson y con la sensación 
de que seguían los pasos de sus antepasados revolucionarios, los 
congresistas de los estados algodoneros se despidieron de sus co­
legas del Norte y emprendieron viaje al Sur. El 20 de diciembre 
de 1860, con un solo voto en contra, la Convención estatal de Ca­
rolina del Sur ratificó un decreto cortando todos los lazos con 
la Unión. Le siguió Misisipí el 9 de enero de 1861, Florida el 
10 y Alabama el 11. El 1 de febrero los siete Estados del «Sur 
profundo», en la franja que va de Carolina del Sur en el Este a 
Texas en el Oeste, habían declarado formalmente su independen­
cia. El 8 de febrero los representantes de dichos estados, reuni­
dos en Montgomery, Alabama, crearon un gobierno provisional 
bajo una nueva Constitución y, al día siguiente procedieron a ele­
gir a Jefferson Davis como primer presidente de la Confedera 
ción de Estados de América. 

El Gobierno Federal, entre tanto, no había tomado decisión 
alguna. La Administración saliente de Buchanan (1857-61) esta­
ba encantada de poder dejar este tema en manos de su sucesor, 
y los republicanos que accedían al poder no habían asumido aún 
sus funciones. Pero incluso cuando lo hicieron el 4 de marzo, 
tampoco tenían una idea clara de cómo proceder. Una actitud 
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excesivamente conciliadora equivaldría a renegar de las promesas 
electorales y a enemistarse con sus propios partidarios. Los su­
distas habían amenazado ya en otras ocasiones con la secesión; 
¿quién podía asegurar, incluso a aquellas alturas, que hablaban 
en serio? Adoptar, por otra parte, una línea dura provocaría la 
inmediata hostilidad del Alto Sur, cuya fidelidad todavía estaba 
en juego. 

En su discurso de toma de posesión, Lincoln ensayó una línea 
intermedia, asegurando a los sudistas que tenía el propósito de 
«no inmiscuirse, directa o indirectamente, en la institución de la 
esclavitud en los estados donde existe», y que confiaba en que 
la violencia sería evitada, pero que estaba decidido a defender 
la Unión. ¿Significaban sus palabras que planeaba la invasión del 
Sur? Lincoln dejó que cada cual las interpretara a su gusto. 

Lo que sí era evidente es que si realmente pretendía preser­
var la Unión, más tarde o más temprano se vería obligado a in­
tervenir. En marzo, el gobierno confederado envió representantes 
a Washington para negociar la evacuación de los fuertes e insta­
laciones federales, siendo rechazadas sus pretensiones. A princi­
pio de abril era obvio que las provisiones de la guarnición de 
Fort Sumter, en el puerto de Charleston, en Carolina del Sur, 
eran tan escasas que sólo podría resistir unos pocos días más. 
Evacuar el fuerte significaba reconocer que el Sur tenía derecho 
a la secesión; reforzarlo, dar pie a acusaciones de provocación 
deliberada. Una vez más Lincoln optó por la solución interme­
dia, enviando una expedición naval de socorro con abastecimien­
tos e informando, al mismo tiempo, de su decisión al gobernador 
de Carolina del Sur. A las 4,30 de la madrugada del 12 de abril 
de 1861, las baterías de Charleston iniciaron el bombardeo de 
Fort Sumter. 

VIII. LA GUERRA C I V I L , 1861-1865 

A partir de entonces, los acontecimientos se desarrollaron a ve­
locidad creciente. Lincoln solicitó de los estados setenta y cinco 
mil voluntarios para acabar con la rebelión. Virginia, CaroUna 
del Norte, Tennessee y Arkansas se opusieron, promulgando sus 
propios decretos de secesión. Esta decisión puso en duda la futu­
ra actitud política de Maryland, Kentucky y Misuri. El sector 
montañoso de Virginia Occidental, tradicionalmente reñido con 
la zona marítima y las tierras bajas, se negó a reconocer la se­
cesión y en 1863 se convirtió en Estado por derecho propio. De 
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n o 2.—Alineamiento de loa diferentes estados en 1861 



entre los est idos esclavistas, el único que permaneció inequívo­
camente leal fue Delaware. 

En conjunto, no se trataba en absoluto de una ruptura perfec­
tamente definida. Las simpatías seguían divididas, especialmente 
en los estados limítrofes. Eran muchos, incluido el propio Lincoln 
(al igual que su rival, Jefferson Da vis, natural de Kentucky) lo* 
que tenían parientes luchando en el otro bando. El mayor An-
derson, comandante de la guarnición federal de Fort Sumter 
había nacido en el Sur, al igual que su superior, el general W i n 
field Scott. John C. Pemberton. que llegó a ser teniente general 
de la Confederación, era oriundo de Pensilvania, y Samuel Cooper, 
que ascendió hasta jefe del Estado Mayor sudista, había nacido 
en Nueva York. 

Estadísticamente, la lucha era desigual. Desde un principio el 
Norte contaba con una clara superioridad tanto en hombres como 
en recursos materiales. Dejando a un lado las zonas fronterizas en 
disputa, que probablemente respaldaban por igual a ambos con­
tendientes, la población total de los veinte estados que permane­
cieron fieles a la Unión era de 19 millones, frente a los 9,5 mi­
llones que sumaban los once estados que se habían separado de 
ella. Suponiendo que de esta cifra, 3,5 millones fueran esclavos 
negros, se deduce que en términos de efectivos humanos el Norte 
tenia una ventaja aproximada de tres a uno. En lo tocante a ri­
queza y capacidad industrial, su superioridad era aún más acu­
sada; disponía de una red ferroviaria dos veces más extensa, de 
un volumen de recursos bancarios tres veces superior, de un to­
nelaje marítimo cuatro veces mayor y de unas inversiones en la 
industria manufacturera que quintuplicaban a las sudistas. Todo 
ello significaba que el Norte disponía de una economía básica­
mente autosufkiente y el Sur no, por seguir dependiendo de la 
exportación de sus materias primas agrícolas. En sus minas, fá­
bricas y dominio de las técnicas industriales el Norte tenía, sobre 
todo, una capacidad para hacer la guerra de la que oíanifiesumen-
te carecía el Sur. 

Pero no debe sobrestimarse la importancia de estos factores 
En 1861 no estaba en absoluto claro que el Norte dispusiera del 
t iempo necesario para movilizar estes recursos superiores, ni tam­
poco que estuviera dispuesto a hacerlo. Los sudistas tenían todos 
los motivos para combatir hasta el final. Luchaban, al fin y al 
cabo, por su independencia; si perdían, sus vidas se verían drás­
ticamente afectadas. Hablan tenido ya la experiencia de lo que 
significaba vivir en la Unión y no la habían apreciado; de ser 
derrotados, su situación sólo podía empeorar. Semejantes considera­
ciones no podían aplicarse al Norte; la retirada de loa sudistas afee-
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taba negativamente a muy pocos; eran muy escasos los que co­
nocían el Sur de primera mano y menos aún los que simpatizaban 
con sus instituciones políticas. Pero, por su actitud política, el 
Sur se había enemistado prácticamente con todos. Uno de los re­
sultados de la secesión era que los congresistas del Norte podían 
dedicarse ya a los asuntos que les eran propios. ¿Quién podía 
garantizar que en el futuro no habría más ventajas? En pocas pa­
labras, ¿qué motivos había para que el Norte se empeñara en 
una guerra prolongada con objeto de mantener en el seno de la 
Unión a un grupo de estados manifiestamente resueltos a aban 
donarla? 

Posiblemente un presidente menos decidido que Lincoln habría 
intentado llegar a alguna forma de entendimiento con la Confe­
deración, lo que efectivamente habría significado el reconocimien 
to de la independencia del Sur. Por no actuar de este modo, el 
Norte pagó una factura muy elevada, que al final de la contienda 
incluía 365.000 muertos. Lo que sostuvo a Lincoln en los pri­
meros momentos fue la fiebre bélica que sacudió al Norte, tras su 
petición de voluntarios, pero a la larga tuvo mayor importancia 
la creencia, claramente expresada en su discurso de Gettysburg 
en 1863, de que la causa de la Unión era también la causa de la 
democracia y, consiguientemente, la causa de toda la humanidad, 
aun cuando pueda discutirse que esta creencia estuviese justifica­
da. Para los sudistas, propensos a reafirmar sus propias aspira­
ciones democráticas a la autodeterminación, aquella afirmación 
carecía de fundamento, pero no cabe duda de que ayudó mucho 
al Norte a mantenerse firme durante los amargos años del con­
flicto. 

El factor decisivo fue, sin embargo, que también el Norte 
estaba resuelto a luchar hasta el final, si bien en los primeros 
meses de la guerra no era evidente todavía que fuera así. Ambos 
contendientes hablan previsto un enfrentamiento breve y violento, 
seguido de la victoria. Dado que la estrategia del Sur era esen­
cialmente defensiva, la iniciativa correspondía al Norte. A media­
dos de julio, una columna integrada por 35.000 hombres inició 
el recorrido de los 190 km. que separaban Washington de la 
recién creada capital confederada de Richmond. En su mayoría 
eran miembros de las milicias, reclutados por noventa días, cuyo 
servicio militar estaba a punto de expirar; su experiencia en el 
combate era prácticamente nula. A unos 45 km. al sur de Washing­
ton, junto a un riachuelo llamado Bull Run, se enfrentaron a una 
fuerza sudista aproximadamente igual. Tras un feroz combate, el 
ejército de la Unión, que había recibido orden de retirarse y reagru-
par sus fuerzas, se desintegró. De haber explotado los sudistas 
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su victoria, avanzando hacia el Norte, podrían haber entrado en 
la capital federal prácticamente sin encontrar resistencia. 

Bull Run fue el primero de una serie de desastres que se aba­
tieron sobre las fuerzas de la Unión destacadas en Virginia a lo 
largo de los dos años siguientes. Aun cuando su experiencia fue 
cada vez mayor, los sudistas les superaban constantemente en 
capacidad de maniobra, lo que evidenciaba que la crema de la 
oficialidad de Estados Unidos se había pasado a la Confederación. 
Durante la primavera de 1862 se intentó llegar a Richmond por 
segunda vez, mediante un desembarco en la península de Yorktown, 
al sudeste de la ciudad, pero las tropas de la Unión fueron recha­
zadas de nuevo. En el otoño y el invierno de 1862, y en la pri­
mavera de 1863, se hicieron tres nuevos ensayos, con parecido 
resultado. Al cabo de dos años de lucha, el único éxito alcan­
zado por la Unión en el teatro oriental fue el rechazo de una 
fuerza sudista que había penetrado en Maryland, al nordeste de 
la capital federal, tras la victoria puramente técnica lograda en la 
batalla de Antietam. 

Pero la potencia del Norte se dejaba sentir en otras partes. 
El bloqueo cada vez más eficaz de la línea costera sudista inte­
rrumpió toda relación comercial con el mundo exterior; en la 
primavera de 1862, una fuerza anfibia capturó Nueva Orleans y 
comenzó a presionar hacia el Norte remontando el Misisipí y, lo 
que era más importante, los ejércitos de la Unión en el teatro 
occidental, bajo el mando de los generales Grant y Sherman, avan­
zaban hacia el Sur a lo largo del Misisipí con el propósito de en­
lazar con aquella ciudad. Finalmente, en el verano de 1863, la 
captura por Grant de la fortaleza confederada de Vicksberg, y la 
rendición simultánea de Port Hudson a las fuerzas nordistas que 
progresaban hacia el Norte, confirió a la Unión el control de la 
totalidad del curso del río. 

Este éxito coincidió con la primera victoria decisiva de la 
Unión en el Este. Aun cuando su capacidad de maniobra seguía 
siendo mayor, alarmaba a los sudistas la creciente superioridad 
numérica de los efectivos de la Unión. En un desesperado intento 
por demostrar de una vez por todas la superioridad de sus ejér­
citos en el campo de batalla, fomentando así el apaciguamiento 
y las disensiones en el Norte, el comandante sudista Robert E. Lee 
ordenó a sus tropas que cruzaran el río Potomac, en Pensilvania, 
siendo detenidas en Gettysburg por un ejército enviado por la 
Unión en su persecución. El enfrentamiento se prolongó durante 
tres días; en varias ocasiones los confederados estuvieron a punto 
de alzarse con la victoria, pero carecían de los efectivos necesarios 
para asestar el golpe decisivo. Al tercer día, viendo que el triunfo 
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escapaba de sus manos, Lee lanzó a sus tropas en un ataque frontal 
sobre Cemetery Ridge, en el centro de las posiciones de la Unión, 
pero tuvieron que retirarse diezmadas bajo el fuego enemigo. El 4 
de julio, el maltrecho ejército sudista iniciaba la retirada hacia 
Virginia. 

El verano de 1863 marcó el cambio de signo de la guerra; a 
partir de aquella fecha, los superiores recursos del Norte asegura 
ron su supremacía en todos los teatros, si bien sus efectos se deja­
ron sentir más en el Oeste que en el Este. Los reveses militares 
del Sur exacerbaron también dos problemas que desde un primer 
momento obsesionaban a los confederados. Uno era el de las reía 
ciones entre el gobierno confederado y los gobiernos estatales, 
resultado, en parte, de la teoría de los derechos de los estados 
(State rigbts theory), a los que la Confederación debía su existen 
c ia 2 0 . Ello significaba en la práctica que los estados podían negar, 
y de hecho lo hacían en ocasiones, los hombres y los suministros 
que eran necesarios. La situación se agravó por la rigidez del presi 
dente Davis y por la inexistencia de un sistema bipartidista que 
acogiera a sus oponentes 2 1 , lo que motivó que algunas de las 
figuras políticas más destacadas del Sur, entre ellas su vicepresi­
dente y principal teórico de los derechos de los estados, Alexan 
der H. Stephens, se consagraran durante gran parte de la guerra 
a actividades que en cualquier otro país habrían constituido delito 
de traición. El segundo problema que acuciaba a la Confederación 
era la elevadísima tasa de inflación; ante la imposibilidad de obte­
ner los fondos que necesitaba mediante impuestos o empréstitos, 
se recurría a la emisión con el resultado inevitable de la elevación 
de los precios. Aun cuando el Norte tampoco fuera ajeno a estas 
preocupaciones, se hallaba en mejor situación para hacerles frente 
Asediado por dificultades políticas y económicas, y con unas pers­
pectivas de victoria cada vez más remotas, la moral del Sur dis 
minuía. 

A pesar de todo, los ejércitos sudistas siguieron combatiendo 
por espacio de dos años. Una de las esperanzas que les mantenía 
en pie era la creencia de que Gran Bretaña y Francia, necesitadas 
de algodón, se verían obligadas a intervenir. En ambos países eran 
efectivamente muchos los que no habían visto con desagrado la 
ruptura de la Unión, pero en la etapa inicial de la guerra, cuando 
se discutió seriamente el reconocimiento de la Confederación, ha­
bía en Europa suficiente algodón almacenado como para que los 
fabricantes pudieran salir del paso, y más tarde fue posible acu­
dir a fuentes alternativas de abastecimiento, principalmente Egipto 
y la India. En todo caso, después de Antietam y menos aún des­
pués de Gettisburg, difícilmente le habría compensado a cualquiera 
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de aquellos países verse envueltos en una guerra con los Estados 
Unidos. 

En estas circunstancias, no le quedaba a la Confederación otra 
posibilidad que combatir sola. Grant, comandante en jefe de todos 
los ejércitos de la Unión desde la primavera de 1864, inició una 
nueva marcha hacia el Sur, en dirección a Richmond, después 
de que las fuerzas unionistas, tras sufrir graves pérdidas, se hubie­
ran retirado anteriormente. Explotando al máximo sus mayores 
reservas humanas, Grant siguió adelante de forma inexorable; 
entre mayo y junio, la Unión perdió 60.000 hombres, más del 
doble de las bajas sufridas por Lee, pero a pesar de todo su ejér­
cito siguió avanzando hasta que, a finales de junio, se estabilizó 
para iniciar el asedio de Petersburg, nudo ferroviario que protegía 
el acceso a Richmond. En el Oeste, entre tanto, se desarrollaba 
una campaña de características diferentes. Sherman, penetrando 
hacia el Sur desde Chattanooga, puso sitio a Atlanta, que cayó en 
septiembre; estirando sus líneas de abastecimiento, se dirigió al 
Este, a Savannah, y, a continuación, en los primeros meses de 
1865, torció hacia el Noroeste, hacia Richmond; el 17 de febrero 
cayó Columbia, y Charleston fue evacuado. Las tropas nordistas 
no encontraban ya resistencia en sus recorridos por el corazón 
del territorio sudista y la defensa de la capital confederada resul­
taba inútil. Ante la proximidad del ejército de Sherman proceden­
te del Sur, Lee se retiró de Petersburg y de Richmond y huyó 
hacia el Oeste. Una semana más tarde, en el juzgado de Appomat-
tox, al sudoeste de Virginia, rindió su ejército a Grant; las restantes 
fuerzas confederadas se entregaron en rápida sucesión. Después 
de cuatro años de lucha y de la pérdida de más de medio millón 
de vidas, la guerra había terrninado. 

IX. E L FIN DE LA ESCLAVITUD 

Aun cuando la esclavitud desempeñó un papel crucial —tal vez 
el papel crucial— en el estallido de la contienda, su abolición 
no era uno de los objetivos de guerra iniciales del Norte. En 
vísperas del conflicto, el propio Lincoln había manifestado que 
aun cuando lo deseara no podía inmiscuirse en ella, tal y como 
existía en los diversos estados. Pero el hecho de la guerra modi­
ficó su postura en un importante aspecto, ya que entonces si lo 
quería sí podía intervenir, recurriendo a sus poderes excepcionales; 
en la práctica, no obstante, su política permaneció inalterada. 
Diecisiete meses después del comienzo de la guerra, Lincoln es­
cribía al director del New York Tribune, Horace Greeley: «Mi 
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principal objetivo en esta lucha es salvar la Unión, y no salvar 
la esclavitud ni destruirla; si pudiera salvar la Unión al precio 
de no libertar a un solo esclavo, lo haría; si pudiera salvarla liber 
tando a todos los esclavos, lo haría; y si pudiera salvarla libertan­
do a unos y abandonando a otros, también lo haría» 2 2 . Estos co­
mentarios, se apresuraba a añadir, no reflejaban su opinión personal 
de que todo ser humano debía ser libre en todas partes, sino lo 
que sentía desde su cargo oficial de presidente de los Estados 
Unidos. 

La necesidad de cautela era evidente. Algunos estados esclavistas 
luchaban ya del lado de la Unión y se esperaba que otros siguie­
ran pronto su ejemplo. Incluso había muchos estados libres que 
eran hostiles a la idea de la liberación en masa de los esclavos; la 
oposición era especialmente fuerte en el propio Medio Oeste, pa 
tria de Lincoln, donde se temía que la emancipación provocara 
una afluencia masiva de negros, temor éste en parte deliberada­
mente cultivado por la oposición demócrata. Preocupaba también, 
como pusieron de manifiesto algunos de los colegas del propio 
Lincoln, que a falta de victorias militares nordistas, la medida se 
interpretara como un desesperado intento de salvar la situación 
desencadenando una rebelión de esclavos. Había, pues, motivos 
suficientes para suponer que una acción precipitada podía perjudi­
car al esfuerzo bélico del Norte y, de paso, a los intereses a largo 
plazo de los propios esclavos. 

Pero al propio tiempo, las actitudes estaban cambiando. Si el 
Norte luchaba por la democracia, difícilmente podía tolerar la es­
clavitud. Lincoln detestaba personalmente la institución y tam 
bien estaba muy necesitado del respaldo político de los republica­
nos radicales y de los abolicionistas que, desde un principio, le 
instaban a que convirtiera la guerra en una cruzada antiesclavista. 
Un mes antes de su carta a Greeley confió a su gabinete que estaba 
considerando la posibilidad de utilizar contra la esclavitud los po­
deres que le confería la situación bélica. La victoria de la Unión 
en Antietam le ofreció la oportunidad que había estado esperando; 
cinco días más tarde, el 22 de septiembre de 1862, declaraba que 
tenía el propósito de conceder la libertad a los esclavos de las 
zonas que, a comienzos del siguiente año, se mantuvieran todavía 
en rebelión. 

La proclamación de la emancipación del 1 de enero de 1863 no 
emancipaba, por lo tanto, a la totalidad de los esclavos. A aquéllos 
a quienes se aplicaba vivían en zonas dominadas por la Confede­
ración, y no podían, por lo tanto, al menos temporalmente, sacar 
partido de su nueva condición. Los restantes, que habitaban en los 
estados leales o en regiones ya ocupadas por los ejércitos nordistas, 
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seguían legalmente en la misma situación, y en la mayor parte de 
los casos así ocurrió hasta el final de la guerra. Pero resultaba 
evidente que la esclavitud estaba condenada, porque no habría sido 
práctico mantenerla allí donde todavía era legal. Los abolicionistas, 
como es natural, estaban alborozados; también lo estaban los escla­
vos, que acudían en masa buscando el amparo de los ejércitos que 
avanzaban. Pero la reacción general, tanto en el Norte como en el 
extranjero, fue marcadamente hostil. El Times de Londres llegó 
a comparar a Lincoln con Gengis Jan; por lo general, su iniciativa 
fue equiparada al ataque de Jonh Brown contra Harpers Ferri. 
Obedecía esta reacción a que se consideraba que sus intenciones 
iban encaminadas a promover un levantamiento de esclavos, fan­
tasma que obsesionaba a los blancos, al menos desde la rebelión 
de Santo Domingo en la década de 1790. La consecuencia inme­
diata de la emancipación, se vaticinaba, sería una revuelta de los 
esclavos seguida de una matanza de blancos que culminaría en 
una matanza de negros aún más terrible. Nada semejante sucedió 
En la práctica, la mayoría de los negros siguió trabajando para sus 
amos —o para sus amas, puesto que los hombres estaban lejos, 
guerreando— hasta que las tropas de la Unión hicieron su apari­
ción; entonces muchos de ellos se limitaron a lanzarse por los 
caminos. Era una reacción completamente natural, el deseo de sa­
borear la libertad, de huir del escenario de su sujeción y de ver 
qué había más allá del horizonte. Pero para la mayoría, aquélla 
fue una amarga experiencia; víctimas del caos de la guerra, sepa­
rados de sus amigos, sin saber dónde ir, sufrieron frío y hambre 
Algunos se alistaron en los ejércitos de la Unión; en la primavera 
de 1865, cerca de 200.000 negros, en su mayoría antiguos esclavos, 
militaban bajo las barras y estrellas. Otros fueron empleados para 
reparar los daños de la guerra o eran asistidos por la recién creada 
Oficina de Libertos (Freedman's Bureau). Pero estas soluciones 
eran puramente temporales. Uno de los problemas más urgentes, y 
en muchos aspectos más difíciles, con que hubo de enfrentarse la 
Unión fue precisamente el del futuro de los esclavos después de 
la guerra. 

x. RECONSTRUCCIÓN DEL SUR , 1865-1877 

La victoria del Norte hizo posible que los Estados Unidos fue­
ran una sola nación y que la esclavitud fuera abolida; lo que no 
resolvió fue cómo se gobernaría en el futuro la nueva nación, 
quién la gobernaría y qué lugar ocuparían en ella los negros. Para 
los vencedores, al menos, resultaba evidente que se trataba de una 
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nueva nación. Cualquiera que fuese el sentido de las palabras 
de Lincoln cuando afirmó que su objetivo era salvar la Unión, 
estaba claro que en ningún caso quería volver a la lamentable si­
tuación de la década de 1850. Sin embargo, inmediatamente des­
pués de la victoria parecía que esto iba a suceder, y habría suce­
dido ciertamente de haber dejado que los acontecimientos siguie­
ran su curso. Ello obedecía a la notable clemencia de las condicio­
nes que el propio Lincoln había establecido durante la guerra para 
el reconocimiento de los estados secesionistas que quisieran volver 
al seno de la Unión. Como él mismo proclamara en diciembre de 
1863, aquéllas contemplaban la amnistía de cuantos sudistas (con 
unas pocas excepciones concretas) aceptaran jurar lealtad, conforme 
a una fórmula prescrita de antemano, y el reconocimiento de los 
gobiernos estatales allí donde hubiera prestado el juramento al 
menos el 10 por 100 del electorado de 1860 y los estados acorda­
ran la emancipación. De este modo, un Estado cuya población 
sólo en muy pequeña proporción estaba dispuesta a expresar su 
lealtad podía solicitar el reconocimiento pleno como miembro de 
la Unión. Estas condiciones reflejaban en parte la generosa actitud 
mantenida por Lincoln durante la guerra, y en parte también las 
dificultades prácticas con que tropezaban los oficiales de la Unión 
para crear administraciones civiles en aquellas zonas que paulati­
namente caían bajo su control. 

Nunca se sabrá si Lincoln se habría atenido a aquellas condi­
ciones, a la vista de la situación radicalmente diferente creada por 
el colapso militar del Sur, porque cuando se produjo su asesinato, 
menos de una semana después de la rendición de Lee, no había 
confiado a nadie sus intenciones. Pero su sucesor, Andrew Johnson, 
se apresuró a manifestar que tenía el propósito de hacer suyas las 
medidas adoptadas por Lincoln durante la guerra como base de su 
programa de paz. Desde un primer momento, nadie dudó de que 
esta decisión había de provocar conflictos con el Congreso, que 
nunca aceptó las condiciones de Lincoln por considerarlas excesi­
vamente benévolas, negándose a acoger a los delegados del Sur 
en aquellas ocasiones en que así lo habían solicitado. Esta actitud, 
frente a lo que muchos pretenden, no era producto de la venganza 
Menos atado que el presidente por problemas prácticos inmediatos, 
el Congreso tenía mayor libertad para sopesar los efectos a largo 
plazo de la política y, especialmente, los derivados de la afirma­
ción de Lincoln de que la causa de la Unión era la causa de la 
democracia lo cual, de querer decir algo, significaba que había 
que hacer un Sur más democrático. No bastaba con abolir la escla­
vitud. Si la democracia había de prevalecer, habría que garantizar 
los derechos de los hombres libertados, romper las prerrogativas 
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de la vieja aristocracia de los plantadores, limitar los poderes de los 
estados y aumentar los del gobierno federal; en una palabra, ha­
bría que remodelar la sociedad sudista de arriba abajo. Estos pla­
nes del Congreso de reestructuración de la sociedad sudista, con­
cretados en la ley Wade-Davis de 1864, habían sido vetados 
indirectamente por Lincoln. Pero a su muerte era obvio que el 
Congreso no descansaría en tanto no recibieran satisfacción al 
menos algunas de sus exigencias. 

La gran ventaja de Johnson, o al menos así lo pareció entonces, 
fue que durante los primeros ocho meses de su mandato las sesio­
nes del Congreso estuvieron temporalmente suspendidas, circuns­
tancia ésta que le permitió hacer en el Sur lo que le vino en gana. 
Por frecuentes que fueran las admoniciones de los congresistas 
advirtiéndole de que su política era errónea y de que se estaba 
buscando complicaciones, la realidad era que aquéllos no pudieron 
intervenir hasta que el Congreso se reunió de nuevo. De aquí su 
creciente indignación mientras se veían forzados a permanecer al 
margen contemplando, impotentes, cómo se desarrollaba el progra­
ma presidencial. El objetivo que perseguía, como reiteradamente 
manifestara Johnson, era la reintegración en el seno de la Unión de 
los estados secesionistas a la mayor brevedad posible, y no la pro­
moción de los intereses del Partido Republicano ni la imposición 
de la igualdad racial. Una vez concluida la guerra, de lo que se 
trataba era de reanudar, cuanto antes, la normal vida política del 
país. 

La política de Johnson produjo efectos insospechados en un 
Sur vencido y desilusionado. La amnistía general y el perdón 
liberalmente otorgado significaron que, apenas despojados de sus 
uniformes, los antiguos dirigentes confederados se encontraron 
ejerciendo de nuevo las prerrogativas de sus altos cargos. De haber 
mostrado el Sur alguna inclinación por deshacerse de ellos, la alar­
ma de los nordistas habría sido menor, pero sucedió lo contrario; 
vieron cómo, arrogantes y sin la menor señal de arrepentimiento, 
aquéllos emergían de las ruinas y asumían nuevamente el mando. 
Los proyectos de las constituciones que redactaron los nuevos es­
tados no diferían en mucho de los antiguos; la esclavitud, por 
supuesto, había desaparecido, pero los black codes adoptados poi 
las nuevas legislaturas sudistas equivalían prácticamente a lo mismo. 

Uno de los resultados más sorprendentes de la desaparición de 
la esclavitud fue el aumento de la fuerza potencial del Sur en el 
Congreso, al desaparecer la antigua regla de los tres quintos 
(véase p. 41). Los antiguos esclavos eran ahora hombres libres 
independientemente de que pudieran votar o no. Los republicanos 
del Norte, que después de todo habían hecho y ganado la guerra, 
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se vieron excluidos del poder por la alianza de sudistas y demó 
cratas del Norte. Habían perdido ya la presidencia, a manos de 
un hombre que, aunque acérrimo unionista, era sudista y antiguo 
demócrata y que en gran parte debía su cargo al hecho de que 
Lincoln había querido presentarse a los electores unionistas con 
una candidatura equilibrada. Perder por añadidura, en el apogeo 
de su victoria, el control del Congreso era más de lo que podían 
digerir. 

Cuando el Congreso volvió a reunirse en diciembre de 1865, 
estalló la tormenta que se había ido formando; el Congreso se 
negó a reconocer los gobiernos creados por el presidente; las 
delegaciones sudistas, de las que formaba parte el antiguo vicepre­
sidente confederado, Alexander H. Stephens, fueron obligadas a 
hacer las maletas; la ciudadanía fue hecha extensiva a todos los 
negros en 1866; los códigos negros fueron declarados ilegales y 
se ampliaron los poderes de la Oficina de Libertos, institución 
creada por el Congreso para ocuparse de ellos, hasta el punto de 
preverse el recurso a la fuerza militar para la protección de los 
derechos civiles. Los sucesivos vetos de Johnson fueron derrota 
dos; el presidente reaccionó afirmando que sin las delegaciones 
del Sur, el Congreso no representaba a la totalidad de la nación, 
a lo que los republicanos radicales respondieron que, al separarse, 
los estados sudistas habían renunciado a todos los derechos poli 
ticos. Estas posturas eran exactamente contrarias a las adoptadas 
cinco años antes, cuando los republicanos pretendían que la Unión 
permanecía intacta y los sudistas esgrimían su derecho a la secesión 
Esta vez eran los sudistas, apoyados por el presidente, quienes 
pedían el ingreso y los republicanos quienes se lo negaban. 

Las elecciones al Congreso, celebradas en el otoño de 1866. 
ofrecieron la oportunidad de salir del punto muerto. Johnson hizo 
campaña contra los republicanos radicales confiando en que mo­
vilizaría el respaldo popular, pero se vio muy pronto que había 
cometido un error de cálculo. El recuerdo de la guerra seguía 
vivo; para el electorado nordista, el hecho de que un sudista pi­
diera benevolencia para los antiguos rebeldes despertaba un amar 
go resentimiento, y las elecciones dieron la victoria total a los 
radicales. 

Los radicales siguieron adelante con su programa, por entender 
que su triunfo electoral significaba que el pueblo lo respaldaba 
El Sur fue dividido en cinco distritos militares, cada uno de ellos 
bajo el mando de un oficial de la Unión dotado de plenos poderes 
en materia civil, judicial y policial; se impusieron nuevas condicio­
nes al reconocimiento de los gobiernos estatales, entre ellas la 
emancipación de los negros, y a los antiguos dirigentes sudistas se 
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les prohibió el ejercicio de las funciones públicas, tanto a nivel 
estatal como federal. Nuevos refuerzos de tropas garantizaron 
la puesta en práctica de estas medidas. Al objetar Johnson que el 
Congreso estaba usurpando sus poderes como comandante en jefe, 
fue privado efectivamente del mando de las fuerzas armadas y como 
siguiera poniendo obstáculos, la Cámara de Representantes aprobó 
solemnemente una ley recusándolo (impeachment). El juicio del 
presidente ante el Senado se prolongó a lo largo de la primavera 
de 1868 y concluyó con el voto de 35 senadores a favor de su 
culpabilidad y 19 en contra, a falta de uno solo para alcanzar la 
mayoría requerida para su destitución. 

A pesar de este fracaso, la situación siguió en manos de los 
radicales. A lo largo de 1868, seis estados sudistas, reorganizados 
•conforme a las normas prescritas por el Congreso, solicitaron su 
reconocimiento por la Unión, siendo readmitidos. En las elecciones 
presidenciales celebradas aquel otoño, los republicanos se apoyaron 
mucho en aquellas administr?ciones cautivas para desviar el voto 
hacia su candidato, el general Grant. Los otros cuatro estados de la 
Confederación (Tennessee había sido readmitido en 1866) opu­
sieron gran resistencia al Congreso, pero la presión militar se 
impuso y en 1871 acabaron por someterse también. Se había res­
taurado, pues, la Unión en el sentido de que al frente de todos los 
estados figuraban gobiernos reconocidos tanto por el presidente 
como por el Congreso. Pero en la mayor parte del Sur la existencia 
de dichos gobiernos seguía dependiendo de la presencia de las 
tropas de la Unión; retirarlas, devolviendo de este modo a la po­
blación de los estados la dirección de sus propios asuntos, no sólo 
significaría entregar el poder a los demócratas, sino también dejar 
a los libertos, por cuyo bienestar los republicanos sentían una 
especial responsabilidad, a merced de sus antiguos amos. 

El carpetbag rule, o lo que es lo mismo, la administración im­
puesta al Sur por el Norte, se recuerda sobre todo por sus fracasos; 
que llevaba consigo la abrogación de los derechos que normal­
mente disfrutan los americanos resulta innegable; también lo es 
que proporcionaba excelentes oportunidades para ilegítimas apro­
piaciones de fondos y para todo tipo de artimañas. Pero no es 
menos cierto que la leyenda popular de que aquélla fue una época 
de opresión violenta, en la que un pueblo altivo, pero derrotado, 
se debatía vanamente bajo la férrea mano de antiguos esclavos, a 
su vez cínicamente manipulados por aventureros del Norte y trai­
dores del Sur, responde en gran medida a la imaginación sudista. 
Solamente en el legislativo de un Estado, Carolina del Sur, los 
negros fueron mayoría, e incluso allí los escaños que ocuparon no 
guardaban proporción con su número en relación con la población 
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total. Los sudistas blancos que desempeñaron funciones en estas 
administraciones eran en su mayoría antiguos whigs, deseosos de 
que se repararan los daños de guerra y se desarrollara la economía 
del Sur. Entre los llamados carpet-baggers, algunos eran unos bri­
bones, pero otros eran auténticos idealistas —maestros y adminis­
tradores— que se desplazaron al Sur con el propósito de levantar 
escuelas para los negros y ayudar a los antiguos esclavos a adaptarse 
a su nueva situación. La subida de los impuestos y el aumento 
de las deudas estatales, que los sudistas citaban como evidencia de 
una deficiente gestión, lo único que reflejaba en la mayor parte 
de los casos era lo inadecuado de los programas sociales de épocas 
pretéritas. Y la corrupción no estaba más extendida en el Sur que 
en el Norte, ni más de lo que lo estuvo en el propio Sur una vez 
que asumieron el poder los gobiernos de redención (redeemer go-
vernnents), representantes de la mayoría sudista blanca. 

Es perfectamente comprensible que los sudistas se sintieran mo­
lestos al verse gobernados por administraciones que se apoyaban 
en las bayonetas de la Unión. Si las medidas dictadas por el Con­
greso se hubiesen aplicado inmediatamente después de la derrota, 
las habrían aceptado de mejor grado, pero tras el benévolo gobierno 
de Johnson, en que parecía que todo iba a ser perdonado y olvida­
do, su puesta en práctica dejó un amargo recuerdo. 

A lo largo de la década de 1870, los propios nordistas comenza­
ron también a cansarse de la reconstrucción. Hacía tiempo que 
para ganar unas elecciones no bastaba con agitar la bandera del 
rencor. El idealismo antiesclavista disminuyó y las gentes comen­
zaron a ocuparse de otros problemas sin relación con la guerra 
y con la lucha por la igualdad racial. Las versiones que corrían 
acerca de lo que sucedía en el Sur, algunas de las cuales eran 
exactas, comenzaron a despertar simpatías, y el mero hecho de que, 
al cabo de tanto tiempo, los gobiernos sudistas siguieran depen­
diendo de la presencia de las tropas de la Unión resultaba una 
flagrante anomalía. En 1875, los demócratas consiguieron controlar 
la Cámara de Representantes; nada alarmante ocurrió. A los su­
distas ahora presentes en el Congreso, a diferencia de aquellos de 
la década de 1850, no les obsesionaban conceptos tales como los 
derechos estatales ni, como temían los republicanos, proyectaban 
atacar las tarifas arancelarias proteccionistas, Tos subsidios a los 
ferrocarriles, los bancos nacionales ni intentar desmantelar por 
otras vías el nuevo qrden económico. Muchos de ellos eran hom­
bres de negocios, capaces de hablar el mismo idioma y de com­
partir idénticas preocupaciones que sus colegas de otras regiones, 
y la cooperación por encima de las barreras regionales les pare­
cía muy ventajosa. Los sudistas estaban necesitados de capital nor-
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dista; los nordistas buscaban nuevas zonas donde invertir. El único 
obstáculo que al parecer se oponía a la acomodación de sus rela­
ciones era la inestabilidad política resultante de la prolongada 
presencia de las fuerzas de la Unión en el Sur. 

Este obstáculo desapareció con el compromiso alcanzado en 1877, 
tras las disputadas elecciones a las que se presentaron Rutherford 
Hayes y Samuel Tilden. Era muy poco lo que diferenciaba a am­
bos candidatos; el demócrata Tilden era gobernador de Nueva 
York y un experimentado abogado de empresas, conocido por sus 
opiniones económicas conservadoras; el republicano Hayes, tam 
bien abogado de empresas, había sido gobernador de Ohio en tres 
ocasiones y tenía fama de hombre honrado. La elección de cual­
quiera de los dos habría supuesto pocos cambios en la manera de 
gobernar el país. A la postre importó menos a los sudistas que el 
hombre a quien habían votado perdiera la elección por los fraudes 
cometidos por los funcionarios de la Unión encargados del recuento 
en el Sur, que el hecho de que el candidato triunfante, Hayes, 
accediera a retirar hasta el último soldado y a extender la protec­
ción federal a sus intereses comerciales. 

Una de las muchas ironías de la reconstrucción fue que culminó 
en un arreglo de negocios. El hecho de que los intereses comer­
ciales demostraran ser un remedio tan eficaz reflejaba, en parte, 
el menguante idealismo del Partido Republicano y, en parte, el 
reconocimiento de que muchos de sus objetivos ya habían sido 
alcanzados. Al aplicar su programa al Sur, los radicales perseguían 
cuatro objetivos: impedir el retorno de las luchas regionales de la 
década de 1850; mantener el nuevo orden económico; preservar el 
ascendiente del Partido Republicano y proteger los derechos de 
los libertos. Los dos primeros se alcanzaron en 1877; el nuevo 
Sur había dejado de acariciar el sueño secesionista al tiempo que 
sus dirigentes daban por sentado el sistema económico republicano. 
El tercer objetivo también fue alcanzado, pero al precio de arrojar 
a la totalidad de la población blanca del Sur en brazos de los de­
mócratas, lo que incidiría profundamente en el futuro tanto sobre 
la política del Sur como sobre la de todo el país. El cuarto objetivo, 
la salvaguarda de los intereses de los libertos, fue sacrificado en 
aras de los tres restantes. 

La suerte de los negros del Sur dejó mucho que desear tras la 
retirada de la protección del Norte a . La decimotercera enmienda, 
que abolía formalmente la esclavitud, fue ratificada en diciembre 
de 1865. En 1868 y 1870 se añadieron dos nuevas enmiendas; la 
decimocuarta, que extendía la ciudadanía a los negros y les otor­
gaba igual protección ante la ley, y la decimoquinta, que garanti­
zaba los derechos civiles a todos los ciudadanos con independen-
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cia de su «raza, color o previa condición de esclavos». Todas estas 
disposiciones pasaron así a formar parte integrante de la Constitu­
ción y podían hacerse efectivas en la forma y tiempo que la mayo­
ría blanca de la nación decidiera hacerlo. Pero durante cerca de una 
década los derechos de los negros suscitaron poco interés, con el re­
sultado de que fueron gradualmente cercenados. El Código Civil de 
1875 establecía la discriminación de los negros en los edificios pú­
blicos, restaurantes y teatros, así como en los transportes públicos, 
bajo pena de multa, y prohibía su participación como jurados. Pero 
en 1883 el Tribunal Supremo limitó la eficacia de la ley al declarar 
anticonstitucionales partes esenciales de la misma. 

El viejo sistema de las plantaciones había desaparecido, pero 
en su lugar surgió un nuevo sistema de aparcería en virtud del 
cual se permitía a los negros trabajar la tierra a cambio de una 
parte de sus cosechas. Si bien en teoría los aparceros (share-crop-
pers) negros eran libres, en la práctica su condición no difería en 
mucho de la de los siervos. Los gobiernos demócratas (o conserva­
dores, como ellos preferían ser llamados) que asumieron el poder 
en el Sur al retirarse las tropas de la Unión adoptaron por lo 
general una actitud paternalista hacia los libertos y no dudaron 
en manipular el voto negro siempre que ello conviniera a sus pro­
pósitos. Pero éste era un proceder peligroso, ya que inevitablemente 
les enemistaba con los votantes blancos. Hasta finales de siglo 
ocuparon el poder gobiernos que privaron a los negros del dere­
cho de voto y de la mayor parte de los restantes derechos civiles 
que los republicanos radicales habían tratado de garantizarles. Se 
había restaurado la Unión, pero para que los negros obtuvieran 
las mismas oportunidades que los blancos se necesitaría una recons­
trucción totalmente nueva. 
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3. La revolución industrial 
en los Estados Unidos 

Aunque para el mundo del siglo xvm los establecimientos colo­
niales en América fueran prodigiosos ejemplos de crecimiento, 
todavía en 1776 seguían desperdigados por la periferia del conti­
nente como prolongaciones marítimas de la expansión europea 
Ciento cuarenta años después, el continente ya estaba lleno y al co­
mienzo de la primera guerra mundial los Estados Unidos se habían 
convertido en la mayor potencia industrial del mundo (véase cua­
dro 3.1). Pero esta expansión económica era resultado de algo más 
que la simple adición de producción industrial, población y terri­
torio; implicaba también transformaciones fundamentales de todas 
las relaciones económicas y sociales y la creación de una sociedad 
nueva. Este capítulo versará sobre los orígenes y algunas de las 
consecuencias económicas de estos cambios, y el capítulo 5 sobre 
los efectos sociales de la industrialización y las reacciones políticas 
que suscitó. 

i. sus ORÍGENES EN EL SIGLO XVIII 

A diferencia de otras muchas sociedades próximas a la industriali­
zación, la América del siglo xvm era una comunidad bien organi­
zada, próspera y dotada de un gran potencial de crecimiento. No 
se daban cita allí el círculo vicioso de la pobreza, la explosión 
demográfica, la escasez de tierra y la ignorancia, problemas que 
hoy en día caracterizan a gran número de países pobres. Por aquel 
entonces, las colonias disponían ya de una estructura política esta­
ble, educación y riqueza ampliamente difundidas y gran número 
de útiles instituciones y prácticas comerciales y gubernamentales 
derivadas de su ascendencia europea, así como de una clase comer­
cial agresiva y próspera, los aristócratas regionales (véase cap. 1). 
Pero a pesar de esta prosperidad, existían barreras que obstaculiza­
ban el desarrollo económico. La mano de obra resultaba cara a los 
industriales debido a la atracción de la jrontier; también el capital, 
porque los propietarios de tierras y los comerciantes eran más po­
bres que en Gran Bretaña y los bancos y demás intermediarios 
financieros eran inexistentes. En tanto que los productos de las 
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